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Presentación de la revista  
Deusto Estudios Cooperativos

La revista Deusto Estudios Cooperativos es una publicación que 
puede considerarse como la sucesora del Anuario de Estudios Coope-
rativos, una revista esta última que, desde su nacimiento en 1985, re-
sultó ser pionera en el ámbito de la Economía Social y el Cooperati-
vismo, manteniendo su actividad, de forma ininterrumpida hasta el año 
2001.

La nueva revista Deusto Estudios Cooperativos, editada por el Insti-
tuto de Estudios Cooperativos de la Facultad de Derecho de la Univer-
sidad de Deusto, se crea con la intención de mantener la esencia del 
Anuario de Estudios Cooperativos, deseando cumplir el objetivo de la 
divulgación de trabajos originales en materia de Cooperativismo y Eco-
nomía Social.

La revista comenzó a publicarse en un año ciertamente significa-
tivo, el año 2012. Un año relevante por dos motivos. En primer lu-
gar, porque ese año fue proclamado como el Año Internacional de las 
Cooperativas por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
poniendo, de este modo, en evidencia la relevancia de las cooperativas 
en el desarrollo económico y social, en la reducción de la pobreza, la 
creación de empleo y la integración social. Y, en segundo lugar, por-
que en 2012 la Universidad de Deusto celebró su 125 Aniversario, con 
lo que la publicación de la revista Deusto Estudios Cooperativos consti-
tuyó un reflejo del compromiso mantenido por la Universidad con la in-
vestigación en materia de Economía Social.

Con esta publicación se pretende contribuir a dar a conocer que el 
modelo cooperativo es una fórmula eficaz de emprender actividades 
empresariales. Precisamente, las cooperativas representan un modelo 
de empresa democrática, responsable y ética, una empresa que pone 
el foco de su atención en las personas y en el medio ambiente, promo-
viendo el crecimiento económico y la justicia social. Esto es, se trata de 
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Presentación de la revista Enrique Gadea Soler

un modelo de empresa que se fundamenta en el diálogo y en los idea-
les de paz, impulsando el respeto por los derechos y las libertades hu-
manas y la solidaridad.

El presente monográfico está dedicado al cooperativismo en Ecua-
dor. Con él se pretende presentar una visión de las manifestaciones 
principales que caracterizan al cooperativismo en el país andino, que se 
reflejan, sobre todo, en el cooperativismo de ahorro y crédito, y está in-
tegrado por las notables contribuciones de los profesores y estudiosos 
del cooperativismo: Eulalia Flor y Jairo Rivera, Elisa Lanas, Juan Carlos 
Mogrovejo, Ricardo León y Carlos Oñate, María Augusta León y Carlos 
Oñate.

A todos ellos, nuestro agradecimiento por elegir nuestra revista 
para publicar sus valiosos trabajos de investigación. Asimismo, nues-
tro especial agradecimiento a la profesora Elisa Lanas, sin cuyo apoyo e 
intermediación no hubiese sido posible la publicación de este número 
monográfico.

Un afectuoso saludo cooperativo,

Enrique Gadea Soler 
Director de la revista Deusto Estudios Cooperativos
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Presentación del monográfico 
Economía solidaria en Ecuador

Elisa Lanas Medina
Docente en Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador 

Coordinadora del monográfico 
elisa.lanas@uasb.edu.ec

doi: https://doi.org/10.18543/dec.3167 Publicado en línea: noviembre de 2024

En este importante esfuerzo impulsado por la Revista «Deusto Es-
tudios Cooperativos» por brindar información especializada acerca de 
las particularidades que el desarrollo del cooperativismo y la economía 
social y solidaria presentan en función del país de estudio, este número 
se dedica al caso ecuatoriano.

Antes de presentar los estudios que buscan arrojar luces sobre im-
portantes aspectos de la economía solidaria, como se le llama en Ecua-
dor a esta economía alternativa, que agrupa distintas organizaciones 
dentro de las que están las cooperativas, asociaciones y comunidades, 
hay que decir que la economía solidaria ha estado presente en Ecuador 
desde la época precolombina, principalmente a través de las relaciones 
que mantuvieron, y, en ciertos espacios, todavía mantienen, los miem-
bros de las comunidades indígenas, pues, junto con la redistribución, la 
solidaridad fue la base de dichas relaciones.

No obstante, la economía solidaria obtuvo mayor protagonismo a 
partir de la Constitución Política aprobada en 2008, que señala como 
uno de los principales objetivos del régimen de desarrollo el de: «cons-
truir un sistema económico, justo, democrático, productivo, solidario 
y sostenible, basado en la distribución igualitaria de los beneficios del 
desarrollo, de los medios de producción y en la generación de trabajo 
digno y estable».1

Sin perjuicio de lo anterior, no deja de ser cierto que la primera Ley 
de Cooperativas ecuatoriana es del año 1937. Esta ley, junto con otras 
de carácter social, fueron impulsadas por el gobierno militar del gene-
ral Alberto Enríquez Gallo, con el ánimo de modernizar la economía 
campesina y de evitar mayores conflictos sociales.

1 art. 276.2 de la Constitución Política de Ecuador.

https://doi.org/10.18543/dec.3167
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Más adelante, en la década de los años 60, se publicó una nueva 
versión de la Ley de Cooperativas, esta vez, impulsada por la recomen-
dación de la Organización Internacional del Trabajo —OIT—, y en vista 
de la importancia que empezaba a tener el movimiento cooperativo 
en el país. De esta forma, el Estado reiteró su orientación positiva ha-
cia el movimiento cooperativo y el deseo de impulsar y apoyar su creci-
miento.

El desarrollo desigual de los distintos sectores cooperativos en 
Ecuador puede explicarse por las dinámicas sociales y económicas par-
ticulares de cada uno. En el caso de las cooperativas de consumo, su 
crecimiento estuvo vinculado al auge del cooperativismo de vivienda 
urbana, especialmente en ciudades como Guayaquil y Quito. En estas 
áreas, los migrantes internos, al asentarse en las periferias de las ciuda-
des, buscaron regularizar su situación ante las autoridades, formando 
cooperativas.

En el caso de las cooperativas de producción, el subsector agrícola, 
centrado en cultivos de exportación como banano, cacao y café, fue 
clave. Estas cooperativas se convirtieron en un medio para acceder a 
los cupos de exportación, para aprovechar los beneficios otorgados por 
el Estado, como créditos a bajo interés. En cuanto a las cooperativas de 
servicios, las de transporte terrestre predominaron, mientras que, en el 
sector de cooperativas de crédito, destacaron las de ahorro y crédito.

Ya para mediados de la década del 80, las cooperativas de produc-
ción, particularmente las agrícolas, eran las más numerosas. Las coope-
rativas de consumo, sobre todo las de vivienda, dominaban en cuanto 
a número de socios. Sin embargo, las cooperativas de ahorro y crédito 
encabezaban la lista en términos de relevancia económica. Esa tenden-
cia se ha mantenido y ahondado en los últimos años, mostrando el for-
talecimiento de las cooperativas de transporte y ahorro y crédito, mien-
tras que las de producción agraria y vivienda urbana han sufrido un 
considerable redimensionamiento, especialmente en el subsector agra-
rio, que siempre ha enfrentado condiciones precarias.2

El primer artículo del número monográfico dedicado a Ecuador rea-
liza un balance las políticas públicas para la economía popular y solida-
ria en el país. Para cumplir el objetivo planteado, los autores utilizaron 
una metodología descriptivo-analítica, empleando el análisis de instru-
mentos NATO, mediante una revisión documental de normativa, docu-
mentos oficiales, bases de datos y estudios asociados con la temática. 

2 Da Ros, Giuseppina El movimiento cooperativo en el Ecuador. Visión histórica, 
situación actual y perspectivas CIRIEC-España, Revista de Economía Pública, Social y 
Cooperativa, núm. 57, abril, 2007, pp. 249-284.
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El documento se compone de tres secciones adicionales. Por un lado, 
el recorrido teórico de la economía popular y solidaria y de las políti-
cas públicas. Por otro lado, los principales hallazgos de la aplicación del 
método NATO. Finalmente, se presentan las principales conclusiones 
del estudio.

El segundo estudio presenta la situación actual de las mujeres 
vinculadas a la ES en Ecuador, a efectos de verificar mediante la in-
formación existente, en primer lugar, la presencia de las mujeres en 
esta economía, pero, sobre todo, se busca poner en cuestión la vi-
sión pública y la expectativa de la participación de las mujeres, que no 
considera al trabajo reproductivo como parte de su aporte a sus or-
ganizaciones y a la sociedad en general. Al final, se ofrecen algunas 
recomendaciones para lograr una visibilización, valoración y contra-
prestación de derechos del trabajo reproductivo, así como para ir ca-
minando hacia una paridad entre hombres y mujeres que son parte de 
esta economía.

El tercer artículo aborda el régimen tributario aplicable a la econo-
mía popular y solidaria en el Ecuador. El reconocimiento de las parti-
cularidades de esta economía en el régimen jurídico ecuatoriano toma 
particular connotación en el ámbito tributario, mediante un trata-
miento especial y preferente en clave de acciones afirmativas a los ac-
tores de la economía popular y solidaria, reafirmando con ello la in-
tención pública por alentar y fortalecer este sector productivo esencial 
para el progreso general compatible con una visión abierta, plural e in-
clusiva, que en medio de diferencias materiales irrefutables con otros 
segmentos contenga la virtud de propulsar una dinamización econó-
mica integradora con perspectivas reales de movilidad social.

A partir del cuarto artículo del número de Ecuador, en adelante, se 
refleja la gran representatividad que el cooperativismo de ahorro y cré-
dito tiene en el país, constituyéndose este en un sector con mucho di-
namismo y capacidad de llegada en  Ecuador.

Así, el siguiente capítulo analiza el cumplimiento del Buen Go-
bierno en Cooperativas de Ahorro y Crédito del Ecuador —COAC—. 
El estudio reviste interés nacional en virtud que las COAC son las or-
ganizaciones que acogen la mayor cantidad de socios dentro del sec-
tor cooperativo; desarrollan su objeto social bajo regulación y control 
de entidades públicas, y, contribuyen activamente en el mercado finan-
ciero nacional. El objetivo de la investigación es determinar las condi-
ciones para cumplir con el buen gobierno en una muestra de COAC, 
del segmento tres de la provincia de Tungurahua, Ecuador.

El quinto estudio trata acerca del derecho humano a la inclusión fi-
nanciera: ¿El Sector Financiero Popular y Solidario ha contribuido a su 
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real materialización en el Ecuador? El artículo tiene como principal ob-
jetivo evidenciar el estrecho vínculo entre el derecho humano a la inclu-
sión financiera y el sector financiero popular y solidario (SFPS). Para ello 
el trabajo aborda el alcance y contenido de la inclusión financiera como 
un derecho humano y la necesidad de su reconocimiento para avanzar 
en la implementación de políticas públicas dirigidas a consolidar el ac-
ceso, especialmente de la población más vulnerable a servicios finan-
cieros adecuados, asequibles y de calidad. Posteriormente, el artículo 
analizará la contribución del SFPS en la concretización de este derecho. 
Finalmente, el artículo enfoca el aporte de este Sector en el desarrollo 
de la inclusión financiera en el Ecuador y los retos que aún debe en-
frentar el sector financiero ecuatoriano para eliminar las barreas de ex-
clusión.

Finalmente, el sexto artículo analiza las tecnologías grupales de 
crédito en Ecuador: análisis situacional en las Cooperativas de Ahorro 
y Crédito. Bajo la visión de que las COAC son instrumentos de inclu-
sión financiera y desarrollo económico de sus socios, este estudio tiene 
como objetivo analizar la pertinencia de los productos de crédito ofre-
cidos por las COAC del segmento 1 en Ecuador, con un enfoque espe-
cial en las tecnologías grupales solidarias, y entendiendo su importan-
cia como alternativas adecuadas de endeudamiento para satisfacer las 
necesidades financieras de su público objetivo.

Los seis artículos que se presentan en este número no dan plena 
cuenta de la historia y riqueza de la economía solidaria y el cooperati-
vismo en Ecuador, sino que buscan alimentar el debate internacional 
respecto de algunas manifestaciones de esta otra economía en el país 
andino.

Para concluir, quiero agradecer especialmente a la dirección de la 
prestigiosa Revista «Deusto Estudios Cooperativos», por permitirnos 
participar en uno de sus números. Confío en que su contenido sea útil 
y agradable a los y las lectoras.
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Editorial  
La banca cooperativa

Javier Divar Garteíz-Aurrecoa
Catedrático Emérito de la Universidad de Deusto 

javierdivar1@gmail.com

doi: https://doi.org/10.18543/dec.3166 Publicado en línea: noviembre de 2024

 La banca cooperativa debe ser, en primer lugar, banca, establecida 
con estructuras empresariales propias de tan exigente sector, para po-
der mantenerse en un mercado muy competitivo.

Pero singularmente ha de ser al propio tiempo cooperativa, como 
rasgo distintivo del resto de la banca. Por ese carácter la banca coope-
rativa será distinguida por los usuarios de los servicios bancarios.

Dicho de otro modo, una banca cooperativa que no incida en su 
esencia cooperativista bien podría ser una sociedad anónima, lo que in-
cluso la beneficiaria para emitir acciones, captando capitales e incluso 
cotizando en bolsa. Ese sería el caso de una banca dirigente de un con-
glomerado societario cooperativo que solo pretenda participar en su fi-
nanciación.

Lo que realmente distingue a la banca cooperativa es su adjeti-
vación como tal, como sociedad participativa y solidaria, cercana a la 
comunidad en la que actúa, que la reconocerá por sus actos sociales 
como cercana a los intereses populares, por lo que la apoyarán como 
usuarios o clientes.

Pero es bien cierto que, en ocasiones, en la práctica la banca 
cooperativa actúa como el resto del sector, sin la consideración debida 
a una entidad social, alineada con los intereses populares.

La banca cooperativa debe acompañar a sus usuarios en sus pro-
blemas económicos, debe atender a la comunidad de su implantación 
con aportaciones de carácter social, no debe realizar ejecuciones mer-
cantiles sin ofrecer alternativas, sus comisiones e intereses deben ser 
modestos, sin ahogar a sus clientes.

mailto:javierdivar1%40gmail.com?subject=
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La banca cooperativa no tiene que competir con el resto de la 
banca en el logro de beneficios, pues no tiene que retribuir a accionis-
tas, ni posicionarse en los mercados financieros, pues su prestigio de-
riva de la buena atención a sus clientes, de su buena fama como insti-
tución comunitaria y social.

Es bien cierto que los valores cooperativos son muy exigentes. Pero 
también es muy cierto que distinguen a las cooperativas como com-
pañías de la economía social, partícipes de una alternativa económica 
progresista, receptora de apoyos sociales reconocidos en las comunida-
des en las que actúan.

Si no se puede o no se sabe ser cooperativista, mejor pasarse al 
adversario capitalista o claudicar, pero no dañar la lucha histórica del 
cooperativismo universal, benefactor de los humildes (como dijo el pa-
triarca cooperativo, el cuáquero Plockboy, sociedades para la «felicidad 
de los pobres»).

La banca cooperativa debe ser una banca social, aun reconociendo 
que es muy difícil ser bancario y cooperativista, pues en la práctica ban-
caria los «triunfadores» suelen serlo precisamente los tiburones finan-
cieros. Por eso, con buen humor, se ha dicho que hay algo peor que 
atracar un banco, …fundarlo.
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Resumen: El sistema económico en el Ecuador es social y solidario, con-
formado por formas de organización pública, privada, mixta y popular y so-
lidaria. Este estudio tiene el objetivo de analizar las políticas públicas para la 
economía popular y solidaria en Ecuador. Para ello, la investigación se fun-
damenta en una metodología descriptivo-analítica, empleando el análisis de 
instrumentos NATO, mediante una revisión documental de normativa, docu-
mentos oficiales, bases de datos y estudios asociados con la temática. Entre 
los principales resultados se encuentra que han existido avances en el recono-
cimiento para el sector de la economía popular y solidaria, tanto en la modali-
dad, autoridad, tesoro y organización. Sin embargo, todavía persisten algunos 
desafíos pendientes hacia la consolidación del sector.

Palabras clave: políticas públicas, economía popular y solidaria, Ecuador.

Abstract: The economic system in Ecuador is social and solidarity-based, 
comprised of forms of public, private, mixed, and popular and solidarity-based 
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organization. This study aims to analyze public policies for the popular and so-
lidarity economy in Ecuador. To do so, the research is based on a descriptive-
analytical methodology, employing NATO instrument analysis through a do-
cumentary review of regulations, official documents, databases, and studies 
associated with the topic. Among the main findings is that there have been 
advancements in recognition for the popular and solidarity economy sector, 
in terms of modality, authority, funding, and organization. However, there are 
still some pending challenges towards the consolidation of the sector.

Keywords: public policies, popular and solidarity economy, Ecuador.
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1. Introducción

El sector de la economía popular y solidaria es fundamental dentro 
del desarrollo de los países de América Latina y el Caribe, con particu-
laridades de asociatividad, cooperación y comunidad. Como lo señala 
Alicia Bárcena (2022, 12): «las empresas cooperativas y de la economía 
social representan un espacio intermedio entre el bien común y el bien 
particular, entre el bien público y el bien privado. Representan un espa-
cio comunitario que es, al mismo tiempo, social y productivo».

En la región latinoamericana existe una diversidad de políticas públi-
cas alrededor de la economía popular y solidaria, con variedad en la ins-
titucionalidad, presupuesto, información, normativa. En ese sentido, el 
apoyo a la economía popular y solidaria desde lo público ha transitado 
desde ministerios de producción, ministerios sociales y ministerios de tra-
bajo, con prepuestos cambiantes en el tiempo para las instituciones es-
pecíficas de apoyo a la economía popular y solidaria. Al mismo tiempo, 
hay una pluralidad en la gobernanza, entendida como las relaciones en-
tre el Estado y la sociedad, teniendo países con relaciones consolidadas 
hacia lo asociativo y comunitario, y otras en formación (Correa, 2022).

Con estos antecedentes, este estudio tiene el objetivo de analizar 
las políticas públicas para la economía popular y solidaria en Ecuador. 
Este caso es relevante ya que desde el año 2008, a nivel constitucional 
el sistema económico es social y solidario, donde se reconoce al sector 
de la economía popular y solidaria como uno de los sectores económi-
cos, conjuntamente con lo público, privado y mixto. Para cumplir con 
esa meta, esta investigación utiliza una metodología descriptivo-analí-
tica, empleando el análisis de instrumentos NATO, mediante una revi-
sión documental de normativa, documentos oficiales, bases de datos y 
estudios asociados con la temática.

El documento se compone de tres secciones adicionales. Por un 
lado, el recorrido teórico de la economía popular y solidaria y de las po-
líticas públicas. Por otro lado, los principales hallazgos de la aplicación 
del método NATO. Finalmente, se presentan las principales conclusio-
nes del estudio.

2. Marco teórico

En esta sección se analizan los conceptos principales del estudio. 
Por un lado, se examina la economía popular y solidaria y sus particula-
ridades. Por otro lado, se indaga en las políticas públicas y sus caracte-
rísticas.
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2.1. Economía popular y solidaria

Se ha decidido iniciar por caracterizar las llamadas «economías al-
ternativas» u «otras economías» que surgieron en respuesta a limita-
ciones o insatisfacciones percibidas en los sistemas económicos tradi-
cionales, con el objetivo de ofrecer soluciones distintas a los problemas 
económicos y sociales, y basándose en principios como la sostenibi-
lidad, la equidad y la participación comunitaria. A decir de Askunze, 
«se han reconocido como parte de esa otra forma de entender y hacer 
economía desde criterios relacionados con la justicia social, así como 
en contraposición con las desigualdades y el conjunto de consecuen-
cias nocivas producidas por el funcionamiento del sistema capitalista» 
(2013, 99).

No obstante, de constituir una alternativa al sistema capitalista, 
existen posturas que diferencian a la economía solidaria, la economía 
popular y la economía popular-solidaria. Por ello, se ha considerado ne-
cesario refinar estos conceptos aun reconociendo que estas divergen-
cias pueden variar según interpretaciones y enfoques teóricos.

Economía Popular: La economía popular es un concepto amplio 
que se utiliza para describir una serie de actividades económicas que 
suelen ser llevadas a cabo por personas o comunidades, generalmente 
que viven en situaciones de bajos recursos, con el objetivo de satisfa-
cer sus necesidades básicas y mejorar su calidad de vida. Este término 
puede tener diferentes significados y enfoques en distintos contextos, 
pero generalmente se refiere a formas de producción, intercambio y 
consumo que están arraigadas en comunidades locales y que buscan 
una participación más activa de los individuos en la economía.

La perspectiva sociológica convencional limita el análisis económico 
de los sectores populares a estudios antropológicos de estrategias de 
supervivencia en áreas marginadas. Se enfoca en la reproducción casi 
biológica de la población, con estrategias centradas en la superviven-
cia diaria. La teoría económica etiqueta este fenómeno como econo-
mía informal, pobreza, subempleo y exclusión social, destacando el 
atraso tecnológico y la informalidad. Sin embargo, investigaciones re-
cientes revelan dinámicas de endeudamiento en los sectores populares, 
alejándose de las perspectivas tradicionales y desafiando la caracteriza-
ción normativa de la economía popular como semi-aislada y solidaria, 
así como su consideración como disfuncional para el sistema capitalista 
tradicional (Chena, 2018).

La economía popular se refiere a un conjunto de actividades eco-
nómicas desarrolladas por individuos o grupos en el ámbito local, ca-
racterizadas por su participación en la producción, distribución y con-
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sumo de bienes y servicios. Estas actividades suelen tener un enfoque 
comunitario y pueden surgir como respuesta a las necesidades loca-
les, contribuyendo al desarrollo económico desde la base. Es decir, esta 
economía hace referencia a las actividades económicas llevadas a cabo 
por individuos o grupos de bajos ingresos, a menudo de manera infor-
mal. Estas actividades pueden incluir pequeños negocios, trabajadores 
por cuenta propia y formas de intercambio económico comunitario.

Es importante destacar que el término «economía popular» puede 
tener matices diferentes según el contexto y el país. En algunos luga-
res, se asocia con la economía informal, mientras que en otros se rela-
ciona con iniciativas cooperativas y autogestionadas. La comprensión 
precisa de este concepto puede variar según la perspectiva cultural, po-
lítica y económica.

Economía Solidaria: La economía solidaria es un enfoque econó-
mico que se centra en la cooperación, la solidaridad y la participación 
democrática en la gestión de los recursos económicos. A diferencia de 
los modelos económicos tradicionales basados en la competencia y la 
maximización del beneficio individual, la economía solidaria busca pro-
mover la equidad, la justicia social y la sostenibilidad.

Para Paul Singer la economía solidaria se origina como una respuesta 
del proletariado industrial a las condiciones inhumanas de la Revolución 
Industrial en el siglo  xviii. Inspirada en los principios de la Cooperativa 
de los Probos Pioneros de Rochdale, donde la propiedad del capital en 
las cooperativas debe ser exclusiva de los trabajadores asociados, exclu-
yendo la participación de socios capitalistas (Singer, 2014).

Sintetiza su concepto así:

Economía solidaria son formas de organización económica que 
adoptan los valores de la democracia llevados hasta las últimas con-
secuencias dentro del área económica: de que todos somos iguales, 
todos tenemos el mismo poder de decisión, si es necesario delegar 
todos votan por igual y las personas que los representan tienen que 
someterse a la voluntad general, caso contrario, son destituidas para 
que otras sean elegidas. Entonces, economía solidaria es una forma 
democrática e igualitaria de organización de diferentes actividades 
económicas (2016, 4).

Otro autor referente en este campo, Jean-Louis Laville la concibe 
en contraste con el «utilitarismo individualista» de la economía tradi-
cional y plantea:

De manera más amplia, la economía solidaria puede definirse 
como el conjunto de actividades que contribuyen a la democratiza-
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ción de la economía a través del compromiso de los ciudadanos. Al 
contrario de lo que podría hacernos creer la apropiación de la pala-
bra solidaridad por parte de los promotores de algunas acciones ca-
ritativas, la economía solidaria no es un síntoma de la desregulación 
que quisiera sustituir la acción pública por la caridad, retrotrayéndo-
nos a hace más de un siglo. Emana de acciones colectivas encami-
nadas a establecer regulaciones internacionales y locales, comple-
mentar las regulaciones nacionales o complementarlas cuando sea 
necesario. No se trata de sustituir la solidaridad redistributiva por 
una solidaridad más recíproca, sino de definir modalidades de aco-
plamiento a una solidaridad redistributiva completa con una soli-
daridad recíproca que pueda ser factor de producción y, por tanto, 
participar en la creación de riqueza (texto original en portugués) (La-
ville, 2001, 85).

Es importante señalar que la economía solidaria puede manifes-
tarse de diversas maneras, como cooperativas, asociaciones, empresas 
sociales y otras formas de organización que buscan construir una eco-
nomía más justa e inclusiva.

Economía PoPular y Solidaria

Según refieren Peñafiel y otros (2017, 180-196) en varios paí-
ses de América Latina, también se usa el término Economía Popular 
y Solidaria (EPS). Señalan que fueron Bertucci y Marinho quienes di-
cen que este término comenzó a ser utilizado con Cáritas de Brasil, 
refiriéndose a iniciativas populares para crear empleo y generar in-
gresos, donde los trabajadores se asocian libremente y se basan en 
principios de autogestión y cooperación. En la EPS la organización 
colectiva es crucial, no se trata de una economía individualista, sino 
de una economía colectiva, asociativa, hecha por y para grupos hu-
manos.

Este tipo de economía se guía por varios principios, entre los cuales 
se destacan:

— El principio de la participación democráticamente ejercida garan-
tiza la autonomía y autenticidad de la comunidad de trabajo en 
la economía solidaria.

— El principio de puerta abierta asegura que nadie sea obligado a 
unirse o permanecer en la cooperativa contra su voluntad. En 
momentos de crisis, la solidaridad entre los trabajadores evita 
despidos, y aquellos que pueden encontrar trabajo fuera de la 
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cooperativa se separan temporalmente hasta que las condicio-
nes del mercado se normalicen.

— La transparencia es fundamental, contrastando con la opaci-
dad empresarial, para que cada trabajador esté informado de 
las decisiones que afectan a la colectividad y pueda compren-
der las razones detrás de ellas. El acceso al conocimiento cien-
tífico es esencial, y se destaca la importancia de destinar parte 
de las ganancias a mejorar la educación de los trabajadores 
asociados.

— El principio de alternancia en los cargos de dirección busca evitar 
la concentración prolongada de poder, preservando la igualdad 
de derechos entre los trabajadores asociados. Aunque a veces 
este principio no se cumple debido a la falta de disposición de 
otros trabajadores para asumir roles de liderazgo, se destaca su 
importancia para mantener la democracia interna en las coope-
rativas.

— La cooperación: Los actores económicos, como empresas y tra-
bajadores, colaboran entre sí en lugar de competir de manera 
agresiva.

— La Sostenibilidad: Se busca el equilibrio entre las necesidades 
económicas, sociales y medioambientales, asegurando la viabili-
dad a largo plazo.

Es pertinente señalar que, el término «economía popular y solida-
ria» comenzó a utilizarse oficialmente en Ecuador con la promulga-
ción de la Constitución de 2008. En esta Constitución, se establecen 
legalmente tres categorías de economía. La primera corresponde a la 
economía pública, la cual se origina en las acciones del Estado y sus 
correspondientes instituciones y servicios. La segunda es la economía 
privada, compuesta por empresas de diversos tamaños cuyo obje-
tivo principal es la generación de beneficios económicos. Por último, 
se encuentra la economía popular y solidaria, conformada por acto-
res sociales informales que participan en una variedad de actividades 
económicas populares, desempeñando un papel significativo en la 
economía nacional.

De esta manera, esta Constitución estableció un nuevo marco le-
gal que reconoce y promueve la economía popular y solidaria como 
un sector de la economía ecuatoriana. Sector que incluye actividades 
económicas como cooperativas, asociaciones, fondos solidarios, entre 
otras formas de organización que tienen como objetivo principal la so-
lidaridad, la equidad y el bienestar común. Esta inclusión en la Consti-
tución marcó un hito importante en el reconocimiento y promoción de 
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este tipo de economía en Ecuador y ha influido en políticas públicas y 
acciones para fortalecer este sector.

Sintetizando, la economía popular y solidaria (EPS) combina ele-
mentos de la economía popular y la economía social. Se centra en la 
participación de la comunidad y la solidaridad entre los actores eco-
nómicos. En muchos casos, la EPS implica la creación y gestión de em-
presas cooperativas, mutualidades y otras formas de organización que 
buscan promover la equidad y la inclusión.

2.2. Política pública

Las políticas públicas tienen varias definiciones. Por un lado, entre 
los aspectos comunes se resalta que las políticas públicas abarcan el ac-
cionar del Estado para solucionar los problemas públicos. Por otro lado, 
entre las diferencias en las definiciones de las políticas públicas predo-
minan algunos elementos propios del proceso.

En este punto se menciona tres definiciones de las políticas públi-
cas para ejemplificar el campo vasto de las políticas públicas. Primero, 
utilizando una definición amplia, Thomas Dye (1987, 3) precisa a las 
políticas públicas como «lo que los gobiernos deciden hacer o no ha-
cer». También, Franco (2012) enfatiza en el diagnóstico necesario para 
desarrollar una política pública y en la importancia de la participación 
ciudadana, con la siguiente definición: «las políticas públicas son ac-
ciones de gobierno con objetivos de interés público que surgen de de-
cisiones sustentadas en un proceso de diagnóstico y análisis de factibi-
lidad, para la atención efectiva de problemas públicos específicos, en 
donde participa la ciudadanía en la definición de problemas y solucio-
nes» (Franco, 2012, 86). Por último, tomando en cuenta la definición 
de André Roth, la política pública se entiende como «un instrumento 
de transformación de la sociedad que actúa sobre los comportamientos 
de las personas» (Rivera, 2019, 223).

En esa medida, las políticas públicas tienen la potencialidad de pro-
pender hacia un mejoramiento del bienestar de la población a través 
del accionar del Estado. Para ello, el Estado debe tener las capacidades 
institucionales, la habilidad política y la propuesta técnica, para que se 
cumplan los objetivos planteados. En este proceso, como se presenta 
en la siguiente figura, se encuentra el ciclo de la política pública, que 
involucra cinco etapas: la definición de la agenda, la formulación de 
políticas, la toma de decisiones, la implementación de políticas y la eva-
luación de políticas.
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Definición de la 
agenda

Formulación de 
políticas

Toma de decisión

Implementación 
de políticas

Evaluación de 
políticas

Figura 1

Ciclo de las políticas públicas

Fuente: Wu et al. 2014.

Empleando el ciclo de las políticas públicas en el campo de la eco-
nomía popular y solidaria, existe una diversidad de iniciativas asocia-
das al apoyo en la constitución de las organizaciones, su fortaleci-
miento y sostenibilidad. Para ello, se han realizado diagnósticos de 
la situación del entorno económico y social, con el fin de compren-
der las relaciones de asociación y cooperación entre los ciudadanos 
y sus organizaciones. De este paso, se han reformado normativas le-
yes, códigos e incluso la Constitución en algunos países de la región, 
resaltando el rol clave de la economía popular y solidaria. Al mismo 
tiempo, se han creado y fortalecido instituciones públicas especiali-
zadas para apoyar a este sector, en lo central y local, ofreciendo «ca-
pacitación en temáticas diversas, el crédito, las compras públicas, la 
subvención, la promoción de exportaciones, el acompañamiento para 
trámites burocráticos necesarios con otros organismos del sector pú-
blico (como permisos, patentes, etc.), la asesoría legal, de gestión em-
presarial, contable y financiera, entre otras» (Correa, 2022, 41). Con 
ello, la información en general del sector de la economía popular y so-
lidaria ha mejorado en el tiempo ya que existen mayores políticas pú-
blicas que requieren seguimiento y monitoreo.



Balance de las políticas públicas para la economía solidaria en Ecuador  Eulalia Flor, Jairo Rivera

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 19-44

28 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3168 • https://dec.revistas.deusto.es 

Ahora, este es el punto de partida en nuestra investigación, en 
donde se pretende realizar un análisis de las políticas públicas de la 
economía popular y solidaria en el Ecuador. En este proceso, es impor-
tante manejar esquemas, combinando elementos objetivos y subjeti-
vos, como lo mencionan Clemons y McBeth (2020, 297), al señalar que 
«el análisis de políticas públicas es complejo y requiere un método, he-
rramientas y conocimiento de políticas».

Para ello, se utiliza el método de análisis de instrumentos NATO 
propuesto por Hood (1986) y Howlett (2009). Este método se com-
pone de cuatro componentes, que son las principales herramientas con 
las que dispone el Estado, como se presenta en la siguiente figura, en 
donde importa: i) la Nodalidad asociada con la información que se pro-
duce y conoce, ii) la Autoridad relacionada con la normativa que se dis-
pone, iii) el Tesoro asociado con el presupuesto disponible y iv) la Orga-
nización relacionada con la institucionalidad.
 

 

• Nodalidad: información

• Autoridad: normativa

• Tesoro: presupuesto

• Organización: instituciones

Figura 2

Método NATO

Fuente: Hood (1986) y Howlett (2009).

3. Resultados

En esta sección se presentan los principales hallazgos del documento. 
Para ello, se desglosa cada componente de la metodología de análisis de 
los instrumentos de las políticas públicas NATO. En esa línea, se inicia con 
Nodalidad (Información), seguido de Autoridad (Normativa), luego Tesoro 
(Presupuesto) y finaliza con la Organización (Institucionalidad).
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3.1. Nodalidad

La información de la economía popular y solidaria en el Ecuador 
ha mejorado en el tiempo. Desde la expedición de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria (LOEPS) en el año 2011, y su posterior re-
glamento del año 2012, existe información estandarizada de las orga-
nizaciones y de los socios del sector. La normativa asociada con la in-
formación en la LOEPS señala:

Art. 12.- Información. - Para ejercer el control y con fines estadís-
ticos las personas y organizaciones registradas presentarán a la Super-
intendencia, información periódica relacionada con la situación econó-
mica y de gestión, de acuerdo con lo que disponga el Reglamento de 
la presente Ley y cualquier otra información inherente al uso de los be-
neficios otorgados por el Estado.

Con ello, la principal fuente de información del sector de la eco-
nomía popular y solidaria es la Superintendencia del sector. Tomando 
datos de esa fuente de información, como se presenta en la siguiente 
Figura, el número de organizaciones de la Economía Popular y Solida-
ria ha tenido un crecimiento constante en el tiempo. Para el año 2012 
eran alrededor de 5596 organizaciones, alcanza los 14479 en el año 
2018, y actualmente se encuentran en 16283.
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Figura 3

Evolución de las Organizaciones Activas de Economía Popular y 
Solidaria

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 2024.
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Al mismo tiempo, como se presenta en la siguiente Figura, ha in-
crementado el número de socios de las organizaciones de la economía 
popular y solidaria. En el año 2012, el número de socios era alrededor 
de 128705, alcanza los 438685 en el año 2018, y actualmente llega a 
los 544456 socios en la EPS.
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Figura 4

Evolución de los Socios en Organizaciones Activas de Economía Popular 
y Solidaria

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 2024.

Del total de organizaciones de la economía popular y solidaria, 
como se presenta en la siguiente Tabla, la mayoría pertenecen al sec-
tor asociativo 82%, seguido del sector cooperativo no financiero 17% 
y del sector comunitario 1%. Por número de asociados, la proporción 
se mantiene, con 73% en el sector asociativo, luego 26% en el sec-
tor cooperativo no financiero y 1% en el sector comunitario. Ahora, 
al analizar por el número de activos, pasivos y patrimonio, el sector 
cooperativo es el más representativo con 81%, seguido del sector aso-
ciativo con 19%.
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Tabla 1

Composición de la Economía Popular y Solidaria por tipo y grupo

Tipo y grupo Número de 
organizaciones

Número de 
certificados 

de 
aportación

Activos Pasivos Patrimonio

Sector cooperativo 2636 136533 788 422 366
Consumo 12 670 4 1 3
Producción 522 21473 137 106 31
Servicios 1986 95573 494 220 274
Vivienda 116 18817 154 96 58

Sector asociativo 13157 391240 184 99 85
Consumo 109 3971 2 1 1
Producción 7303 181694 132 73 59
Servicios 5745 205575 50 26 25

Sector comunitario 109 3043 0 0 0
Producción 74 2341 0 0 0
Servicios 35 702 0 0 0
Total 15902 530816 972 521 451

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 2022.

En síntesis, existe información del sector de la Economía Popular y 
Solidaria, donde hay un crecimiento sostenido del número de organiza-
ciones y del número de socios, con mayoría en el sector asociativo.

A pesar de los avances en información, todavía existe limitaciones 
para conocer el proceso de desarrollo de la economía popular y solida-
ria. Por un lado, la información recopilada por la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria tiene un carácter oficial, pero no están to-
das las organizaciones. Además, las organizaciones son bastante diná-
micas, con procesos de expansión o retroceso, y algunas son activas y 
otras están inactivas. En ese sentido, resulta fundamental que se siga 
recolectando, procesando y difundiendo más información para conocer 
las dinámicas de las organizaciones, las razones de los posibles cierres, 
la articulación entre organizaciones de la EPS y las motivaciones de las 
nuevas estructuras.

Asimismo, resulta fundamental que la información sea propia del 
sector y sus dinámicas, con ello evitar lo mencionado por Jácome (2022, 
295) quien menciona que «las estadísticas del sector cooperativo ecua-
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toriano se encuentran dispersas, son incompletas y se elaboran si-
guiendo metodologías concebidas para medir fenómenos económicos 
desde la óptica de las empresas de capital y sus objetivos». En este pro-
ceso, adicionalmente, es fundamental la capacitación que se pueda rea-
lizar a las organizaciones de la economía popular y solidaria en los dis-
tintos componentes propios de una actividad económica, para lo cual es 
crucial el disponer de más información (García y Chávez, 2020).

3.2. Autoridad

El término «economía popular y solidaria» ha sido parte del dis-
curso y la legislación en Ecuador en las últimas décadas, especialmente 
en el contexto de la Constitución de la República del Ecuador de 2008 
que reconoció la importancia de la economía popular y solidaria como 
un sector clave de la economía ecuatoriana, en su artículo 283, esta-
blece:

«El sistema económico es social y solidario, reconoce al ser hu-
mano como sujeto y fin; propende a una relación dinámica y equili-
brada entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con la natura-
leza; y tiene por objetivo garantizar la producción y reproducción de 
las condiciones materiales e inmateriales que posibiliten el buen vi-
vir. El sistema económico se integrará por las formas de organización 
económica pública, privada, mixta popular y solidaria, y las demás 
que la Constitución determine. La economía popular y solidaria se re-
gulará de acuerdo con la ley e incluirá a los sectores cooperativistas, 
asociativos y comunitarios.

El sistema económico se integrará por las formas de organización 
económica pública, privada, mixta popular y solidaria, y las demás 
que la Constitución determine. La economía popular y solidaria se re-
gulará de acuerdo con la ley e incluirá a los sectores cooperativistas, 
asociativos y comunitarios»

Por otra parte, la misma Carta Magna en su Artículo 311 estipula:

«El sector financiero popular y solidario se compondrá de coope-
rativas de ahorro y crédito, entidades asociativas o solidarias, cajas 
y bancos comunales, cajas de ahorro. Las iniciativas de servicios del 
sector financiero popular y solidario, y de las micro, pequeñas y me-
dianas unidades productivas, recibirán un tratamiento diferenciado y 
preferencial del Estado, en la medida en que impulsen el desarrollo 
de la economía popular y solidaria».
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Este hito marcó un cambio significativo en la consideración de la 
economía popular y solidaria en el marco legal del país al quedar con-
sagrado en la Constitución el reconocimiento y promoción de la Econo-
mía Popular y Solidaria como un modelo económico que coexiste con 
otros sectores.

A partir de entonces el marco legal que respalda la Economía Po-
pular y Solidaria en Ecuador incluye varias leyes y regulaciones espe-
cíficas, que reconocen y amparan la Economía Popular y Solidaria en 
Ecuador, tales como la Ley Orgánica de la Economía Popular y So-
lidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario (2011), su Regla-
mento y el Código Monetario y Financiero (2018), entre otras regu-
laciones inherentes. Estas leyes y regulaciones tienen como objetivo 
dejar establecidos legalmente beneficios fiscales a este tipo de or-
ganizaciones, además de instaurar mecanismos de financiamiento y 
otorgar un marco legal definido para las organizaciones de la Econo-
mía Popular y Solidaria, tanto del sector financiero, como del sector 
no financiero

Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria y del Sector Finan-
ciero Popular y Solidario, publicada mediante Registro Oficial N.º 444 
de 10 de mayo de 2011, establece el marco jurídico para el funciona-
miento de las entidades de la Economía Popular y Solidaria. Regula as-
pectos como la creación, organización, funcionamiento, supervisión y 
control de estas entidades.

El Objeto de esta Ley conforme el artículo 3 es:

a) Reconocer, fomentar y fortalecer la Economía Popular y Soli-
daria y el Sector Financiero Popular y Solidario en su ejercicio 
y relación con los demás sectores de la economía y con el Es-
tado;

b) Potenciar las prácticas de la economía popular y solidaria que 
se desarrollan en las comunas, comunidades, pueblos y nacio-
nalidades, y en sus unidades económicas productivas para al-
canzar el Sumak Kawsay;

c) Establecer un marco jurídico común para las personas natura-
les y jurídicas que integran la Economía Popular y Solidaria y del 
Sector Financiero Popular y Solidario;

d) Instituir el régimen de derechos, obligaciones y beneficios de 
las personas y organizaciones sujetas a esta ley; y,

e) Establecer la institucionalidad pública que ejercerá la rectoría, 
regulación, control, fomento y acompañamiento».

Reglamento General a la Ley Orgánica de Economía Popular y Soli-
daria: Este reglamento fue expedido mediante Decreto Ejecutivo 1061 
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en el Registro Oficial Suplemento 648 del 27 de febrero del 2012, tuvo 
su última modificación el 22 de marzo del 2018. En su artículo 1, se 
instituye como su objeto: «establecer los procedimientos de aplicación 
de la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaría y del Sector Fi-
nanciero Popular y Solidario».

Código Orgánico Monetario y Financiero: Se estableció el 27 de 
agosto de 2014, publicado en el Registro Oficial el 12 de septiembre 
de 2014. Fue promulgado con el fin de regular y supervisar el sistema 
financiero y monetario del país, así como fortalecer la estabilidad y la 
transparencia en el sector financiero ecuatoriano. Este código conso-
lidó diversas leyes y regulaciones relacionadas con el sistema financiero 
y monetario en un marco legal único y coherente. Además, buscaba 
promover el acceso a servicios financieros, proteger los derechos de los 
consumidores y fomentar el desarrollo económico y financiero del país. 
En su artículo 3 establece como uno de sus objetivos: «9. Fomentar, 
promover y generar incentivos a favor de las entidades de la Economía 
Popular y Solidaria».

A más de la normativa señalada precedentemente, es sustancial 
considerar que se ha continuado promulgado otras leyes que conside-
ran al sector de la EPS. Por ejemplo, el 24 de agosto de 2011, la Cor-
poración Nacional de Finanzas Populares y Solidarias expide tres docu-
mentos internos para estar alineada con la normativa legal vigente en 
materia de economía popular y solidaria en Ecuador, garantizando que 
sus actividades y procesos se desarrollen de acuerdo con los principios 
y objetivos de este tipo de economía. A continuación, un resumen de 
cada uno de ellos:

El Código de Ética de la Corporación Nacional de Finanzas Popu-
lares y Solidarias. Con el propósito promover la ética y la transparen-
cia en el sector financiero popular y solidario del país. Consta en su ar-
tículo 1 como objetivo: «Establecer los valores y principios éticos, así 
como las responsabilidades y compromisos que asumirán los/as servi-
dores/as y trabajadores/as de la Corporación Nacional de Finanzas Po-
pulares y Solidarias en aras de promover comportamientos y relaciones 
positivas tanto en la relación interna como hacia los ciudadanos que 
acuden a la Corporación».

El Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la 
Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias (CONAFIPS) 
para establecer las normas y procedimientos que regulan la gestión 
organizacional por procesos dentro de la entidad. Este estatuto tiene 
como objetivo principal mejorar la eficiencia, transparencia y calidad en 
la prestación de servicios financieros populares y solidarios, mediante la 
implementación de un enfoque basado en procesos que permita una 
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mejor coordinación y articulación de las actividades dentro de la insti-
tución.

Y, el Reglamento de Jurisdicción Coactiva de la Corporación Nacio-
nal de Finanzas Populares y Solidarias para instaurar las normas y pro-
cedimientos que regulan la aplicación de la jurisdicción coactiva dentro 
de la entidad. Esta jurisdicción coactiva es el conjunto de acciones que 
la institución puede llevar a cabo para el cobro de obligaciones pen-
dientes, como créditos impagos o deudas, mediante el ejercicio de me-
didas coercitivas permitidas por la ley. El reglamento define los procedi-
mientos a seguir, los derechos y deberes de las partes involucradas, así 
como las sanciones aplicables en caso de incumplimiento de las obliga-
ciones financieras.

Se puede decir que, si bien las leyes y normativas destinadas a apo-
yar la economía popular y solidaria en Ecuador han tenido algunos re-
sultados positivos en términos de formalización, crecimiento del sector 
y mejora del acceso a servicios financieros, aún existen desafíos como 
la falta de acceso a financiamiento adecuado, la competencia desleal 
con el sector formal, y la necesidad de fortalecer la capacidad técnica y 
de gestión de las organizaciones de economía popular y solidaria para 
garantizar su pleno desarrollo y contribución al bienestar económico y 
social del país.

3.3. Tesoro

El presupuesto de las instituciones públicas asociadas con el sec-
tor de la economía popular y solidaria en el país ha tenido cambios 
importantes en el tiempo, como se presenta en la siguiente Figura. 
En términos generales, ha existido una reducción de los presupuestos 
de las instituciones asociadas con el sector. Por un lado, el Instituto 
Nacional de Economía Popular y Solidaria (IEPS) manejaba un presu-
puesto de 16761672 en el año 2015 y se redujo a 6021765 para el 
año 2020. En el mismo período, la Corporación del Seguro de De-
pósitos (COSEDE) pasó de un presupuesto de 2486200 a 1618637. 
De forma similar, la Dirección Nacional de Registro de Datos Públicos 
(DINARDAP) redujo su presupuesto de 11615963 en el año 2015 a 
8985815 en el año 2020. Asimismo, la Corporación Nacional de Fi-
nanzas Populares y Solidarias redujo su presupuesto de 14630862 a 
11985072. En este período, la única institución que no redujo sus re-
cursos presupuestarios fue la Superintendencia de Economía Popular 
y Solidaria pasando de 16098124 en el año 2015 a 17028458 en el 
2020.
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Figura 5

Evolución de las Organizaciones Activas de Economía Popular y Solidaria

Fuente: Jácome 2022.

Desde otra perspectiva, tomando en cuenta el tamaño del sector 
de la economía popular y solidaria en base a los activos, utilizando la 
última información disponible desde el Servicio de Rentas Internas dis-
ponible en el informe de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, se encuentra que el tamaño del sector es cercano a los mil 
millones de dólares, como se presenta en la siguiente figura.
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Evolución del tamaño de las Organizaciones de la Economía Popular 
y Solidaria

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 2022.
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La pandemia de la COVID 19 tuvo un efecto en las actividades 
económicas de las organizaciones de la economía popular y solidaria, 
como se presenta en la siguiente Figura. Entre diciembre de 2019 y di-
ciembre de 2020, los ingresos se redujeron en 25%, los gastos dismi-
nuyeron en 25% y las utilidades cayeron en 42%.
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Figura 7

Evolución de los Ingresos y Gastos de las Organizaciones de la Economía 
Popular y Solidaria

Fuente: Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 2022.

Sin embargo, las cifras también reflejan la volatilidad del sector 
de la economía ante eventos externos, en donde el impacto de la 
COVID 19 supera el 25%, lo cual es bastante superior al decremento 
de 7.8% que sufrió el PIB ecuatoriano. Al mismo tiempo, la economía 
popular y solidaria todavía presenta graves desafíos en el acceso a cré-
ditos oportunos para los emprendimientos, donde mayoritariamente se 
utiliza el crédito de consumo, que tiene mayores costos, y no se logra 
emplear adecuadamente el crédito productivo. Como lo señala Herrera 
(2018, 92):

Uno de los objetivos de la EPS, en el caso de las cooperativas, es 
el otorgamiento de créditos a los emprendimientos microempresa-
riales y productivos, por encima del consumo. Sin embargo, las es-
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tadísticas evidencian que, aunque la entrega de crédito a este sector 
creció desde el 2011, solo representa la quinta parte de lo otorgado 
al consumo. Esta tendencia demuestra que la implementación de la 
EPS, desde el caso del sector financiero-cooperativista, no se ajustó, 
ni promovió a su verdadera esencia como modelo económico alter-
nativo, mostrándose, principalmente funcional para una economía 
capitalista de consumo.

3.4. Organización

Es fundamental destacar que, desde la inclusión de la economía 
popular y solidaria como el tercer sector de la economía nacional, se 
ha trabajado diligentemente para garantizar la integración de los secto-
res socioeconómicos más vulnerables. En este sentido, se han estable-
cido instituciones dedicadas a abordar tanto los aspectos económicos 
como sociales, con el objetivo de tomar decisiones que impacten posi-
tivamente en la economía popular y solidaria. Asimismo, se han creado 
instituciones especializadas en la implementación de políticas públi-
cas destinadas a fortalecer y apoyar esta forma particular de economía 
como son: el Instituto de Economía Popular y Solidaria (IEPS), la Corpo-
ración Nacional de Finanzas Populares (CONAFIPS), el Comité Interins-
titucional de Economía Popular y Solidaria, la Junta de Regulación y la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (SEPS).

A continuación, una descripción de lo que es cada una de ellas:
La Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (SEPS) desem-

peña la función de supervisar y controlar técnica y eficazmente las ins-
tituciones pertenecientes al sector Financiero Popular y Solidario, así 
como las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria en Ecua-
dor. Dentro de su ámbito de competencia, la SEPS trabaja activamente 
para fomentar la sostenibilidad y garantizar el correcto funcionamiento 
de estas entidades, con el objetivo de salvaguardar los intereses de sus 
miembros.

El funcionamiento de la SEPS está regido por el artículo 74 del 
COMYF, lo que amplía su capacidad de supervisión y control. Por lo 
tanto, la SEPS se adhiere a las normativas del COMYF y de la LOEPS. 
Las autoridades legales otorgadas a la SEPS dentro de este marco legal 
especializado contribuyen al desarrollo, fortalecimiento y transparencia 
en la gestión de las organizaciones del sector de la EPS.

El Superintendente, quien es la máxima autoridad de la SEPS, es 
designado por un periodo de cinco años y solo puede ser destituido 
mediante un proceso de juicio político llevado a cabo por la Asam-
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blea. Es importante destacar que el periodo de mandato del Superin-
tendente es distinto al del presidente de la República, que es de cuatro 
años (Jácome, 2022).

El Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria (IEPS) que fue 
creado mediante Decreto Ejecutivo N.º 1668 del 7 de abril de 2009 y 
fue publicado en el Registro Oficial N.º 577 del 24 de abril del mismo 
año, adscrito al Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES) cons-
tituye un actor clave del sistema de la economía popular y solidaria, es 
una entidad de derecho público, con jurisdicción nacional, dotado de 
personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía técnica, adminis-
trativa y financiera

La función principal del IEPS es la de promover el crecimiento y la 
consolidación de la economía popular y solidaria, en concordancia con 
el sistema económico establecido en la Constitución. Este instituto es-
tará conformado por la subsecretaría de Desarrollo Social, la Dirección 
de Gestión y Desarrollo Comunitario, la Dirección de Desarrollo Rural, 
la Dirección Nacional de Cooperativas del MIES, el Programa de De-
sarrollo Rural Territorial y el Proyecto de Desarrollo del Corredor Cen-
tral del Ministerio de Agricultura.

El MIES, a través del IEPS, es la entidad encargada de organizar, 
aplicar y ejecutar los planes, programas y proyectos relacionados con la 
economía popular y solidaria. Además, respalda el funcionamiento de 
dicha economía para fomentar la participación en los mercados, facili-
tando las relaciones directas entre productores y consumidores.

La Corporación Nacional de Finanzas Populares (CONAFIPS) es una 
entidad pública que opera como una institución financiera de segundo 
nivel, es decir, funciona como un respaldo financiero para los partici-
pantes en la economía popular y solidaria. Su labor se desarrolla a tra-
vés de las organizaciones que integran el sector financiero popular y 
solidario, tales como cooperativas de ahorro y crédito y mutualistas.

Su misión se centra en promover la inclusión financiera y contri-
buir al mejoramiento de la calidad de vida de estas organizaciones y 
sus miembros. La CONAFIPS ofrece una amplia gama de productos y 
servicios, tanto financieros como no financieros, que abarcan créditos, 
servicios de garantías, fortalecimiento institucional y transferencia de 
tecnología a las organizaciones. El objetivo principal es fortalecer la ca-
pacidad de estas entidades para generar créditos en beneficio de sus 
asociados.

El Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria (IEPS) y la 
Corporación Nacional de Finanzas Populares (CONAFIPS) son las prin-
cipales instituciones que impulsan y respaldan el desarrollo de las or-
ganizaciones de Economía Popular y Solidaria (EPS). El IEPS se centra 
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en proporcionar asesoría técnica y acompañamiento al sector real, 
que incluye diversas organizaciones como cooperativas. Por otro lado, 
la CONAFIPS se enfoca más en brindar financiamiento al sector finan-
ciero de las EPS, que es donde se concentra la mayoría de los socios 
de las cooperativas.

El Comité Interinstitucional de Economía Popular y Solidaria 
(CIEPS) creado el 29 de diciembre de 2008 mediante el Decreto Eje-
cutivo N.º 1041, con el objetivo de fortalecer y coordinar las acciones 
entre las instituciones públicas responsables de promover, regular y 
supervisar la economía popular y solidaria en el país. El CIEPS fue es-
tablecido para garantizar una mejor articulación entre las institucio-
nes gubernamentales involucradas en el apoyo y la regulación de este 
sector económico, que abarca actividades como cooperativas, asocia-
ciones, mutualidades, entre otras formas de organización comunitaria 
y solidaria.

El Consejo Sectorial de la Economía Popular y Solidaria (CONSEPS): 
Creado en el año 2010. Fue establecido con el propósito de fortalecer 
y regular el sector de la economía popular y solidaria en el país. Este 
sector incluye a cooperativas, asociaciones, mutualistas, y otras formas 
de organizaciones económicas que operan bajo principios de solidari-
dad, cooperación y participación democrática.

El CONSEPS tiene como objetivo promover el desarrollo sostenible 
de estas entidades y garantizar su contribución al bienestar económico 
y social de la población ecuatoriana. Este consejo tiene la tarea de ase-
sorar en la formulación de políticas públicas relacionadas con la econo-
mía popular y solidaria.

A partir de mayo de 2017, con la llegada de un nuevo gobierno, 
se implementaron cambios significativos que afectaron la estructura 
gubernamental y la regulación de las Entidades de Economía Popu-
lar y Solidaria (EPS). Una política de austeridad fiscal condujo a la eli-
minación de varios organismos públicos, lo que impactó en las funcio-
nes de supervisión y regulación de las EPS. El Comité Interinstitucional, 
que antes incluía a varios ministerios coordinadores, pasó a ser dirigido 
por el Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES), con la parti-
cipación temporal de la Vicepresidencia de la República. Sin embargo, 
cuando la vicepresidenta dejó su cargo en 2019, esta función desapa-
reció y el MIES asumió completamente la responsabilidad de supervi-
sar y regular el sector real de las EPS. Aunque la regulación del sector 
financiero de las EPS permaneció sin cambios, los ajustes en la regula-
ción del sector real podrían dificultar la implementación efectiva de po-
líticas públicas, debido a posibles desafíos de estabilidad en las perso-
nas encargadas de dirigir el subsector (Jácome, 202).
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Además, existen otras dos entidades públicas que contribuyen al for-
talecimiento del sector de las EPS y forman parte de una red de seguri-
dad financiera son la Corporación de Seguros de Depósitos (COSEDE) y 
el Registro de Datos Crediticios (RDC).

La COSEDE es una institución encargada de garantizar la estabili-
dad y confianza en el sistema financiero. Su labor incluye manejar el 
seguro de depósitos, el fondo de liquidez y el fondo de seguros priva-
dos. Su dirección está compuesta por ministros de Estado y superinten-
dentes, quienes tienen distintos roles. Sus responsabilidades, descritas 
en el artículo 80 del COMYF, incluyen la gestión del seguro de depósi-
tos, del fondo de liquidez y el pago de los seguros de depósitos.

El Registro de Datos Crediticios (RDC) es un sistema diseñado para 
proporcionar un historial crediticio tanto de personas naturales como 
jurídicas. Contiene información detallada sobre las transacciones de 
crédito reportadas por las superintendencias de Bancos, Economía Po-
pular y Solidaria, y de Compañías, Valores y Seguros. Hasta 2017, la 
gestión del RDC estaba a cargo de la Dirección Nacional de Registro 
de Datos Públicos (DINARDAP), pero desde ese año pasó a estar bajo la 
responsabilidad de la Superintendencia de Bancos (SB).

Aunque no se puede negar la importancia de haber creado una 
institucionalidad que apoye al sector de la EPS, los resultados de estas 
instituciones han variado dependiendo de diversos factores, como el 
contexto económico, político y social, así como la efectividad de las po-
líticas y programas implementados.

Sin embargo, todavía persisten desafíos y limitaciones en la efec-
tividad de estas instituciones, como la falta de recursos, la burocracia, 
la corrupción y la resistencia al cambio en el sistema económico domi-
nante. Por ello es importante realizar un seguimiento y evaluación, de 
manera continua y transparente, sobre la gestión y los resultados al-
canzados por estas organizaciones, sobre todo, en relación a su contri-
bución al desarrollo económico y social del país.

4. Conclusiones

Es indudable que a partir del reconocimiento que se dio a la Eco-
nomía Popular y Solidaria en la Constitución del Ecuador de 2008, este 
sector ha crecido notablemente. Esta decisión política aceleró el pro-
ceso de cambio y fortalecimiento institucional de la EPS, respaldado 
por leyes específicas y apoyado en una estructura institucional propia 
basada en cuatro pilares: dirección, regulación, promoción y supervi-
sión.
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Sin embargo, a partir del análisis que se ha realizado, utilizando la 
metodología NATO, se puede afirmar que el sector de la Economía Po-
pular y Solidaria (EPS) en el Ecuador tiene una mayor presencia y reco-
nocimiento en el colectivo nacional, pero todavía hay bastante camino 
que recorrer.

Este sector muestra un crecimiento constante en el número de 
organizaciones y socios, principalmente en el ámbito asociativo. No 
obstante, aún existen reticencias en la comprensión de su desarrollo 
debido a la falta de información completa y dinámica sobre estas orga-
nizaciones.

Es esencial recopilar, procesar y difundir más datos para com-
prender mejor sus dinámicas, motivos de cierres y formación de nue-
vas estructuras. Es crucial que esta información sea propia del sector, 
evitando las limitaciones de las estadísticas convencionales que no 
capturan la verdadera esencia de la EPS. Además, la capacitación en 
aspectos económicos es fundamental para fortalecer estas organiza-
ciones.

Aunque las leyes y normativas han promovido la formalización y 
crecimiento del sector, y se ha avanzado en políticas de formalización y 
acceso a servicios financieros, persisten retos como el acceso limitado a 
financiamiento adecuado y la competencia desleal con el sector formal. 
La pandemia de COVID-19 ha impactado severamente al sector, con 
una disminución del 25% en comparación con el 7.8% del PIB ecuato-
riano. El acceso a créditos sigue siendo un desafío, con predominio del 
crédito de consumo sobre el productivo, lo que no refleja la verdadera 
esencia de la EPS.

La creación de institucionalidad de apoyo ha tenido resultados va-
riables, influenciados por factores económicos, políticos y sociales, así 
como la efectividad de las políticas implementadas. Sin embargo, to-
davía a nivel institucional hay falencias como la falta de recursos, la bu-
rocracia y la descoordinación. Es fundamental realizar seguimiento y 
evaluación continuos para medir el impacto de estas instituciones en el 
desarrollo económico y social del país.

Si bien, se ha contribuido a la inclusión económica de ciertos secto-
res vulnerables de la población, las cifras aún no son contundentes res-
pecto a la reducción de la pobreza o mejora de la calidad de vida de las 
personas involucradas en la economía popular y solidaria.

Por lo tanto, todavía queda trabajo por hacer en términos de di-
seño e implementación de políticas efectivas; es crucial realizar evalua-
ciones continuas de las políticas públicas para identificar áreas de me-
jora y garantizar que se estén alcanzando los objetivos de desarrollo 
económico y social.



Balance de las políticas públicas para la economía solidaria en Ecuador  Eulalia Flor, Jairo Rivera

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 19-44

 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3168 • https://dec.revistas.deusto.es 43

5. Bibliografía

aSkunzE, Carlos. 2013. «Más allá del capitalismo: alternativas desde la econo-
mía solidaria», Documentación Social, N.º 168, pp. 91-116.

BárcEna, Alicia. 2022. «Prólogo». En Instituciones y políticas públicas para el de-
sarrollo cooperativo en América Latina, editado por Felipe Correa, 11-13. 
Santiago: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).

chEna, Pablo Ignacio. 2018. «La economía popular y sus relaciones deter-
minantes». Cuadernos de la Facultad de Humanidades y Ciencias So-
ciales. Universidad Nacional de Jujuy, (53), 205-228. Recuperado en 19 
de enero de 2024, de http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_
arttext&pid=S1668-81042018000100009&lng=es&tlng=.

clEmonS, Randy y Mark mcBEth. 2020. Public policy praxis: a case approach for 
understanding policy analysis. New York: Taylor & Francis.

Código Orgánico Monetario y Financiero. 2014. Registro Oficial Suplemento 
332 de 12 de septiembre de 2014, Quito.

Constitución de la República del Ecuador. 2008. Registro Oficial, N.º 449, 20 
octubre de 2008, Quito.

corrEa, Felipe. 2022. Instituciones y políticas públicas para el desarrollo coope-
rativo en América Latina. Santiago: Comisión Económica para América La-
tina y el Caribe (CEPAL).

dyE, Thomas. 1987. Understanding Public Policy. New York: Prentice Hall.
Franco, Julio. 2012. Diseño de políticas públicas. México: IEXE.
García, Verónica y Jairo chávEz. 2020. «Análisis de las necesidades de las orga-

nizaciones de la economía popular y solidaria de la zona 1». Sathiri: sem-
brador, 15(1), pp. 36 - 49.

hErrEra, Mario. 2018. La economía popular y solidaria: el caso ecuatoriano en-
focado en el sector financiero cooperativista. Quito: Universidad Andina Si-
món Bolívar.

hood, Christopher. 1986. The tools of government. Chatham: Chatham House 
Publishers.

howlEtt, Michael. 2009. «Governance Modes, Policy Regimes and Operational 
Plans: A Multi-Level Nested Model of Policy Instrument Choice and Policy 
Design». Policy Sciences 42, 1: pp. 73–89.

JácomE, Hugo. 2022. «Transformaciones en la institucionalidad y la política pú-
blica del cooperativismo y la economía popular y solidaria en Ecuador». En 
Instituciones y políticas públicas para el desarrollo cooperativo en América 
Latina, editado por Felipe Correa, 289-332. Santiago: Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL).

lavillE, Jean-Louis. 2001. «Economia solidária, a perspectiva européia». Socie-
dade e estado 16: pp. 57-99.

Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria. 2011. Registro Oficial 444 de 
10 de mayo de 2011, Quito.

Reglamento a Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria. 2012. registro 
Oficial Suplemento 648 de 27 de febrero de 2012, Quito.

http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1668-81042018000100009&lng=es&tlng
http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1668-81042018000100009&lng=es&tlng


Balance de las políticas públicas para la economía solidaria en Ecuador  Eulalia Flor, Jairo Rivera

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 19-44

44 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3168 • https://dec.revistas.deusto.es 

rivEra, Jairo. 2019. «Las políticas públicas y la gestión pública: un análisis 
desde la teoría y la práctica, entrevista a André-Noël Roth». Estudios de la 
Gestión: Revista Internacional de Administración, (5), pp. 223–229.

SinGEr, Paul. 2001. «Economía Solidaria: posibilidades y desafíos». (Traducción: 
Victor Ramón Huerta Arroyo). Presentación en el Sindicato de Ingenieros 
de Rio de Janeiro.

—, 2014. «La economía solidaria en Brasil.» La economía Popular y Solidaria El 
Ser Humano Sobre el Capital.

SinGEr, P., & SchiochEt, V. 2016. «La construcción de la economía solida-
ria como alternativa al capitalismo». Economía social y solidaria en movi-
miento.

SuPErintEndEncia dE Economía PoPular y Solidaria (SEPS). 2024. Estadísticas de 
economía popular y solidaria. Acceso el 30 de enero de 2024: https://data.
seps.gob.ec/#/dashboards/home

SuPErintEndEncia dE Economía PoPular y Solidaria (SEPS). 2022. Rendición de 
cuentas. Quito: SEPS.

SuPErintEndEncia dE Economía PoPular y Solidaria (SEPS). 2013. Estudios sobre 
economía popular y solidaria. Quito: SEPS.

PEñaFiEl, Natali Torres, Pablo Enrique Fierro López, and Alodia Alonso Alemán. 
2017. «Balance de la economía popular y solidaria en Ecuador». Economía 
y desarrollo 158.1, pp. 180-196.

https://data.seps.gob.ec/#/dashboards/home
https://data.seps.gob.ec/#/dashboards/home


Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 45-69

 https://dec.revistas.deusto.es/ 45

Economía solidaria con enfoque de género en Ecuador
Solidarity economy with a gender approach in Ecuador

Elisa Lanas Medina
Docente en Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador 

elisa.lanas@uasb.edu.ec

doi: https://doi.org/10.18543/dec.3169 Recibido: 14 de mayo de 2024 
Aceptado: 12 de julio de 2024 

Publicado en línea: noviembre de 2024

Sumario: Introducción.—1. Enfoques compartidos entre la econo-
mía feminista y la economía solidaria.—2. La economía solidaria en Ecua-
dor.—3. Normativa ecuatoriana relativa a la equidad de género en activi-
dades de carácter productivo.—4. Situación de las mujeres vinculadas a la 
economía solidaria.—5. Lineamientos para la aplicación del género en la 
economía solidaria en Ecuador.—6. Conclusiones.—7. Bibliografía.

Summary: Introduction.—1. Shared approaches between feminist 
economics and solidarity economy.—2. The solidarity economy in Ecua-
dor.—3. Ecuadorian regulations regarding gender equality in productive 
activities.—4. Situation of women linked to the solidarity economy.—5. 
Guidelines for the application of gender in the solidarity economy in Ecua-
dor.—6. Conclusions.—7. Bibliography.

Resumen: Pese a la cercanía a nivel teórico en que se encuentran la eco-
nomía feminista y la economía solidaria, en la práctica, la participación de las 
mujeres en la ES no ha contado en Ecuador con adecuadas garantías normati-
vas ni institucionales.

Es reciente la preocupación de las instituciones públicas por proveer in-
formación de la participación en la ES de las personas desagregada por gé-
nero, que permite visualizar las menores oportunidades que las mujeres tienen 
frente a los hombres de desarrollarse integralmente en esta economía.

Más grave aún es la total ausencia de información y por tanto valoración 
del aporte personal que las mujeres realizan respecto al cuidado humano y 
atención de las tareas domésticas y comunitarias que no son para la economía 
productiva.

Es preciso y urgente implementar acciones que permitan contabilizar, valo-
rar y retribuir económica y socialmente esas actividades. Además, hay que im-
pulsar un verdadero cambio de roles en las actividades que hombres y mujeres 
desempeñan en la ES.

Palabras clave: economía solidaria, género, trabajo productivo y repro-
ductivo.
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Abstract: Despite the theoretical closeness of feminist economics and soli-
darity economy, in practice, women's participation in SE has not had adequate 
regulatory or institutional guarantees in Ecuador.

The concern of public institutions to provide information on people's parti-
cipation in SE disaggregated by gender is recent, which makes it possible to vi-
sualize the lesser opportunities that women have compared to men to fully de-
velop in this economy.

Even more serious is the total absence of information and therefore appre-
ciation of the personal contribution that women make regarding human care 
and attention to domestic and community tasks that are not for the produc-
tive economy.

It is necessary and urgent to implement actions that allow these activities 
to be counted, valued and economically and socially rewarded. Furthermore, 
we must promote a true change of roles in the activities that men and women 
carry out in the SE.

Keywords: Solidarity economy, gender, productive and reproductive 
work.
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Introducción

La economía solidaria es, en teoría, el modelo ideal para superar las 
inequidades de género, ya que, mediante el cumplimiento de sus prin-
cipios, las y los actores, pueden alcanzar el objetivo de hacer frente a 
sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales comu-
nes, por medio de una organización de propiedad colectiva y democrá-
ticamente controlada.

En la práctica, no obstante, esto es más complicado, y es que las 
organizaciones de la ES, tienden a replicar el modelo androcéntrico de 
la economía imperante. Para superar estas prácticas es necesario reali-
zar un ejercicio consciente de verificación de las inequidades, y aplicar 
medidas para corregirlas.

En Ecuador, en este último año se han hecho importantes esfuer-
zos a nivel normativo, por superar la situación de desequilibrio que 
existe entre hombres y mujeres, tanto en el ámbito productivo como 
reproductivo.

Este estudio presenta la situación actual de las mujeres vinculadas 
a la ES en Ecuador, a efectos de verificar mediante la información exis-
tente, en primer lugar, la presencia de las mujeres en esta economía, 
pero, sobre todo, se busca poner en cuestión la visión pública y la ex-
pectativa de la participación de las mujeres, que no considera al trabajo 
reproductivo como parte de su aporte a sus organizaciones y a la socie-
dad en general.

Al final, se ofrecen algunas recomendaciones para lograr una visi-
bilización, valoración y contraprestación de derechos del trabajo repro-
ductivo, así como para ir caminado hacia una paridad entre hombres y 
mujeres que son parte de esta economía.

1.  Enfoques compartidos entre la economía feminista  
y la economía solidaria

Para una mejor comprensión del entorno económico y social en 
el que las mujeres se insertan en la economía solidaria en Ecuador, 
es preciso partir de unos conceptos. El primero es el de sector infor-
mal, desarrollado a finales de la década del setenta en América La-
tina por el Programa Regional de Empleo para América Latina y el Ca-
ribe —PREALC— creado por la Organización Internacional del Trabajo 
con el apoyo de otros organismos internacionales como CEPAL, ILPES, 
UNESCO, FAO y BID (OIT. 1969), para explicar la incorporación al sec-
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tor productivo de países en desarrollo, de importantes sectores de po-
blación, aunque de forma periférica.

El PREALC definió al sector informal en base a dos criterios: por un 
lado, las características de la unidad de producción y por otro la forma 
de producir, e incluye distintas ocupaciones en actividades con gestión 
legal y productiva limitada, sin que el capital y el trabajo puedan sepa-
rarse del todo; con baja cualificación de la mano de obra, limitados ni-
veles de productividad, procesos tecnológicos casi inexistentes y sin po-
sibilidad de acumulación. Esta forma de producción se entendió como 
capitalismo periférico (Espejo, 2022).

Para la CEPAL, el sector informal se forma por la presión resul-
tante del exceso de mano de obra y el funcionamiento deficiente del 
sector formal, incapaz de recibir y capacitar a la fuerza laboral que 
buscaba insertarse en los sectores modernos de elevada productivi-
dad, «por lo que parte de la población se vincula con trabajos en sec-
tores atrasados, en actividades de baja productividad e ingresos» (Es-
pejo, 2022, 11).

Un grupo importante de la población que se ha ido incorporando 
al sector productivo son las mujeres, que desde hace varias décadas 
se ha ido sumando a la fuerza laboral en Latinoamérica, aunque en 
malas condiciones. Así, una de cada dos mujeres en edad de trabajar 
formaba parte de la población económicamente activa en 2017 (OIT, 
2017).

Este incremento de la participación de las mujeres se produjo en el 
contexto de mercados laborales en los que se mantiene la tradicional 
división sexual del trabajo, con consecuencias negativas para la fuerza 
de trabajo femenina. El desequilibrio se observa en los indicadores la-
borales, por ejemplo, hay una concentración horizontal de género, que 
reúne la mano de obra femenina en pocas ocupaciones vinculadas a 
trabajos de baja calidad, por los que perciben bajos ingresos (PNUD, 
2018).

Este sector de baja productividad, que incluye los microemprendi-
mientos, el trabajo autónomo no cualificado, colaboración de familia-
res no remunerados y trabajadoras del hogar, representaba en 2017, 
el 51.6% del trabajo femenino y el 45,9% del masculino en América 
Latina. Esto significa que estos colectivos no participen o lo hagan de 
forma muy limitada, en actividades y sectores dinámicos de la econo-
mía del subcontinente, con niveles de productividad elevados, uso in-
tensivo de tecnologías, mayores niveles de formalidad (PNUD, 2018) y 
calidad de empleo.

Para Verónica Gago (2014), la feminización del trabajo en la eco-
nomía informal implica dos procesos: por un lado, la presencia pú-
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blica de las mujeres va en aumento y las posiciona como actoras 
económicas relevantes, lo que produce la «feminización» de cier-
tas actividades que antes eran realizadas por hombres; y por otro, se 
trasladan a lo público elementos de la economía reproductiva y de 
cuidado.

Para otra parte de la doctrina, «la existencia de otras economías – 
sistemas que responden a formas cooperativas, solidarias, relaciones 
comunitarias, familiares, asociativas y domésticas, basadas en relacio-
nes de reciprocidad, retribución y recirculación de recursos – ha servido 
de soporte a la economía monetarizada, especialmente en la periferia.» 
(Cielo et al. 2016, 167-168).

Las mujeres que trabajan por cuenta propia o son propietarias de 
pequeñas empresas dependen en gran medida del autofinanciamiento, 
ya que enfrentan mayores barreras para acceder a recursos financieros 
formales. Esto presenta un desafío para la reapertura y la sobrevivencia 
de sus emprendimientos. (CEPAL, 2021).

En Ecuador, la información disponible también muestra que las 
mujeres enfrentan dificultades para obtener productos de crédito 
en el sector de las finanzas populares y solidarias. Según datos de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, «existe una bre-
cha de género del 14% en el acceso a productos de crédito» (SEPS, 
2021, 79).

Estas barreras que enfrentan las mujeres cuando buscan vincu-
larse a actividades productivas, tanto de carácter subordinado como de 
forma autónoma, responden a la no superada división sexual del tra-
bajo y a los roles tradicionales asignados a cada género.

La doctrina feminista cuestiona la supuesta natural división sexual 
del trabajo entre productivo y reproductivo, ya que incluso cuando las 
mujeres se dedican exclusivamente al trabajo de cuidado y de atención 
del hogar, siguen siendo parte de la economía.

Entonces, es necesario superar la distinción entre «producción y re-
producción y entre esfera pública y esfera privada», y ubicar al trabajo 
de cuidado humano y de «producción, distribución y consumo de bie-
nes y servicios para la reproducción de la familia y de quienes partici-
pan en las diversas esferas de la vida social en general» en el centro de 
la economía, por la importancia que tienen en la vida de personas, fa-
milias y sociedades (Farah, 2016, 89).

Al analizar la participación de las mujeres en el sector productivo, 
se observa que lo hacen en gran medida y en proporción mayor que 
los hombres en actividades autónomas o independientes, ya que de-
ben distribuir el tiempo entre actividades de cuidado, domésticas, y ac-
tividades generadoras de ingreso. Esta realidad les genera desventajas 
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que se acumulan en el tiempo, como la vinculación en el sector infor-
mal, con ingresos bajos y sin protección social

Para una parte de la doctrina los mecanismos que buscan la con-
ciliación de los diferentes trabajos no son una estrategia adecuada, ya 
que constituyen una «trampa» en donde las que deben conciliar las 
distintas tareas y responsabilidades son las mujeres (Farah 2016), y por 
tanto, duplicar o triplicar sus jornadas diarias de trabajo.

La solución debe buscarse en la «corresponsabilidad pública y so-
cial por la protección social y el cuidado (solidaridad sistémica), por 
la vía de políticas sociales universales que trasciendan la trampa de la 
conciliación». Además, es urgente incluir en la información y datos de 
las economías de los países la contribución que realizan las «economías 
autogeneradas y asociativas» que es el espacio de la economía solidaria 
(Farah 2016, 93).

La economía feminista se articula con la economía solidaria en la 
medida en que ambas cuestionan la economía capitalista. «La eco-
nomía solidaria o economía de solidaridad es una búsqueda teórica y 
práctica de formas alternativas de hacer economía, basadas en la so-
lidaridad y el trabajo. El principio o fundamento de la economía de 
solidaridad es que la introducción de niveles crecientes y cualitativa-
mente superiores de solidaridad en las actividades, organizaciones e 
instituciones económicas, tanto a nivel de las empresas como en los 
mercados y en las políticas públicas, incrementa la eficiencia micro y 
macroeconómica, además de generar un conjunto de beneficios so-
ciales y culturales que favorecen a toda la sociedad.» (Razeto, 2010, 
47).

No solo existen muchos planteamientos en común entre la econo-
mía feminista y la economía solidaria. Hay que destacar la ventaja que 
tiene el carácter autogestionario de la economía solidaria para la inde-
pendencia de las mujeres y en la búsqueda de nuevas prácticas iguala-
doras entre hombres y mujeres. Y es que esa autogestión que plantea 
la economía solidaria permite que las mujeres tengan más flexibilidad 
para compatibilizar las distintas actividades y obligaciones que deben 
cumplir, permitiéndoles «combinar sus tiempos, para controlar y dirigir 
sus vidas. Su base asociativa, además, abre oportunidad a la acción co-
lectiva en demanda de derechos de ciudadanía y/o de un marco institu-
cional más favorable.» (Farah, 2016, 99).

Las mujeres optan por formas asociativas solidarias para generar in-
gresos no porque les permite solo porque les permite coordinar la vida 
laboral y familiar, sino que la asociatividad en términos participativos, 
democráticos y horizontales ofrece muchos beneficios sociales y per-
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sonales para las mujeres. La asociación se convierte en un espacio de 
convivencia y apoyo mutuo muy importante.

En ese proceso de articulación entre la economía feminista y la eco-
nomía solidaria, esta última tiene como tarea pendiente incrementar 
como principio la equidad de género. Para ello, la economía solidaria 
debe incorporar en su análisis las asimetrías de género y generacional 
al interior de la economía solidaria, lo que significa tener en cuenta las 
relaciones de poder entre los individuos que componen las familias, las 
comunidades y las asociaciones que buscan transitar hacia la economía 
solidaria (Wanderley, 2015).

2. La economía solidaria en Ecuador

La economía solidaria ha estado presente en Ecuador, principal-
mente a través de las relaciones que mantienen los miembros de las 
comunidades indígenas, pues, junto con la redistribución, ha sido la 
base de dichas relaciones. No obstante, obtuvo visibilidad por parte del 
Estado a partir de la Constitución Política aprobada en 20081, que se-
ñala como uno de los principales objetivos del régimen de desarrollo, 
el de «construir un sistema económico, justo, democrático, productivo, 
solidario y sostenible, basado en la distribución igualitaria de los bene-
ficios del desarrollo, de los medios de producción y en la generación de 
trabajo digno y estable».2

El art. 283 CE reconoce que el sistema económico es social y soli-
dario, y se integra por las formas de organización económica pública, 
privada, mixta, popular y solidaria. Señala expresamente este artículo 
que la economía popular y solidaria, debe regularse de acuerdo con 
la ley, e incluir a los sectores cooperativistas, asociativos y comunita-
rios. Esta especial atención por parte del Estado respecto de la econo-
mía popular y solidaria, refleja, por un lado, un especial interés por este 
sector de la economía, y por el otro, el ánimo de aglutinar a los actores 
y organizaciones que intervienen en el mismo, que previamente esta-
ban dispersos.

Según el art. 8 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria 
—LOEPS—3, esta economía está integrada por «organizaciones confor-
madas en los Sectores Comunitarios, Asociativos y Cooperativistas, así 
como también las Unidades Económicas Populares».

1 Registro Oficial 449 de 20 de octubre de 2008.
2 Art. 276.2 de la Constitución Política de Ecuador.
3 RO N.º 444, de 10 de mayo de 2011 (reformada en varias ocasiones)
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Para los efectos de este estudio, que es de economía solidaria, 
nos centraremos en las organizaciones de los sectores comunitario, 
asociativo y cooperativista o cooperativo, ya que se ajustan mejor a 
la definición aprobada en la Declaración sobre la Identidad Coope-
rativa, de «una asociación autónoma de personas que se han unido 
voluntariamente para hacer frente a sus necesidades y aspiraciones 
económicas, sociales y culturales comunes por medio de una em-
presa de propiedad conjunta y democráticamente controlada.» (ACI, 
1995).

Esta definición es utilizada por la Alianza Cooperativa Internacio-
nal para las cooperativas, no obstante, en el caso ecuatoriano tene-
mos otros dos grupos de organizaciones que en mayor o menor me-
dida comparten los mismos principios rectores, que son: adhesión 
voluntaria y abierta, gestión democrática de los miembros, participa-
ción económica de los miembros, autonomía e independencia, edu-
cación, formación e información, cooperación entre cooperativas e 
interés por la comunidad.

En cambio, respecto de las unidades económicas populares, que 
son «las que se dedican a la economía del cuidado, los emprendi-
mientos unipersonales, familiares, domésticos, comerciantes mino-
ristas y talleres artesanales; que realizan actividades económicas de 
producción, comercialización de bienes y prestación de servicios que 
serán promovidas fomentando la asociación y la solidaridad» (Art. 73 
inciso primero de la LOEPS), nos encontramos con un grupo más he-
terogéneo, de emprendedores personales o familiares, en los que po-
demos encontrar algunos de los principios pero falta la característica 
de asociatividad.

Efectivamente, tanto las comunidades, asociaciones y cooperativas, 
tienen en común la producción, comercialización, distribución y con-
sumo de bienes y servicios, en forma asociativa, solidaria y autogestio-
nada. En el caso de las comunidades hay un elemento caracterizador 
que es el vínculo que une a las personas, que puede ser territorial, fa-
miliar, de identidad étnica, cultural, de género, de cuidado de la natu-
raleza, urbanas o rurales; o, de comunas, comunidades, pueblos y na-
cionalidades.

Las asociaciones difieren de las cooperativas en que las primeras 
deben mantenerse en unos límites de crecimiento determinados en la 
normativa nacional, mientras que las organizaciones más grandes de-
ben ser necesariamente cooperativas. Además, sólo estas últimas pue-
den constituirse para realizar actividades de vivienda, ahorro y crédito, 
transportes y trabajo asociado (art. 18 de la LOEPS).



Economía solidaria con enfoque de género en Ecuador Elisa Lanas Medina

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 45-69

 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3169 • https://dec.revistas.deusto.es 53

Las cooperativas, según la actividad principal que vayan a de-
sarrollar, pueden pertenecer a uno solo de los siguientes grupos: 
producción, consumo, vivienda, ahorro y crédito y servicios (art. 23 
LOEPS).

Según datos de la Superintendencia de Economía Popular y Soli-
daria (DATA SEPS 2024), a diciembre de 2023, se encuentran activas 
16351 organizaciones de la economía solidaria sin contar al sector fi-
nanciero, entre cooperativas, asociaciones y comunidades, y 545.855 
personas socias. De ese número de organizaciones, 13.609 (83.2 %) 
pertenecen al sector asociativo, 2616 (16 %) al sector cooperativo, y 
126 (0.8 %) al sector comunitario.

ORGANIZACIONES DE LA ES POR SECTOR

Sector asociativo Sector cooperativo Sector comunitario

Fuente: Data Seps

Elaboración: Propia

Al desagregar las organizaciones por clase de actividad, tenemos 
que el mayor número: 5.304 organizaciones, se dedican a actividades 
agropecuarias, seguidas por el grupo dedicado a limpieza y manteni-
miento, que son 2.993. A las actividades de transporte y textiles se de-
dican un número similar de organizaciones, 1894 y 1862 respectiva-
mente. A la alimentación unas 1715, y a partir de allí, el número de 
organizaciones baja considerablemente en actividades de tipo turístico, 
artesanal, educación, etc.
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No contamos con información exacta, no obstante, se puede ade-
lantar que las organizaciones de economía solidaria dedicadas a agri-
cultura se conforman de manera más o menos equilibrada de hombres 
y mujeres, mientras que las de limpieza y mantenimiento principal-
mente por mujeres, las de transporte sobre todo por hombres y las tex-
tiles por mujeres.
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Fuente: Data Seps

Elaboración: Propia

Al revisar el número de organizaciones de la economía solidaria 
por grupo de actividad, sin incluir las cooperativas de ahorro y crédito, 
que en Ecuador tienen un trato diferente al de las otras organizaciones 
de economía solidaria, encontramos que casi el total se reparten entre 
las que se dedican a la producción (8.133 organizaciones) con un total 
de 215.084 personas socias, y de servicios (8.059 organizaciones) con 
318.295 personas socias, representando entre los dos grupos el 99 % 
del total de organizaciones y el 97,7 % de personas socias, dejando al 
consumo y vivienda los restantes 1 % de organizaciones y 2,3 % de 
personas socias.
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Del total de personas socias de las organizaciones de los sectores 
asociativo, cooperativo y comunitario, el 59.5 % son hombres, el 40.3 
% son mujeres y el 0.2 % son personas jurídicas.

En cuanto a la distribución de personas socias naturales (no jurídi-
cas) por grupo etario, del total de 525.806, encontramos que el grupo 
mayoritario lo conforman las personas socias de entre 50 y 65 años, en 
un número de 142.472, que representa el 27 %. Le sigue el grupo de 
entre 40 y 49 años, con un total de 120.415 personas que es el 22,9 
%, y de cerca le sigue el grupo entre 30 y 39 años, con un total de 
119.622 personas que son el 22,7 %.

Al desagregar el número de personas socias por género y grupo 
etario, podemos observar que la participación de mujeres en las orga-
nizaciones de economía solidaria va siendo más representativa en fun-
ción de la menor edad de los grupos analizados. Así, la mayor dife-
rencia de participación entre hombres y mujeres está en el grupo de 
mayor edad, de 65 años en adelante, en que del total de personas so-
cias de ese rango los hombres son 41.654 y representan el 7,9 % del 
total de todos los rangos, y las mujeres son 18.829 y representan el 3,5 
% del total; seguido del rango más numeroso de personas socias, el de 
entre 50 y 65 años, siendo los hombres 90.840 y las mujeres 51.632, 
lo que representa el 17,2 % y el 9,8 % de todos los rangos respecti-
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vamente. A partir de allí, la diferencia entre hombres y mujeres se va 
acortando, llegando a ser menor en los dos últimos rangos, el de 18 
a 29 años, en que los hombres son 47.117 y las mujeres 35.697, que 
representa el 8,9 % y el 6,7 % respectivamente, y la proporción más 
equilibrada entre hombres y mujeres, en el rango de 30 a 39 años, en 
que los hombres son 64.954 y representan el 12,3 % y las mujeres son 
54.668 y representan el 10,3 %.
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Al analizar la representación de las mujeres en los cargos direc-
tivos de las organizaciones solidarias, vemos más claramente que en 
los grupos etarios más jóvenes, hay mayor participación de mujeres. 
Así, del total de 234.575 cargos directivos de las organizaciones so-
lidarias, en el grupo etario de 65 años en adelante, la brecha entre 
hombres y mujeres es de más del doble, representando los hombres 
el 7,8 %, y las mujeres el 3,3 % del total de directivos. El mayor nú-
mero de directivos es el comprendido en el rango de 50 a 65 años 
de edad, representando el 29,9 % del total de directivos, siendo los 
hombres el 18,9 % y las mujeres el 10,9 %. Al revisar los datos del 
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rango más joven de directivos, encontramos que es el único caso en 
que las mujeres superan a los hombres, las primeras con el 6,8 % y 
los segundos con el 6,3 %. Esta reversión de la brecha, aunque corta, 
y en un grupo de baja representatividad del total, revisada conjunta-
mente con el segundo rango más joven, muestra que en los próximos 
años las mujeres irán ocupando puestos de representación en las or-
ganizaciones solidarias, en el mejor de los escenarios, hasta alcanzar 
la paridad de género.
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Esta información, para ser completa, ha de ser cotejada con el tipo 
de cargo directivo por género, en las organizaciones de economía so-
lidaria. Así tenemos que para el cargo de presidente/a, los hombres 
casi duplican el porcentaje de mujeres, siendo los hombres el 65,3 % y 
las mujeres el 34,7 %. En el cargo de representante legal también los 
hombres son mayoría, con el 58,4 % y las mujeres el 41,6 %. Sólo en 
el cargo de secretario/a, las mujeres son más, con el 52,5 % mientras 
que los hombres representan el 47,5 %. En cuando a vocales principa-
les, los hombres representan el 58,1 % y las mujeres el 41,9 %. Final-
mente, para vocales suplentes, los hombres son el 56,9 % y las muje-
res el 43,1 %.
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3.  Normativa ecuatoriana relativa a la equidad de género en 
actividades de carácter productivo

El principio de igualdad y no discriminación es el que abre el aba-
nico de mandatos constitucionales a favor de personas y colectivos, y 
se encuentra recogido en el art. 11.2 de la Constitución ecuatoriana, 
mediante el reconocimiento de que todas las personas son iguales 
y deben gozar de los mismos derechos, deberes y oportunidades, 
sin que nadie pueda ser discriminado. El principio se cierra en el pá-
rrafo tercero con el requerimiento al Estado de la adopción de medi-
das de acción afirmativa para promover la igualdad real a favor de los 
de derechos de las personas que se encuentren en situación de desi-
gualdad.

Respecto de la actividad productiva de las mujeres, el art. 331 CE 
recoge la necesidad de garantizar igualdad en el ámbito laboral y en el 
trabajo autónomo, debiendo el Estado aplicar las medidas necesarias 
para corregir las desigualdades.

El art. 333 CE reconoce como labor productiva el trabajo no remu-
nerado de autosustento y cuidado humano que se realiza en los hoga-
res, debiendo el Estado promover «un régimen laboral que funcione 
en armonía con las necesidades del cuidado humano, que facilite servi-
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cios, infraestructura y horarios de trabajo adecuados; de manera espe-
cial, proveerá servicios de cuidado infantil, de atención a las personas 
con discapacidad y otros necesarios para que las personas trabajado-
ras puedan desempeñar sus actividades laborales; e impulsará la corres-
ponsabilidad y reciprocidad de hombres y mujeres en el trabajo domés-
tico y en las obligaciones familiares.»

A nivel legal, el art. 1 de la Ley Orgánica de Economía Popular y So-
lidaria —LOEPS— define a esta economía como «la forma de organi-
zación económica, donde sus integrantes, individual o colectivamente, 
organizan y desarrollan procesos de producción, intercambio, comer-
cialización, financiamiento y consumo de bienes y servicios, para sa-
tisfacer necesidades y generar ingresos, basadas en relaciones de so-
lidaridad, cooperación y reciprocidad, privilegiando al trabajo y al ser 
humano como sujeto y fin de su actividad, orientada al buen vivir, en 
armonía con la naturaleza, por sobre la apropiación, el lucro y la acu-
mulación de capital».

Uno de los principios aplicables a la realización de las actividades 
dentro de esta economía, es el de equidad de género, así como los de 
búsqueda del buen vivir y del bien común, la prelación del trabajo so-
bre el capital y de los intereses colectivos sobre los individuales, el co-
mercio justo y consumo ético y responsable, el respecto a la identidad 
cultural, la autogestión, la responsabilidad social y ambiental, la solida-
ridad y rendición de cuentas, y la distribución equitativa y solidaria de 
excedentes (art. 4 LOEPS).

Pese a que el presente trabajo evalúa la aplicación de la perspec-
tiva de género en la economía solidaria, y no incluye en el análisis la 
economía popular, vale la pena mencionar que, dentro de las unida-
des económicas populares, se encuentran las personas responsables de 
la economía del cuidado, que son aquellas que realizan exclusivamente 
actividades para la reproducción y sostenimiento de la vida de las per-
sonas, con relación a la preparación de alimentos, de cuidado humano 
y otros (Arts. 73 y 74 de la LOEPS).

Por su parte, la Ley Orgánica para impulsar la Economía Violeta4, 
busca promover el enfoque de género y multiculturalidad, a través de 
la generación de incentivos y políticas públicas, a fin de lograr un em-
poderamiento, crecimiento e independencia personal, económica, so-
cial y laboral inclusivos de las mujeres, en especial aquellas que han 
sido víctimas de violencia, o se encuentran en situación de vulnerabili-
dad (Art. 1).

4 RO-S N.º 234, de 20 de enero de 2023.
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El énfasis de la ley y su reglamento, no obstante, se pone en el ám-
bito laboral, es decir, enfocado en las mujeres que están o potencial-
mente ingresarían al trabajo formal en relación de dependencia, sea 
en el sector público o privado, pero especialmente en este último. Las 
principales medidas tienen que ver con la aplicación de planes de igual-
dad, medidas para prevenir el acoso laboral y sexual, y la concesión del 
sello violeta a los empleadores que cumplan con los parámetros que 
trae la ley y el reglamento.

 El art. 10 de la misma ley prevé incentivos para mujeres de secto-
res productivos, debiendo ser destinados estos apoyos de forma prefe-
rencial a mujeres del sector productivo, como el agrícola, avícola, pe-
cuario, y pesquero u otros que determine el Ejecutivo; para lo cual, se 
ha de considerar como actividad productiva, las actividades que trans-
formen los insumos en bienes y servicios, siempre que sean lícitos, y 
cuya actividad económica se encuentre en riesgo y aquellas de las zo-
nas fronterizas.

La ley también plantea la creación de incentivos para garantizar a 
las mujeres jóvenes el acceso a programas de fortalecimiento formativo 
y económico, siendo prioritaria la atención a adolescentes a partir de 
los 16 años que se encuentren en casas de acogida o en general en si-
tuación de vulnerabilidad.

Por su parte, la Ley Orgánica de derecho al cuidado humano5, esta-
blece como objeto tutelar el derecho al cuidado de personas trabajado-
ras respecto de hijos, hijas y otros familiares que necesiten el cuidado o 
protección.

La mayor parte del articulado de la ley regula este derecho respecto 
de las personas trabajadoras en relación de dependencia formal, sea 
en el sector público o privado, por lo que su aplicación directa a quie-
nes son parte de la economía solidaria es compleja. Se requiere para 
ello normativa infralegal que desarrolle los derechos de este grupo y las 
obligaciones que corresponden al Estado.

Efectivamente, el art. 5 de la Ley determina que el Estado, a tra-
vés de todos los niveles de gobierno debe promover, proteger y ga-
rantizar el derecho al cuidado humano, a través de la adopción de 
políticas públicas, legislativas, judiciales, administrativas, de control 
y de cualquier otra índole que sean necesarias, nombrando al Minis-
terio del Trabajo como ente rector para la implementación de lo pre-
visto en la ley.

5 RO-S N.º 309, de 12 de mayo de 2023.
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Los artículos 37 y siguientes prevén la implementación del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados —SNIC—, como un conjunto articulado 
y coordinado de organismos, instituciones, entidades, servicios públi-
cos y privados que deben ejecutar, evaluar y controlar las políticas públi-
cas, planes, programas y servicios que garanticen el ejercicio del derecho 
al cuidado, siendo el Presidente de la República, a través del correspon-
diente reglamento, quien desarrolle lo previsto en la ley, y debiendo pla-
nificarse el Plan Nacional de Cuidados para un período de cuatro años, 
como instrumento que articula las políticas públicas de cuidado.

El SNIC deberá articularse en torno a cinco tipos de políticas 
(Art. 39 de la Ley):

1. Políticas públicas sociales básicas y universales, encaminadas a la 
inclusión social y económica de las personas.

2. Políticas de armonización del régimen laboral con las necesida-
des del cuidado humano, para la provisión de servicios, infraes-
tructura y horarios laborales adecuados para la protección de las 
personas trabajadoras del cuidado, tanto remuneradas como no 
remuneradas.

3. Políticas de protección social y de reconocimiento de derechos 
económicos de las personas trabajadoras del cuidado.

4. Políticas de atención prioritaria y especializada, encaminadas a 
garantizar un modelo de servicios y contribuciones económicas, 
de cuidados integrales, protección e intervención oportuna de 
las personas dependientes.

5. Políticas de educación y sensibilización orientadas a promover 
cambios culturales respecto de la división sexual del trabajo, la 
participación igualitaria de los hombres en el trabajo de auto 
sustento y cuidado, promoviendo la corresponsabilidad y reci-
procidad de hombres y mujeres en el trabajo doméstico y las 
obligaciones familiares.

Con carácter de valoración anticipada, considero que la publicación 
de la Ley de Derecho al Cuidado Humano abre una importante alterna-
tiva de incorporar la perspectiva de género en el país, y de manera con-
creta, procura una valoración y distribución equitativa de las activida-
des productivas y reproductivas entre las personas.

Ahora bien, como se señaló previamente, esta ley también recarga 
su aplicación en las relaciones laborales subordinadas, posibilitando 
una aplicación más amplia únicamente en los artículos que se han se-
ñalado, por lo que correspondería al ejecutivo desarrollar su aplicación 
con extensión a las actividades productivas autónomas, tanto indivi-
duales como asociativas.
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4.  Situación de las mujeres vinculadas a la economía solidaria

Establecido el contexto normativo en que se ha desarrollado la eco-
nomía solidaria desde la publicación de la LOEPS hasta la actualidad, y 
la información empírica de esta economía, vale la pena realizar una pri-
mera evaluación de la situación de las mujeres como parte de esta.

De la información cuantitativa se puede observar que todavía hay 
más hombres que mujeres vinculadas a la economía solidaria. Efecti-
vamente, pese a que los organismos oficiales suelen afirmar que esta 
economía tiene rostro de mujer, las cifras muestran más hombres que 
mujeres conformando comunidades, asociaciones y cooperativas.

Ahora bien, las mujeres en Ecuador, según datos del último 
censo nacional, representamos el 51.3 % de una población total de 
16´938.986 habitantes (Censo Ecuador 2022), y tenemos las mayores 
tasas de desempleo y subempleo, en mayor medida que los hombres 
nos encontramos en el sector informal de la economía, y también de-
bemos ser mayoría en la economía popular. Esa última afirmación, no 
obstante, es una suposición fundada en otros datos, ya que no existen 
registros oficiales del número de personas que forman parte de la eco-
nomía popular, que suele ser asumida como parte de la economía in-
formal.

Por otro lado, las cifras muestran que, en la economía solida-
ria, persisten importantes inequidades de género, que se reflejan, 
por ejemplo, en los cargos directivos, todavía mayoritariamente 
en poder de los hombres, pero sobre todo en los niveles de real 
representatividad, como son la presidencia y representación legal de las 
organizaciones de economía solidaria.

Lo que más llama la atención, no obstante, es que no existe infor-
mación que haga visible la dedicación de las personas vinculadas a la 
economía solidaria cuando realizan actividades de cuidado y en gene-
ral trabajo reproductivo. Este vacío resulta más grave en el contexto de 
una economía que cuestiona la preeminencia del capital sobre el ser 
humano, y busca una valoración justa del trabajo de las personas.

En función de esta filosofía, que no se visibilice en absoluto el tra-
bajo que realizan las mujeres como parte del cuidado humano y en el 
ámbito doméstico, que en muchos casos no se puede separar del tra-
bajo productivo, ya que suele realizarse en espacios familiares, resulta 
en una afectación grave para quienes lo realizan, ya que, al no visibili-
zarse, no se valora y tampoco genera derechos de índole económica y 
social, como debería ser.

Este vacío en general se presenta a nivel de indicadores naciona-
les de distribución del tiempo de las personas, ya que solo hasta el año 
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2012 se realizó la Encuesta del Tiempo (INEC 2012), que, entre los re-
sultados, precisa que las mujeres destinaban 31,49 horas promedio por 
semana al trabajo no remunerado6, frente a 9,09 que dedicaban los 
hombres, con una diferencia de 22,04 horas semanales de dedicación 
al trabajo doméstico, cuidado de personas y actividades comunitarias 
entre ambos géneros.

Por otra parte, al evaluar las acciones de las principales institucio-
nes creadas para el fomento y fortalecimiento de la economía solida-
ria en Ecuador, se puede hacer una previa valoración, que indica que 
desde la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria hay una 
aproximación interesante, reciente pero oportuna, por afrontar las ta-
reas propias de la institución atendiendo a las diferencias entre hom-
bres y mujeres, de eso dan cuenta algunos estudios de la institución y 
la información cuantitativa que ofrece, que en algunos casos está desa-
gregada por género.

Ahora bien, esta atención a las diferencias de género se centra, en 
el caso de la SEPS, en la mayor dificultad que las mujeres tienen en ac-
ceder a créditos para proyectos productivos, y en general en su partici-
pación en actividades productivas. No cuestiona la división sexual del 
trabajo, por tanto, no aporta ni en información, peor aún en directrices 
para incorporar el trabajo reproductivo como parte del aporte de las 
socias a la economía solidaria.

Por su parte, el Instituto de Economía Popular y Solidaria —IEPS—, 
adscrito al Ministerio de Inclusión Económica y Social —MIES—, encar-
gado de brindar asesoría y acompañamiento técnico a quienes deciden 
emprender a través de una organización de la ES, adoptó, a criterio de 
Vega (2019) una política de fomento directo de pequeños (e incluso 
medianos) proyectos, en lugar de apoyarse en importantes redes de 
ONG y organizaciones de segundo grado, lo que le ha significado un 
escaso éxito en su objetivo de fomentar la ES, pero más grave todavía 
es la visión que en opinión de la autora se aplica a proyectos emblemá-
ticos del MIES, mayoritariamente relacionados con el emprendimiento 
de las mujeres.

6 En esta categoría, la encuesta considera trabajo no remunerado: el trabajo do-
méstico no remunerado y de cuidados familiares realizado en y para el propio hogar, 
como para otros hogares, las actividades comunitarias no remuneradas, y el trabajo vo-
luntario no remunerado.
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Este es el caso de la transformación del Bono de Desarrollo Hu-
mano7 —BDH— en Crédito de Desarrollo Humano8 —CDH—, que 
tiene, en palabras de Vega un «típico ´enfoque antipobreza´ y ´enfo-
que de eficiencia´... El primero apuntaba a potenciar los roles produc-
tivos de los pobres promoviendo proyectos generadores de ingresos 
y asumiendo que su principal problema era la pobreza y no las discri-
minaciones de género. El segundo concebía el tiempo de las mujeres 
como elástico y propendía a potenciar los roles productivos, comunita-
rios y reproductivos; el propósito era compensar, con el trabajo múlti-
ple de las mujeres, las deficiencias de los servicios públicos. Ninguno de 
los dos enfoques se inscribe en un cuestionamiento de las relaciones de 
poder entre hombres y mujeres y menos de transformación del orden 
androcéntrico» (Vega, 2019, 283-284).

Efectivamente, todavía subiste en el accionar de las instituciones 
públicas encargadas del apoyo técnico a las organizaciones de econo-
mía solidaria, una concepción de estas medidas como instrumento de 
dotación de ciertas habilidades y destrezas, pero con la ausencia del 
aporte de fundamentos teóricos y de principios que pongan en cues-
tión el sistema económico y social excluyente de Ecuador, que afecta a 
la mayoría de la población, y donde las mujeres tienen menos oportu-
nidades que los hombres, situación que se complica si además pertene-
cen a algún grupo minoritario.

5.  Lineamientos para la aplicación del género en la economía 
solidaria en Ecuador

Resultan positivas las nuevas leyes aprobadas en Ecuador, cuya fi-
nalidad es la superación de las inequidades de género en el país, en es-
pecial la Ley de Derecho al Cuidado Humano —LDCH—, que intenta 
hacer una aproximación integral a las necesidades de cuidado de las 
personas. Ahora bien, para que el derecho sea efectivo, es importante 
poner en marcha políticas, medidas y acciones que hagan realidad lo 
previsto en las normas.

7 Dirigido a familias en situación de pobreza y pobreza extrema. Entrega mensual 
de USD 50. https://www.inclusion.gob.ec/bono-de-desarrollo-humano1/

8 El Crédito de Desarrollo Humano está dirigido a promover líneas de 
financiamiento para establecer mecanismos y estímulos de apoyo a programas de 
carácter productivo orientados a contribuir a la estrategia de superación de la pobreza 
de personas y hogares destinatarios del Bono de Desarrollo Humano y Pensiones. 
https://www.inclusion.gob.ec/credito-de-desarrollo-humano1/
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En ese sentido, y siguiendo a Teresa Torns, habría que trabajar en 
tres ejes: la redistribución de la carga total del trabajo entre todas las 
personas no dependientes, cambiar la organización temporal de la so-
ciedad que actualmente se centra en las actividades productivas, y re-
forzar el cambio de las pautas socioculturales que amparan el modelo 
«hombre-cabeza de hogar/proveedor» (Torns, 2005, 26).

Las políticas previstas para el Sistema Nacional Integrado de Cuida-
dos —SNIC—, creado en la LDCH, parecen apuntar en ese sentido, de 
manera que es preciso que el sistema se implemente en torno a esos 
ejes, y como se señaló anteriormente, sin poner el énfasis en las perso-
nas en relación de dependencia, sino especialmente en las que realizan 
actividades autónomas, sea de forma individual o colectiva.

Respecto de la economía solidaria en particular, la aplicación de la 
perspectiva de género, en mi opinión, debe ir en las siguientes direccio-
nes:

Por un lado, es necesario que se contabilice y valore el tiempo 
que las actoras de la economía solidaria dedican al trabajo reproduc-
tivo. Este tiempo debería ser tomado en cuenta cuando se distribuyen 
y asignan las responsabilidades al interior de las organizaciones de ES, 
a efectos de equilibrar las cargas de trabajo, tanto en la organización 
como en el hogar. Este modelo de reparto de las responsabilidades se 
acerca más a los valores y principios de esta economía.

Desde las instituciones estatales encargadas del fomento, promo-
ción y control de la ES también debe haber una toma de conciencia 
respecto de la valoración del trabajo reproductivo, que debe empezar 
con levantar información cualitativa de la dedicación de las personas al 
trabajo reproductivo; y a partir de allí, habría que asumir los siguientes 
retos:

Las instituciones públicas tienen que incorporar al trabajo repro-
ductivo como parte del aporte personal de las socias a sus organiza-
ciones, lo que debería significar la garantía de derechos de carácter 
económico y de protección social por la realización de actividades de 
cuidado y de atención a las tareas del hogar.

Por otro lado, hay que impulsar desde todos los entes públicos en-
cargados de la economía y productividad del país, y concretamente los 
de la ES, la necesidad del cambio de roles de hombres y mujeres, tanto 
en el ámbito privado como en el público.

También es indispensable implementar servicios de cuidado y aten-
ción para quienes realizan trabajo autónomo, tanto de forma individual 
como asociativa. Estos servicios deben ser prestados por personal for-
mado y cualificado para el efecto, que ofrezcan atención segura y de 
buena calidad a quienes los requieran.
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En aplicación del derecho al cuidado, es el Estado el encargado de 
la provisión de estos servicios, pudiendo hacerlo a través de prestado-
res públicos o privados, siempre que se asuma la responsabilidad pú-
blica de su provisión y el objetivo de acceso real y adecuado a quienes 
lo necesiten, sobre todo aquellas personas con menos recursos econó-
micos.

Con el trabajo reproductivo valorado por su importancia, a la par 
del trabajo productivo, las tareas de cuidado asignadas de forma equi-
tativa entre los miembros de la familia, y con el compromiso del Estado 
respecto de la provisión de servicios de cuidado de calidad, hay que se-
guir impulsando la actividad productiva de las mujeres en todas las di-
recciones, sobre todo en aquellas donde este colectivo está infra repre-
sentado.

En el ámbito de la ES, es preciso alentar a las mujeres a salir de los 
nichos históricos de actividad económica, que han sido una extensión 
de su rol de género, y alentarles a realizar cualquier actividad, sea en 
asociación con otras mujeres o en grupos mixtos, y en este último caso, 
cuidando que no se repliquen los mismas limitaciones que se presen-
tan para las mujeres en otras organizaciones económicas, tales como 
la asignación de funciones administrativas de baja o media responsabi-
lidad, la persistencia de techos de cristal, o la subordinación a mandos 
masculinos.

6. Conclusiones

La economía feminista y la economía solidaria se articulan me-
diante el cuestionamiento que hacen a la economía capitalista, ya 
que, a diferencia de esta, ponen en primer plano el trabajo y la solida-
ridad. Aparte de esta coincidencia teórica, ya en la práctica, el carácter 
autogestionario de la economía solidaria brinda mayor independencia 
a las mujeres y promueve la búsqueda de nuevas prácticas igualadoras 
entre hombres y mujeres. La base asociativa de la ES además permite 
abrir la posibilidad de acciones colectivas en demanda de derechos de 
ciudadanía.

En Ecuador, la economía solidaria está conformada por organizacio-
nes de los sectores comunitario, asociativo y cooperativo, y según datos 
de la SEPS, a diciembre de 2023, se encuentran activas 16351 organiza-
ciones, sin contar al sector financiero, entre cooperativas, asociaciones y 
comunidades, y 545.855 personas socias. De ese número de organiza-
ciones, 13.609 (83.2 %) pertenecen al sector asociativo, 2616 (16 %) al 
sector cooperativo, y 126 (0.8 %) al sector comunitario.
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Al desagregar el número de personas socias por género y grupo 
etario, podemos observar que la participación de mujeres en las or-
ganizaciones de economía solidaria va siendo más representativa en 
función de la menor edad de los grupos analizados. Al analizar la re-
presentación de las mujeres en los cargos directivos de las organi-
zaciones solidarias, vemos más claramente que en los grupos eta-
rios más jóvenes, hay mayor participación de mujeres, no obstante, 
los hombres se mantienen en mayor número en los cargos de real 
representatividad.

En materia normativa, aparte del principio general de igualdad y no 
discriminación, previsto en la CE, la LOEPS menciona entre otros prin-
cipios aplicables a esta economía el de equidad de género. Además, 
recientemente se han publicado dos importantes leyes que buscan re-
ducir las desigualdades entre hombres y mujeres, se trata de la Ley de 
Economía Violeta, y la Ley de Derecho al Cuidado Humano. Ambas le-
yes, no obstante, prestan especial atención al trabajo en relación de 
dependencia a la hora de plantear medidas para reducir esas brechas, y 
abordan muy limitadamente la situación de las mujeres que realizan ac-
tividades económicas autónomas.

La atención institucional a las mujeres de la ES, en el mejor de los 
casos, busca el acceso de éstas a créditos específicos para sus proyec-
tos productivos, pero no cuestiona la división sexual del trabajo, por 
tanto, no aporta ni en información, peor aún en directrices para incor-
porar el trabajo reproductivo como parte del aporte de las socias a la 
economía solidaria.

Con ese antecedente, cualquier política, medida o acción que se 
tome para promover la equidad de género en la economía solidaria 
debe pasar por el reconocimiento y valoración del trabajo reproductivo, 
a la par del trabajo productivo, y por brindar herramientas para ir supe-
rando los tradicionales roles de género.
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Resumen: Reconocida la organización popular y solidaria como elemento 
basilar en la composición y edificación del sistema económico ecuatoriano 
anclado a un modelo social y solidario, resulta menester pasar revista al de-
sarrollo de la institución que expone ya tres lustros de vigencia en el marco 
de un amplio y diversificado despliegue por esferas y objetivos. Tratamiento 
que en atención a los alcances de este trabajo se remite al ámbito tributario 
en un contexto que relieva el imperativo constitucional por forjar y consolidar 
una forma de organización que incorporada al tejido económico nacional co-
adyuve a la construcción de un sistema equilibrado, plural e inclusivo, en co-
rrespondencia con los más caros afanes de desarrollo económico y social que 
involucra, por lo mismo, la participación de múltiples actores de la sociedad y 
en donde el componente tributario en condiciones atenuadas figura como es-
labón necesario para el posicionamiento de este crucial sector de la economía.   

Palabras clave: Economía popular y solidaria, microempresa, régimen tri-
butario, impuestos, tasas, contribuciones especiales, beneficios, incentivos, 
exenciones.
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Abstract: Recognized the popular and solidarity organization as a ba-
sic element in the composition and construction of the Ecuadorian economic 
system anchored to a social and solidarity model, it is necessary to review the 
development of the institution that has already been in force for three deca-
des within the framework of a broad and diversified deployment by spheres 
and objectives. Treatment that, in view of the scope of this work, refers to the 
tax field in a context that highlights the constitutional imperative to forge and 
consolidate a form of organization that, incorporated into the national econo-
mic fabric, contributes to the construction of a balanced, plural and inclusive 
system. in correspondence with the most expensive efforts of economic and 
social development that involve, therefore, the participation of multiple actors 
in society and where the tax component in attenuated conditions appears as a 
necessary link for the positioning of this crucial sector of the economy.

Keywords: Popular and solidarity economy, microenterprise, tax regime, 
taxes, fees, special contributions, benefits, incentives, exemptions.
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Introducción

Es indudable el impulso que en los últimos años ha experimen-
tado el sector de la economía popular y solidaria. Desde diversos 
frentes de intervención se ha visibilizado este componente como 
parte medular de la estructura económico y social del país, que ha 
permitido desde un nivel de organización primaria la instauración y el 
fortalecimiento de mecanismos que alrededor de la mancomunidad 
y la coparticipación han ido figurando como espacios de crecimiento 
productivo atravesados por encomiables esfuerzos hacia un desarrollo 
horizontal y simétrico entre sus diversos integrantes y en las relacio-
nes con otros actores.

La configuración de esta singular institución encuentra respaldo 
en la propia carta fundamental al reconocérsela como parte del sis-
tema económico preconizado e institucionalizado en el contexto 
ecuatoriano, y que obra de la mano con las típicas modalidades de 
organización económica que remiten a la participación pública, pri-
vada y mixta.

El anclaje normativo prohijado desde el mismo ordenamiento cons-
titucional plantea igualmente una apuesta auspiciosa para el afian-
zamiento de estas organizaciones, que se corresponde con la cons-
tatación y reconocimiento de prácticas inveteradas de participación 
asociativa, cooperativa y comunitaria en el país acopladas al sistema 
económico nacional.

Ese reconocimiento que discurre de manera transversal en el ré-
gimen jurídico toma particular connotación en el ámbito tributario 
con la implantación de un marco regulatorio que patentiza un tra-
tamiento especial y preferente en clave de acciones afirmativas a 
los actores de la economía popular y solidaria, reafirmando con ello 
la intención pública por alentar y fortalecer este sector productivo 
esencial para el progreso general compatible con una visión abierta, 
plural e inclusiva, que en medio de diferencias materiales irrefutables 
con otros segmentos contenga la virtud de propulsar una dinamiza-
ción económica integradora con perspectivas reales de movilidad so-
cial.

Es en este escenario que cobra interés la revisión de las principales 
manifestaciones que recoge el régimen tributario ecuatoriano frente 
a la economía popular y solidaria con un ejercicio analítico-descriptivo 
orientado a dar testimonio de una configuración preceptiva, que al 
mismo tiempo trasluzca los términos en los que ha resultado compagi-
nable con los dictados constitucionales formulados en torno al posicio-
namiento de este sector.
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1. Imposición a la renta

En el entramado de ingresos públicos como instrumentos financie-
ros de los que se asiste el Estado para el sostenimiento de las cargas 
públicas figura con carácter prevalente el tributo, cuyos rasgos princi-
pales dan cuenta de su condición de prestación pública preeminente-
mente pecuniaria, exigida unilateral y coactivamente a los sujetos que 
cumplen el hecho generador previsto en la norma tras su verificación 
fáctica, dirigido a apoyar el financiamiento del gasto público o al cum-
plimiento de otros fines que procura el Estado.

Siguiendo la formulación taxonómica clásica y de aceptación gene-
ral del tributo en impuesto, tasa y contribución especial, cuya distinción 
conceptual primigenia asoma en la Ciencia de la Hacienda Pública,1 la 
primera de las variantes indicadas, esto es el impuesto, constituye la es-
pecie más representativa del género, tanto por provocar mayor recau-
dación como por su versatilidad para actuar políticas públicas.2 

Para el establecimiento de impuestos —con especial referencia a 
los de financiación— obran como fundamento situaciones de conte-
nido económico en virtud de las cuales reluzcan notas de riqueza. Estas 
notas tradicionalmente constan remitidas a ingresos, patrimonio y con-
sumo, los dos primeros como sustento de los impuestos directos y el 
restante como soporte de la imposición indirecta.

Los impuestos directos se caracterizan por gravar una manifesta-
ción inmediata de riqueza,3 y de los cuales no cabe traslación del pago 
a un tercero,4 como ocurre con el impuesto a la renta. En todo es-
quema tributario este tipo de imposición toma un sitial preponderan-
te.5 Consideración que se explica esencialmente por representar un 
gravamen que incide sobre una expresión inequívoca de riqueza, refle-

1 Fernando Pérez Royo, Derecho Financiero y Tributario. Parte General, 22.ª ed. 
(Navarra: Aranzadi, 2012), p. 47.

2 José Vicente Troya Jaramillo, Lecciones de Derecho Tributario (Quito: Ediciones 
Fausto Reinoso, 2015), p. 18.

3 José Vicente Troya Jaramillo y Carmen Amalia Simone Lasso, Manual de Derecho 
Tributario (Quito: Corporación de Estudios y Publicaciones, 2014), p. 25.

4 Traslación entendida como la transferencia económica de la carga impositiva de 
su pagador a un tercero. En estos términos, impuestos directos son aquellos que no 
pueden trasladarse, esto es, que se exigen de las mismas personas que se pretende 
que los paguen. Vid. Héctor Belisario Villegas, Curso de finanzas, derecho financiero y 
tributario, 10.ª ed. (Buenos Aires: Astrea, 2017), p. 126.

5 Aserto verificable por mérito de lo preceptuado en el artículo 300 de la 
Constitución ecuatoriana, que, en la parte pertinente, expresamente señala: «Se 
priorizarán los impuestos directos y progresivos». Ecuador, Constitución de la República 
del Ecuador, Registro Oficial 449, 20 de octubre de 2008.
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jada en este caso en los ingresos, aunque —habrá que precisar— de-
marcado por los parámetros y condiciones que se hayan definido nor-
mativamente y por los que resulte cabalmente acreditable un índice 
revelador de capacidad real para hacer frente a la carga impositiva.

La regulación primaria del impuesto a la renta figura en la Ley de 
Régimen Tributario Interno6 (LRTI), normativa que ha definido como 
renta:

1.- Los ingresos de fuente ecuatoriana obtenidos a título gratuito o a 
título oneroso provenientes del trabajo, del capital o de ambas fuen-
tes, consistentes en dinero, especies o servicios; y

2.- Los ingresos obtenidos en el exterior por personas naturales do-
miciliadas en el país o por sociedades nacionales (…).7

A partir de esta enunciación se estatuye de manera comprensiva 
los ingresos calificados como de fuente ecuatoriana con base en el cri-
terio de renta global, alcanzando a cualquier ingreso que perciban las 
sociedades y las personas naturales nacionales o extranjeras residentes 
en el Ecuador, incluido el incremento patrimonial no justificado, como 
se desprende del artículo 8 de la LRTI y en torno a lo cual se afinca sus-
tancialmente el gravamen.

En ese contexto, como parte de la estructuración del tributo en 
cuestión en un proceso que involucra la valoración de aspectos tocan-
tes a la concreción de objetivos de política pública convergentes con la 
de orden fiscal como pueden ser las atribuibles a los ámbitos econó-
mico, social, ambiental u otros, acorde con un despliegue estatal am-
plio y diversificado, se ha reconocido elementos de exclusión que no in-
tegran la esfera de ingresos gravados, situación que al caso planteado 
involucra puntualmente al sector de la economía popular y solidaria. 
Trato flexible que bien puede verificarse a través de estímulos o incen-
tivos relacionados generalmente con la concreción de objetivos de polí-
tica económica o en clave de beneficios como medios para la cristaliza-
ción especialmente de objetivos de política social.

La iniciativa pública de estimular y afianzar el desarrollo de las or-
ganizaciones que integran este sector y la de sus integrantes se des-
prende como correlato del reconocimiento primigenio anclado consti-
tucionalmente de un sistema económico social y solidario en torno al 

6 Ecuador, Ley de Régimen Tributario Interno, codificación 26, Registro Oficial 463, 
17 de noviembre de 2004. 

7 Ibíd., artículo 2.
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posicionamiento del ser humano como sujeto y fin de las relaciones re-
novadas y redimensionadas entre el Estado, la sociedad y el mercado 
en un contexto que propugna una interacción dinámica, equilibrada y 
con recaudos al medio natural, capaz de asegurar las condiciones ma-
teriales e inmateriales asociadas a la concreción del buen vivir.

En correspondencia con esta proclamación consignada en el ar-
tículo 283 de la norma fundamental se pondera como componentes 
del sistema económico en perspectiva abarcadora e inclusiva las formas 
de organización pública, privada, mixta, y popular y solidaria, recono-
cimiento que incluye en alusión a esta última a los sectores cooperati-
vistas, asociativos y comunitarios, aunque acorde con una desagrega-
ción mayor aparezcan de manera extensiva por mérito del artículo 319 
del mismo marco constitucional como parte del andamiaje de organi-
zaciones productivas las de orden familiar, doméstico y autónomo.

Destacado así el sector popular y solidario como eje del sistema 
económico ha correspondido afianzar tal consideración con la adop-
ción de políticas y de esquemas normativos que favorezcan su estructu-
ración y funcionamiento. Trato preferente que responde a su condición 
de figura cardinal en la estructura organizacional productiva del país y 
de la que se rescata esencialmente un sentido mancomunado y cola-
borativo. Distinción claramente advertida desde el propio artículo 1 de 
la ley de la materia,8 en términos que refieren a la economía popular y 
solidaria como:

(…) la forma de organización económica, donde sus integrantes, in-
dividual o colectivamente, organizan y desarrollan procesos de pro-
ducción, intercambio, comercialización, financiamiento y consumo 
de bienes y servicios, para satisfacer necesidades y generar ingresos, 
basadas en relaciones de solidaridad, cooperación y reciprocidad, pri-
vilegiando al trabajo y al ser humano como sujeto y fin de su activi-
dad, orientada al buen vivir, en armonía con la naturaleza, por sobre 
la apropiación, el lucro y la acumulación de capital.

A partir de esta calificación y en consonancia con la proclamación 
constitucional formulada al respecto, se ha definido como figuras que 
integran este segmento de la economía a las organizaciones conforma-
das en los sectores comunitarios, asociativos y cooperativistas, al igual 
que las unidades económicas populares, gestándose así un amplio es-

8 Ecuador, Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero 
Popular y Solidario, Registro Oficial 444, Suplemento, 10 de mayo de 2011.
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pectro normativo que alienta y apoya su configuración en los más va-
riados ámbitos.

En lo que atañe a esta entrega, el artículo 9 números 19 y 20 LRTI 
relativo a la definición cuantitativa —determinación y liquidación del 
impuesto a la renta— cataloga como exonerados los ingresos percibi-
dos por las organizaciones pertenecientes a la economía popular y soli-
daria de acuerdo con el marco regulatorio pertinente, sea por concepto 
de utilidades o por excedentes, en el caso de las primeras en tanto re-
sulten reinvertidas en la propia organización; dispensa que se extiende 
a los ingresos que como excedentes perciban también los miembros de 
estas organizaciones como resultado de su interacción en dichos colec-
tivos derivados del propio perfil configurativo de la agrupación.

De lo dicho conviene colocar como premisa básica la distinción en-
tre utilidad y excedente, por efectos de concurrir ambos rubros en la 
dinámica constitutiva y operativa de estas organizaciones, identificando 
en ese marco como utilidades a los ingresos obtenidos en operaciones 
con terceros, luego de la deducción de costos, gastos y elementos adi-
cionales pertinentes, y como excedentes a los ingresos obtenidos en las 
actividades económicas realizadas con sus miembros, tras la deducción 
de costos, gastos y elementos adicionales que normativamente se con-
sideren aplicables.

Esta diferenciación resulta trascendente, puesto que a más de las 
implicaciones impositivas que puedan derivar permite colegir paladi-
namente un doble alcance: por un lado, el ánimo de lucro y rentabili-
dad de la actividad productiva desarrollada por la organización en in-
teracción con agentes de otros sectores de la economía y, por otro, la 
preservación y afianzamiento del sentido comunitario y de solidaridad 
entre sus integrantes, que ajeno a un sesgo crematístico prevalente 
asegure un progreso integral del sector.

A tenor de esta distinción se ha establecido que cuando una orga-
nización de este orden genere durante un mismo ejercicio impositivo 
utilidades y excedentes, podrá extenderse la dispensa a más de los ex-
cedentes —que de plano gozan de exoneración— a las utilidades, en 
la medida en que estas sean reinvertidas y a su vez que su contabilidad 
permita diferenciar de manera categórica los ingresos y los costos y 
gastos relacionados precisamente con los dos rubros indicados.

Planteamiento reforzado por el propio marco regulatorio estatuido 
en este ámbito al establecer que los actos solidarios que estas organi-
zaciones efectúen con sus miembros, como parte del ejercicio de las 
actividades propias de su objeto social, no constituyen hechos genera-
dores de tributos, mientras que las utilidades que pudieran provenir de 
operaciones con terceros y que no sean reinvertidas quedan sometidas 
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al impuesto a la renta por parte de la organización y de sus integrantes 
cuando éstos los perciban.9

Vale puntualizar también en esta parte que no queda incluido en el 
tratamiento especial sobre renta el sector financiero popular y solida-
rio en el que figuran de manera protagónica las cooperativas de ahorro 
y crédito, entidades que más bien se encuentran conminadas a asumir 
el impuesto en las mismas condiciones fijadas para las sociedades. As-
pecto que se explica por el hecho de traslucir acorde con la dinámica 
financiera importantes recursos en ingresos, capital y patrimonio que 
permiten acreditar indicativos de capacidad efectiva para afrontar el tri-
buto.

A más del trato impositivo favorable a los actores de la economía 
popular y solidaria sobre los ingresos como fuente concreta de riqueza, 
se proyecta indirectamente un beneficio al sector con agregados de 
orden económico por el hecho de reconocerse a favor de terceros —
contribuyentes calificados como microempresas— una deducibilidad 
acrecentada de gastos dentro del proceso de depuración de ingresos 
gravados, en este caso por la adquisición de bienes o servicios a or-
ganizaciones de la economía popular y solidaria incluido los artesanos 
que integren este segmento, deducción adicional contentiva de hasta 
el 10% del valor de dichos bienes o servicios. Se expresa así el ánimo 
por impulsar el sector atendiendo elementos relacionados con la con-
creción de objetivos no solo fiscales sino también de formulaciones ati-
nentes a política económica con abierto sentido dinamizador de esta 
modalidad de organización productiva.

Siendo que la imposición a la renta ha admitido variantes con res-
pecto al régimen general y en la línea de favorecer la implementación y 
desarrollo del esquema que aquí se resalta, se ha proclamado en torno 
a la configuración de regímenes especiales, entre otros, el impuesto a 
la renta único para las actividades del sector bananero, en cuyo caso 
los ingresos provenientes de la producción y venta local de banano in-
cididos con una tarifa reducida de hasta el 2% (entre el 1.25% y el 
2%) que toma como base imponible el valor de facturación de las ven-
tas brutas, pueden contar con una ventaja mayor a plasmarse en la re-
ducción tarifaria de hasta el 1% si los sujetos obligados pertenecieren 
al sector de micro productores o resultaren actores de la economía po-
pular y solidaria.10

9 Ibíd., artículo 139.
10 Beneficio que en todo caso consta supeditado al cumplimiento de condiciones 

que exponen un límite material de la capacidad económica trasladado al rubro de in-
gresos brutos anuales que no deben superar el doble del monto de ingresos establecido 
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A más del beneficio que ostensiblemente opera en cabeza de las 
organizaciones y miembros de la economía popular y solidaria por es-
tar liberados en buena medida del pago del impuesto a la renta al estar 
catalogados sus ingresos como exentos —al margen de las utilidades 
no reinvertidas como rubro sometido al gravamen—, el ordenamiento 
en la materia también asume tratos favorables al sector de las micro-
empresas que junto con las pequeñas y medianas empresas,11 constitu-
yen un segmento vital en el desarrollo económico del país.

En este orden, en un contexto institucional y normativo que visibi-
liza el afán público por apoyar el establecimiento y posicionamiento de 
unidades productivas de base sustentadas generalmente con recursos 
económicos menores, se ha establecido un formato atenuado sobre el 
impuesto a la renta plasmado en el llamado régimen impositivo para 
emprendedores y negocios populares (RIMPE).12

para la obligación de llevar contabilidad. Sobre esta exigencia, el artículo 19 LRTI señala: 
«Obligación de llevar contabilidad. Todas las sociedades están obligadas a llevar conta-
bilidad y declarar los impuestos con base en los resultados que arroje la misma. También 
lo estarán las personas naturales y sucesiones indivisas cuyos ingresos brutos del ejerci-
cio fiscal inmediato anterior, sean mayores a trescientos mil (USD $ 300.000) dólares de 
los Estados Unidos, incluyendo las personas naturales que desarrollen actividades agrí-
colas, pecuarias, forestales o similares, así como los profesionales, comisionistas, arte-
sanos, agentes, representantes y demás trabajadores autónomos (…)». Exigencia que 
se traslada asimismo a los casos en los que el capital con el que operen al primero de 
enero o los gastos anuales del ejercicio inmediato anterior sean superiores a los límites 
que contemple la regulación reglamentaria en la materia. Ecuador, Ley de Régimen Tri-
butario Interno, artículo 19.   

11 Clasificación que encuentra sustento, entre otros marcos normativos, en el Re-
glamento de Inversiones del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversio-
nes, cuyo artículo 106 preceptúa: «Para la definición de los programas de fomento y 
desarrollo empresarial a favor de las micro, pequeñas y medianas empresas, estas se 
considerarán de acuerdo a las categorías siguientes: a.- Micro empresa: Es aquella uni-
dad productiva que tiene entre 1 a 9 trabajadores y un valor de ventas o ingresos brutos 
anuales iguales o menores de trescientos mil (US $ 300.000,00) dólares de los Estados 
Unidos de América; b.- Pequeña empresa: Es aquella unidad de producción que tiene 
de 10 a 49 trabajadores y un valor de ventas o ingresos brutos anuales entre trescien-
tos mil uno (US $ 300.001,00) y un millón (US $ 1000.000,00) de dólares de los Estados 
Unidos de América; y, c.- Mediana empresa: Es aquella unidad de producción que tiene 
de 50 a 199 trabajadores y un valor de ventas o ingresos brutos anuales entre un millón 
uno (USD 1.000.001,00) y cinco millones (USD 5000.000,00) de dólares de los Estados 
Unidos de América (…)». Ecuador, Reglamento de Inversiones del Código Orgánico de 
la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial 450, Suplemento, 17 de mayo de 
2011. 

12 Variante normativa del diseño general incorporado al régimen impositivo interno 
por efectos de la expedición del Decreto Ley Orgánica para el Desarrollo Económico y 
Sostenibilidad Fiscal tras la Pandemia Covid-19, Registro Oficial 587, Suplemento, 29 de 
noviembre de 2021. Marco regulatorio superviniente a los derogados Régimen Impo-
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Este régimen congrega a una multiplicidad de actores insertos en 
el amplio conjunto concerniente al quehacer productivo marcado por 
la concurrencia de emprendimientos unipersonales, familiares y cor-
porativos a escala menor, que al tiempo de acreditar un conglome-
rado heterogéneo,13 dan parte de la composición del tejido productivo 
y empresarial del país acreditando un peso significativo y una impor-
tante capacidad dinamizadora de la economía. En ese marco, con da-
tos 2022, la microempresa es el segmento con mayor participación res-
pecto al global de empresas operativas en el país (1.228.415), según su 
tamaño, con el 93.7%, y en el que se entienden integrados los sujetos 
sometidos al RIMPE con un peso específico según el número de actores 
del 55.1%, aunque en ventas y plazas de empleo registrado sean las 
grandes empresas (0.4%) las que revelen una concentración en estos 
parámetros.14

De todos modos, el sector de las micro, pequeñas y medianas em-
presas representa el 99.55% de la composición empresarial en el país, 
siendo las microempresas el segmento de mayor participación con un 

sitivo Simplificado (RISE) creado por la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria del 
Ecuador, Registro Oficial 242, Suplemento, 29 de diciembre de 2007; y, Régimen Impo-
sitivo para Microempresas (RIM) creado por la Ley Orgánica de Simplificación y Progresi-
vidad Tributaria, Registro Oficial 111, Suplemento, 31 de diciembre de 2019. 

13 Rasgo resaltado por la CEPAL como aspecto fundamental de estas organizacio-
nes en el contexto latinoamericano. Así, se sostiene en primer lugar la constatación de 
microempresas cuya gestación suele responder a necesidades individuales de autoem-
pleo y que a menudo se encuentran en una situación de informalidad, que incluye ba-
jos niveles de capital humano, dificultad para acceder a recursos financieros externos, 
escasa internacionalización y realización de actividades con bajos requerimientos téc-
nicos. En el otro extremo, aparecen en cambio PYMES de alto crecimiento, que se ca-
racterizan por tener un comportamiento mucho más dinámico, tanto respecto de la 
facturación como de la creación de puestos de trabajo, y cuyo desempeño responde 
al aprovechamiento de oportunidades de mercado a través de una gestión empresa-
rial eficiente e innovadora, con lo cual el concepto de tamaño de empresa oculta situa-
ciones muy diversas en este tipo de unidades productivas. Vid. Felipe Correa, Valentina 
Leiva y Giovanni Stumpo, «Mipymes y heterogeneidad estructural en América Latina», 
(9-32), en MIPYMES en América Latina. Un frágil desempeño y nuevos desafíos para las 
políticas de fomento, coord. Marco Dini y Giovanni Stumpo, Documentos de Proyectos 
(LC/TS.2018/75/ Rev.1) (Santiago: Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
CEPAL, 2020), 10. En chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://re-
positorio.cepal.org/server/api/core/bitstreams/2c7fec3c-c404-496b-a0da-e6a14b1cee48/
content

14 Ecuador, INEC, Registro Estadístico de Empresas 2022, octubre 2023, 8-9. En 
chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.ecuadorencifras.
gob.ec/documentos/web-inec/Estadisticas_Economicas/Registro_Empresas_Estableci-
mientos/2022/Semestre_II/Boletin_REEM_2022.pdf
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90.78%, seguido por la pequeña empresa con un 7.22% y, por úl-
timo, la mediana empresa con un 1.55%.15

Verificado palmariamente que el micro emprendimiento concentra 
el mayor número de iniciativas productivas dentro del tejido empresa-
rial —al margen del tamaño o del número de empleos, de capital, pa-
trimonio u otros indicadores— resulta imperativa la tarea por impul-
sarlo y fortalecerlo, no solo por la virtualidad de representar un canal 
con aptitud para asegurar la subsistencia del titular de la actividad sino 
por el potencial como medio coadyuvante, dentro de sus límites, a la 
generación de empleo y dinamización del mercado. Formulación que 
además va articulada a los objetivos de política económica, en términos 
de incentivar la producción nacional, la productividad y competitivi-
dad sistémicas; impulsar el pleno empleo y valorar todas las formas de 
trabajo, con respeto a los derechos laborales; propiciar el intercambio 
justo y complementario de bienes y servicios en mercados transparen-
tes y eficientes, entre otros, como proclama el artículo 284 de la Cons-
titución ecuatoriana.

Para favorecer la concreción de estas metas no puede dejarse de 
considerar, entre otras manifestaciones, la flexibilización del régimen 
tributario en un marco que expresa la necesidad de conciliar objetivos 
de política económica y de política fiscal insertas en un reducto perfi-
lado generalmente por intereses contrapuestos, dada la intención pre-
valente de incrementar el flujo de ingresos públicos. No obstante, esos 
espacios de encuentro han ido aflorando en cuanto al hecho de reco-
nocerse también como parte de los objetivos de política fiscal el rela-
tivo a la generación de incentivos para la inversión en los diferentes 
sectores de la economía y para la producción de bienes y servicios, so-
cialmente deseables y ambientalmente aceptables, como en efecto 
consagra el artículo 285 número 3 del propio ordenamiento constitu-
cional.

De todas formas, las medidas que en esta conjunción explican la 
flexibilización del régimen impositivo deben acreditar niveles de eficien-
cia razonables que respalden precisamente su adopción y vigencia, por 
ejemplo, en el terreno propio a la política económica con indicadores 
que den cuenta de incrementos importantes en flujos de inversión, au-
mento de tasas de empleo adecuado, dinamización de sectores sensi-

15 Ruth Yadira Sumba Bustamante, Joel Geovanny Pinargotty Loor y Diego Fer-
nando Pillasagua Choez, «MIPYMES en el mercado de Ecuador y su rol en la actividad 
económica», en RECIMUNDO Revista Científica Mundo de la Investigación y el Conoci-
miento, 441, DOI: 10.26820/recimundo/6.(4).octubre.2022.439-455. https://recimundo.
com/index.php/es/article/view/1866/2242.

https://recimundo.com/index.php/es/article/view/1866/2242
https://recimundo.com/index.php/es/article/view/1866/2242
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bles, generación de valor agregado u otros, en términos tales que a la 
par representen también la debida justificación del gasto tributario,16 
entendido como rubro que deja de percibir el Estado por el reconoci-
miento de exenciones, deducciones, rebajas, crédito tributario, decre-
mentos tarifarios, u otros beneficios que provocan finalmente menor 
recaudación respecto de la que ordinariamente podría gestarse con el 
subsecuente impacto financiero por la merma de recursos para susten-
tar el gasto público.

En este contexto es que corresponde leer la incorporación en el 
régimen impositivo de tratos diferenciados, en este caso al sector de 
la economía popular y solidaria que aglutina a un número significa-
tivo de actores y al de la microempresa, aunque con distinta inciden-
cia.17

16 Según información del Servicio de Rentas Internas, el gasto tributario total del 
año 2022 alcanza los USD 5.151,80 millones, que viene a representar el 4.5% del Pro-
ducto Interno Bruto y un 33.9% de la recaudación de impuestos administrados por la 
Autoridad Tributaria central. Los dos grandes rubros por este concepto se refieren al im-
puesto al valor agregado (USD 3060,69 millones) y al impuesto a la renta (USD 1658,78 
millones), que representan el 91.6 % (59.4% y 32.2% respectivamente). Del total del 
gasto tributario, USD 3690,09 millones corresponden por beneficios y 1461,71 millo-
nes por incentivos. En relación con el PIB, el gasto tributario por el impuesto al valor 
agregado es del 2.7% y por el impuesto a la renta del 1.4%. En el impuesto a la renta 
el gasto tributario de personas naturales por deciles de ingreso asciende a USD 713,13 
millones, que representa el 0.6% del PIB y en el que los ingresos —excedentes— de los 
miembros de las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria figura en USD 0,32 
millones; y, por bienes o servicios que adquieran a microempresas y actores EPS, in-
cluido artesanos, por la deducción adicional de hasta el 10% del valor de los mismos el 
monto de USD 0,05 millones. Respecto a sociedades el gasto tributario por impuesto a 
la renta identificado en función de la actividad económica suma USD 945,65 millones, 
que representa el 0.8% del PIB y en el que los ingresos de sociedades de la Economía 
Popular y Solidaria figura en USD 12,08 millones; y, por bienes o servicios que adquie-
ran a microempresas y actores EPS, incluido artesanos, por la deducción adicional de 
hasta el 10% del valor de los mismos el monto de USD 0,46 millones. Vid. Ecuador, Ser-
vicio de Rentas Internas, Estimación del Gasto Tributario Año 2022 (Quito: Servicio de 
Rentas Internas, 29 de septiembre de 2023), 1-13. En chrome-extension://efaidnbmn-
nnibpcajpcglclefindmkaj/file:///E:/art%C3%ADculo%20econom%C3%ADa%20popu-
lar%20y%20solidaria/material/Anexo-3.-Gasto-Tributario.pdf

17 Aspecto matizado en todo caso por el reconocimiento de exoneraciones del im-
puesto a la renta que involucra, entre otros actores, a organizaciones de la economía 
popular y solidaria y al segmento de la micro, pequeña y mediana empresa en ámbitos 
como el de emprendimientos turísticos, turismo comunitario o asociativo; inversiones en 
la transición hacia la generación de energías renovables no convencionales, entre otros, 
que prevé la Ley de Régimen Tributario Interno y el Código Orgánico de la Producción, 
Comercio e Inversiones. Ecuador, Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inver-
siones, Registro Oficial 351, Suplemento, 29 de diciembre de 2010, artículo innume-
rado luego del artículo 55.
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Retomando la referencia al RIMPE se ha establecido como benefi-
cio para la microempresa respecto al pago del impuesto a la renta, que 
este sea asumido atendiendo una cuota reducida (menor a la resul-
tante de la aplicación de la tarifa del 25% que contempla el régimen 
general), aunque tomando como base imponible los ingresos brutos 
y no propiamente la utilidad —diferencia entre ingresos y egresos— 
como ocurre en el régimen general aplicable a las sociedades.18

Esquema especial que denota a más del ánimo por impulsar el sec-
tor, la intención de incorporar al ámbito formal de la economía a todos 
los actores productivos para evitar efectos nocivos en la competencia y 
a su vez asegurar recursos financieros al Estado de manos de actores 
que revelan cierta capacidad contributiva. Y es precisamente con enfo-
que tributario sustentado en principios como los de equidad, progresi-
vidad y capacidad contributiva, prioritariamente, que este régimen ha 
modulado las cuotas impositivas considerando para el efecto dos gru-
pos, el primero referido a emprendedores y el segundo a negocios po-
pulares.19

Diferenciación que ha servido no solo para morigerar las cuotas del 
impuesto según el volumen de ingresos sino también para plantear dis-
tintos niveles de exigencia en el cumplimiento de deberes formales. En 
este reducto, por ejemplo, los emprendedores se encuentran compeli-
dos a llevar contabilidad –si se supera los límites, en este caso de capital 
propio o de costos y gastos anuales previstos en el artículo 37 del Re-
glamento de Aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno—,20 a 

18 Cuestión que ha provocado reparos por considerarse que los ingresos brutos re-
presentan una magnitud en términos absolutos, aun cuando el régimen haya contem-
plado como pauta los ingresos gravados menos descuentos, devoluciones y sueldos 
pagados a los empleados afiliados a la seguridad social. Esquema que en todo caso di-
fiere del establecido en el régimen general en el que la base imponible toma como dato 
esencial la utilidad —en nomenclatura tributaria luego del proceso de conciliación de-
finido normativamente— derivada de la contrastación de ingresos gravados y de un 
cúmulo de egresos —costos e inversiones— relacionados con la obtención, manteni-
miento y mejora de esos ingresos, que por tal condición resultan deducibles en un ejer-
cicio que devela la depuración de la base imponible, asegurando con ello una magnitud 
susceptible de imposición configurada en términos netos y de mayor connotación res-
pecto a una real manifestación de riqueza.  

19 Siguiendo el artículo 97.3 LRTI: «(…) Se sujetan a este régimen los sujetos pasi-
vos personas naturales y sociedades con ingresos brutos anuales hasta trescientos mil 
dólares de los Estados Unidos de América (US$ 300.000.00). Dentro de este régimen, 
constituyen negocios populares aquellos sujetos pasivos, personas naturales, con ingre-
sos brutos existentes de hasta veinte mil dólares de los Estados Unidos de América (US$ 
20.000,00); todos los demás sujetos a este régimen constituyen emprendedores (…)».

20 Ecuador, Reglamento para la aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno, 
Registro Oficial 209, Suplemento, 08 de junio de 2010.



El régimen tributario y la economía popular y solidaria en el Ecuador Juan Carlos Mogrovejo Jaramillo

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 71-93

84 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3170 • https://dec.revistas.deusto.es 

emitir comprobantes de venta, a declarar y pagar el impuesto a la renta 
e inclusive el impuesto al valor agregado por estar considerado en sus 
transacciones, y a someterse —aunque con algunas excepciones— a re-
tención del impuesto a la renta y del impuesto al valor agregado.

En cambio, para los negocios populares la regulación se presenta 
con mayor flexibilidad en términos de no exigir llevar contabilidad sino 
exclusivamente una cuenta de ingresos y gastos, en emitir solo notas 
de venta o facturas electrónicas, en no estar sometidos a retención del 
impuesto a la renta y a no presentar declaraciones del impuesto al va-
lor agregado, habida cuenta de estar liberadas sus transacciones del 
pago de este impuesto consideradas con tarifa 0%.

Un régimen atemperado en ese sentido que también corre para 
las organizaciones de la economía popular y solidaria plasmadas en 
asociaciones, comunas, cooperativas o unidades económicas popu-
lares, distintas en todo caso de las pertenecientes al sector financiero 
popular y solidario, contentivo tanto de exigencias formales como de 
un manejo de registros contables simplificado. Evento que se aso-
cia al propósito de facilitar el cumplimiento de deberes y demandas 
de colaboración a la Administración Tributaria como parte de las exi-
gencias que el ordenamiento tributario plantea y que orbitan alrede-
dor de la obligación impositiva a la renta, que como se ha indicado 
consta visiblemente menguada para los actores del sector exami-
nado.

Destacar finalmente en esta parte que los regímenes aludidos resul-
tan de aplicación excluyente, de tal manera que no cabe incorporar al 
esquema impositivo simplificado para emprendedores y negocios po-
pulares aquellos actores insertos en la economía popular y solidaria be-
neficiarios por su parte de importantes exclusiones consignadas en el 
régimen general, denotando con ello el afán por favorecer su configu-
ración y desarrollo.

2. Imposición indirecta

Otro frente de especial atención en el armado impositivo nacional 
dice relación con obligaciones que toman como núcleo configurativo el 
consumo. Se trata de un reducto en el que las exacciones fiscales han 
estado expuestas permanentemente a controversia. Admitido el con-
sumo como sustrato de este tipo de imposición, su idoneidad como in-
dicativo de capacidad contributiva ha merecido cuestionamientos dada 
precisamente la dificultad de reflejar de manera general y categórica 
una real fuente de riqueza.
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Gravámenes que por acometer en lo que se ha identificado como 
manifestaciones mediatas de riqueza,21 y en los que resulta trasladable 
la carga a terceros ajenos a la relación indicativa de la sujeción activa y 
pasiva, con capacidad en tal sentido de repercutir económicamente en 
el consumidor o adquirente del bien o servicio inherente a la operación 
gravada, es que se han posicionado con el marchamo de impuestos in-
directos, siendo su peso en el volumen recaudatorio impositivo nacio-
nal muy representativo.22

Expresiones de este talante se encuentran en el impuesto al valor 
agregado y en el impuesto a los consumos especiales con una estruc-
tura regulatoria que frente a la economía popular y solidaria también 
corresponde revisar.

2.1. Impuesto al valor agregado

Se trata de un tributo que pesa sobre la transferencia de dominio o 
la importación de bienes muebles de naturaleza corporal, en todas sus 
etapas de comercialización, así como sobre los derechos de autor, de 
propiedad industrial y derechos conexos, y sobre los servicios presta-
dos, gravando el valor de cada una de esas operaciones en los términos 
definidos por el ordenamiento jurídico.23

Dados los eventos que se encuentran incididos puede afirmarse 
que se trata de un tributo de vasta cobertura. Sin embargo, el régimen 
también ha contemplado un tratamiento de desgravación con la fór-
mula de tarifa 0% sobre transferencias e importaciones de determina-
dos bienes al igual que en la prestación de ciertos servicios,24 que res-
ponden, entre otros, al propósito de aliviar la carga financiera respecto 
del consumo de bienes primarios asociados a la satisfacción de necesi-
dades esenciales de la población, la prestación generalizada de servi-
cios públicos, la adquisición de bienes de menor impacto ambiental ne-
gativo, la promoción de objetivos sociales vinculados a los derechos a 

21 Troya Jaramillo, Lecciones de Derecho Tributario, 19.
22 Tal es el peso que ocupan el primer lugar en la recaudación impositiva. Con in-

formación oficial, la recaudación tributaria en el año 2023 se ubicó en 17.420 millones 
de dólares de los Estados Unidos de América. Por concepto de impuesto a la renta se re-
caudaron USD 5.818 millones, por el impuesto a la salida de divisas (ISD) USD 1.088 mi-
llones; en tanto que, por el impuesto al valor agregado (IVA) USD 8.444 millones y por 
el impuesto a los consumos especiales (ICE) USD 827 millones. Vid. Ecuador, Servicio de 
Rentas Internas, Boletín de Prensa, Quito, 15 de enero de 2024, N.º NAC-COM-24-002. 

23 Ecuador, Ley de Régimen Tributario Interno, artículo 52.
24 Ibíd., artículos 55 y 56.
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la salud, a la educación, a la vivienda, al transporte y movilidad, el for-
talecimiento del sector turístico y, en general, del aparato productivo 
en términos de tornarlo más competitivo en mercados internacionales, 
principalmente.

En este plano figura también la liberación impositiva respecto de 
los servicios prestados personalmente por los artesanos calificados por 
las entidades oficiales competentes, así como los servicios que presten 
sus talleres y operarios y bienes producidos y comercializados por ellos, 
destacando, por lo mismo, la finalidad por impulsar, rescatar y fortale-
cer la actividad artesanal vital en el entramado productivo primario del 
país y además con fuerte arraigo cultural y social.

Pese a lo indicado, no ha llegado a contemplarse un tratamiento 
diferenciado en operaciones que comporten la intervención del sec-
tor con terceros y que en dimensión subjetiva pueda acreditar una 
especial consideración. Así, las transacciones objeto del impuesto en 
las que intervengan las organizaciones de la economía popular y soli-
daria o sus miembros con terceros estarán gravadas, a no ser que re-
sulten imputables a los presupuestos liberatorios que, como se ha in-
dicado, operan en función del afianzamiento de múltiples objetivos 
públicos.

En cambio, y muy a tono con la vocación pública propulsora del 
sector, las transacciones que involucren a estas organizaciones con 
sus miembros aparecen cubiertas con la exención del impuesto, aun 
cuando ordinariamente resultaren gravables, situación verificable por el 
hecho de reconocerse que los actos que efectúen con sus miembros en 
el marco de las actividades propias de su objeto social, no constituyen 
actos de comercio o civiles sino actos solidarios y, como tales, liberados 
de gravámenes tributarios.25

Situaciones disímiles que también se trasladan a la órbita de de-
beres formales. Respecto de los períodos de declaración mensual o 
semestral, por ejemplo, va a depender si la organización se encuen-
tra o no obligada a llevar contabilidad, si se han efectuado transac-
ciones, si estas corresponden exclusivamente a actos solidarios, si los 
bienes o servicios comercializados se encuentran gravados con tarifa 
0% o con tarifa 15%, o si han actuado como agentes de retención. 
Aspectos determinantes a la hora de establecer los requerimientos a 
cada uno de estos actores como parte de las tareas de seguimiento y 
control.  

25 Implicaciones relievadas por la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria y 
del Sector Financiero Popular y Solidario, artículos 5 y 139. 
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2.2. Impuesto a los consumos especiales

Sobre esta figura tributaria se han consignado algunas notas que 
dan cuenta de la intención de favorecer ciertas actividades producti-
vas que involucra también a actores de la economía popular y solida-
ria.

Siendo que incide en los consumos especiales, el impuesto en cues-
tión aplica sobre la primera operación de los bienes y servicios de pro-
cedencia nacional o importados que el legislador ha considerado como 
indicativos de mayor capacidad económica, o en ciertos casos para des-
incentivar su consumo exacerbando su costo con la incorporación del 
gravamen, todo ello asociado a objetivos ambientales y de salud pú-
blica, principalmente. Sin embargo, también se han establecido estímu-
los encaminados a favorecer ciertos ámbitos productivos.

En lo tocante al punto de análisis, se ha reconocido la exonera-
ción de bienes como el alcohol de producción nacional o importado, 
de bebidas alcohólicas elaboradas localmente y provenientes de la fer-
mentación alcohólica completa o parcial de productos agropecuarios 
cultivados en el país, adquiridos a productores que sean artesanos, mi-
croempresarios, empresas u organizaciones de la economía popular 
y solidaria, en tanto contengan al menos el setenta por ciento de in-
gredientes nacionales, así como una rebaja de hasta el cincuenta por 
ciento de la tarifa específica del impuesto para bebidas alcohólicas ela-
boradas localmente con caña de azúcar u otros productos agropecua-
rios cultivados localmente —en cerveza solo para nuevas marcas— que 
incluyan la participación de los mismos actores del caso anterior como 
productores, entre los que destaca el sector de la economía popular y 
solidaria.

En un orden parecido, se ha definido que cuando actores de este 
sector sean productores de bebidas alcohólicas elaboradas con alcoho-
les o aguardientes, provenientes de productos agropecuarios, adqui-
rido a artesanos, micro o pequeñas empresas u organizaciones de la 
propia economía popular y solidaria, se aplicará a más de la tarifa es-
pecífica establecida para estos bienes,26 una tarifa ad valorem, siempre 
que su precio de venta del fabricante o ex aduana supere dos veces el 
límite definido en la norma.27

26 Tarifa específica aplicable sobre una base imponible que se establece en función 
de los litros de alcohol puro que contenga cada bebida alcohólica, incluida la cerveza. 
Vid. Ley de Régimen Tributario Interno, artículos 76.12 y 82.

27 Límite considerado actualmente en USD 4,33 por litro de bebida alcohólica o su 
proporcional en presentación distinta al litro, según el indicado artículo 76.12 LRTI.
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Evidencias todas estas que corroboran el ánimo por acortar los 
márgenes asimétricos en la producción y acceso de bienes y servicios 
que permita contar con un mercado incluyente con condiciones de 
competencia más equilibradas y de oportunidades de desarrollo abierto 
y generalizado.

De todas maneras, el escenario señalado da parte de un reconoci-
miento marginal de dispensas reluciendo con ello más bien el interés 
por privilegiar cometidos contributivos y de desestimulo en el consumo 
de bienes, especialmente por motivos ambientales y de salud pública, 
como ha quedado indicado.

3.  Imposición local: impuestos de patente y del 1.5 por mil sobre 
los activos totales

Como parte de la configuración impositiva del país se presenta en 
la esfera local un pliego de exacciones orientadas al financiamiento del 
Estado descentralizado, que tiene como escenario protagónico por el 
número de figuras y por su incidencia financiera el municipal y distri-
tal metropolitano.28 Dentro de estos rubros destacan los impuestos de 
patente y del 1.5 por mil sobre los activos totales que repercuten sobre 
las actividades económicas.

En el impuesto de patente el presupuesto gravable constituye el 
ejercicio permanente a cargo de persona natural o jurídica nacional o 
extranjera de actividad económica circunscrita a los ámbitos comercial, 
industrial, financiero, inmobiliario o profesional, en virtud del domicilio 
o del establecimiento en cada cantón. Cuantitativamente toma como 
dato fundamental el patrimonio del titular de la actividad gravada aso-

28 Dentro del proceso descentralizador del Estado ecuatoriano se desprenden cinco 
niveles de gobierno subnacional, que responden a la nomenclatura gobiernos autóno-
mos descentralizados de orden regional, provincial, distrital metropolitano, municipal y 
parroquial rural. En este contexto, por el número de tributos —impuestos, tasas y con-
tribuciones especiales— y por su peso financiero en las respectivas Haciendas públicas, 
tienen protagonismo los gobiernos municipales y los distritos metropolitanos. En el caso 
de impuestos, por ejemplo, estos niveles de gobierno se apoyan con la recaudación de 
impuestos prediales urbanos y rurales, solar no edificado, adicionales en zonas de pro-
moción inmediata, adicional para el Cuerpo de Bomberos, alcabalas, utilidad y plusvalía 
en la transferencia de dominio de bienes inmuebles, exacciones sobre la propiedad vehi-
cular, espectáculos públicos, al juego sin apuestas, y los que pesan sobre las actividades 
económicas como el impuesto de patente y el impuesto del 1.5 por mil sobre los activos 
totales. Expresiones impositivas que tienen como ley de creación y regulación el Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), Regis-
tro Oficial 303, Suplemento, 19 de octubre de 2010.
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ciado exclusivamente a tal accionar. De hecho, el patrimonio determi-
nado de manera directa o presuntiva figura como la base imponible del 
gravamen sobre la que se aplica la tarifa definida por el sujeto activo 
mediante ordenanza, resultando con ello la cuota impositiva entre un 
mínimo de diez dólares y un máximo de veinticinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América.

En estos términos, el quehacer productivo de los actores de la eco-
nomía popular y solidaria, a más de las repercusiones impositivas nacio-
nales analizadas, se encontraría gravado con este tributo, a no ser que 
la actividad se remita a la producción en los sectores agrícola, pecuario, 
acuícola o relacionado con plantaciones forestales, casos en los que, in-
distintamente de la forma de organización económica, constan libera-
dos del pago. Dispensas que se suman a la vinculada con la condición 
de artesano, en tanto derive de la calificación por la Junta Nacional de 
Defensa del Artesano.29 La justificación del trato liberatorio descansa 
por un lado en el reconocimiento por impulsar la actividad primaria li-
gada a la satisfacción de necesidades esenciales de la colectividad y por 
otro en fortalecer la actividad artesanal, a tono con los argumentos 
que anteriormente se habían esgrimido. 

En el impuesto del 1.5 por mil sobre los activos totales, en la misma 
tónica del tributo anterior, el hecho generador radica en el ejercicio 
permanente de actividad económica, aunque aquí de cualquier orden 
y no delimitada a cinco tipos, ejecutada por personas naturales o jurídi-
cas nacionales o extranjeras que se encuentren obligadas a llevar con-
tabilidad y en función del domicilio o del establecimiento en cada can-
tón.

Queda en evidencia con esta figura la intención pública por tornar 
más incisivo el eje impositivo local sobre actividades económicas ante la 
verificación de mayores capacidades de pago expuestas en capital, in-
gresos o egresos como componentes asociados a la obligación de lle-
var contabilidad y en atención específica a personas naturales. Evento 
que no necesariamente resulta predicable a las personas jurídicas en su 
conjunto, puesto que aun cuando todas se encuentren compelidas a 
llevar contabilidad, no todas estarían reflejando —a la luz de sus regis-
tros contables— idoneidad como en el primer caso para asumir tanto 
el impuesto de patente como el de los activos totales.  

29 El COOTAD contempla exclusivamente este caso de exención. No obstante, el 
Código Tributario consigna un catálogo de situaciones en perspectiva esencialmente 
subjetiva de dispensa sobre impuestos con regulación contenida en los artículos 31 al 
36 de dicho marco normativo. Ecuador, Código Tributario, codificación 9, Registro Ofi-
cial 38, suplemento, 14 de junio de 2005.
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En exenciones al impuesto, la ley de la materia ha establecido algu-
nos presupuestos orientados a favorecer el interés público con la inter-
vención del propio aparataje estatal, a la actividad agropecuaria, acuí-
cola o pesquera, a la actividad artesanal y llamativamente a la actividad 
financiera con las cooperativas de ahorro y crédito.

Si bien, ninguno de ellos refiere expresamente a los actores de la 
economía popular y solidaria, el beneficio llegaría a cundir en tanto 
el accionar de estos se adscriba a tales actividades. En la misma lí-
nea, la liberación del gravamen podría canalizarse del lado de las ins-
tituciones o asociaciones de carácter privado, de beneficencia o de 
educación, de las corporaciones y fundaciones sin fines de lucro, o 
de las entidades de derecho privado con finalidad social o pública, 
cuando sus bienes o ingresos se destinen exclusivamente a los fines 
que persiguen y solamente en la parte que se invierta directamente 
en ellos. Proclamaciones que darían pie al beneficio, dado que en no 
pocos casos los actores del sector analizado cumplen con tales con-
diciones, y además por el hecho de obrar muchos de estos eventos 
en correspondencia con el propio objeto constitutivo de estas orga-
nizaciones.

4. Tasas y contribuciones especiales

Para estos tributos no se contempla en líneas generales ningún 
trato diferenciado por primar el principio de provocación y recupera-
ción de costes como parte de los fundamentos en su estructuración.

La tasa toma como elementos configurativos el aprovechamiento 
especial o utilización privativa de bienes del dominio público, la realiza-
ción de actividades en régimen de Derecho Público o la prestación de 
servicios públicos divisibles que en tal consideración se refieran, afecten 
o beneficien de modo particular al prestatario obligado, y en tanto los 
servicios o actividades no sean de solicitud o recepción voluntaria o no 
se presten por el sector privado.

La contribución especial en cambio se configura por el beneficio 
o ventaja real o presuntiva que la intervención pública, ya en obras ya 
por decisiones administrativas, genera de manera concreta y particula-
rizada en determinados sujetos que resultan favorecidos con el incre-
mento del valor de sus bienes inmuebles por tales intervenciones.

En ambas categorías la nota preponderante radica en la interven-
ción pública previa que viene a justificar su configuración, de allí que 
consten identificados como tributos vinculados a un concreto accionar 
estatal.
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En este sentido y por efectos del amplio reconocimiento de com-
petencias a nivel subnacional, especialmente en los ámbitos munici-
pal y distrital metropolitano, estos tributos representan el correlato fi-
nanciero para sustentar los costos que la prestación de servicios y la 
ejecución de obra pública plantean. En esos términos, como se había 
comentado, el régimen tributario no establece abiertamente presu-
puestos de exoneración, siendo más bien su escenificación marginal, 
a tal punto que el propio andamiaje institucional público se encuen-
tra conminado a prever partidas presupuestarias en cada dependencia 
para asumirlos; cuestión que, sin embargo, tampoco supone de ma-
nera tajante que queden vedadas las dispensas, especialmente cuando 
se trata de satisfacer intereses relacionados con objetivos de política 
social o económica centradas generalmente en sectores sensibles y en 
cuyo caso bien podría la ley o la ordenanza, con base en las considera-
ciones expuestas, plasmar beneficios a los actores de la economía po-
pular y solidaria.

5. Comentario final

Con estas reflexiones ha quedado de manifiesto el establecimiento 
de un régimen tributario, principalmente en el impuesto a la renta, diri-
gido a estimular, posicionar y fortalecer la economía popular y solidaria 
como especial forma de organización del quehacer productivo del país, 
extendido, con matizaciones, a la microempresa, en torno a la conside-
ración de exoneraciones y tratos diferenciados conducentes a aliviar la 
carga financiera a la que de manera general se encuentra sometida la 
actividad productiva en un contexto en el que reluce el propósito por 
generar equilibrios en la relación Estado, sociedad y mercado, recono-
ciendo la necesidad de apoyar esquemas con vocación social y solidaria 
que al tiempo de favorecer el emprendimiento promueva el desarrollo 
con equidad, solidaridad e inclusión, capaz de facilitar condiciones de 
mayor competitividad entre los diversos actores y sectores de la eco-
nomía. En este escenario, la reducción de márgenes de desigualdad y 
la potenciación de oportunidades de desarrollo con visión integral e in-
cluyente complementadas con los debidos recaudos al medio ambiente 
marcan un desafío permanente.
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Resumen: El buen gobierno cooperativo se define como aquella instan-
cia donde las organizaciones desarrollan su objeto social dentro de una es-
tructura social democrática, y, donde los socios cumplen funciones asigna-
das tendientes a satisfacer las necesidades y alcanzar los fines institucionales. 
El sector cooperativo de ahorro y crédito del Ecuador ha experimentado una 
significativa disminución de sus miembros a partir del control que ejecuta la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, esto por varios problemas 
relacionados con la forma de gobernar dichas instituciones, entre otros: in-
cumplimiento de las normas, decisión voluntaria de los líderes y crisis financie-
ras. En este contexto, la presente investigación plantea y analiza los requisitos 
para la implementación del buen gobierno en cooperativas de ahorro y crédito 
(COAC), partiendo del enfoque institucional hasta el enfoque asociativo, so-
bre la base de un detallado análisis bibliográfico y sustentado en la aplicación 
de una ficha de entrevista para cuatro representantes legales de COAC del 
segmento tres de la provincia de Tungurahua. Los resultados del estudio indi-
can opciones de mejora de los principios de cooperación entre COAC, interés 
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por la comunidad, gestión democrática y educación, formación e información, 
siendo importante la necesidad de ajustes en estas áreas para cumplir con la 
función social de dichas organizaciones.

Palabras clave: Gobierno corporativo, Gobierno cooperativo, Principios 
cooperativos, Normativa aplicable al sector cooperativo

Abstract: Cooperative governance is defined as the instance where organ-
izations develop their corporate purpose within a democratic social structure, 
and where the partners fulfill exposed functions tending to satisfy the needs 
and achieve institutional fines. The savings and credit cooperative sector of Ec-
uador has experienced a significant decrease in its members from the control 
carried out by the Superintendency of Popular and Solidarity Economy (SEPS), 
due to various problems related to the way these institutions are governed: 
non-compliance with the rules, voluntary decision of the leaders and finan-
cial crises. In this context, the present investigation analyzes the requirements 
for the implementation of good governance in savings and credit cooperatives 
(COAC), starting from the institutional approach to the associative approach, 
based on a detailed bibliographic analysis and supported by the application of 
interviews of four legal representatives of COAC from segment three of the 
province of Tungurahua. The results of the study indicate options for improv-
ing the principles of cooperation between COAC, interest in the community, 
democratic management and education, training and information, being im-
portant the necessity to achieve these principles in order to comply the COAC 
social goals.

Keywords: Corporate governance, Cooperative governance, Cooperative 
principles, Regulations applicable to the cooperative sector
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1. Introducción

La definición de gobierno corporativo, según Olcese (2005, 18), 
se lo considera desde un ámbito multidisciplinario: económico, socio-
lógico y político, partiendo del hecho que, el componente económico 
es la rama del saber que mejor ha estudiado esta problemática, dada 
su relación directa. En sentido amplio, el gobierno corporativo recoge 
los elementos de las resoluciones de la dirigencia de la empresa, el de-
recho de control de parte de los accionistas, los convenios suscritos, 
la potestad sobre la insolvencia que tienen los acreedores, las obliga-
ciones de empleados, clientes y proveedores, las resoluciones emitidas 
por el ente regulador y el cumplimiento de la legislación vigente; por lo 
tanto, se puede definir al gobierno corporativo como el gobierno que 
promueve la equidad, transparencia y responsabilidad de la empresa 
(2005, 19).

Sin embargo, en sentido estricto o restringido, se define al go-
bierno corporativo como el conjunto de procedimientos realizados por 
la empresa para que las acciones de la dirigencia se orienten a cumplir 
los fines del accionista, estableciendo de forma clara, precisa y concreta 
el objetivo de los directivos, evitando factores que podrían obstruirlo 
o dificultarlo. Desde la perspectiva financiera, el problema se presenta 
entre los inversores que son quienes entregan recursos financieros y los 
directivos que, a través de su gestión, influyen en el retorno de las ga-
nancias esperadas (2005,21).

En la actualidad, la empresa contemporánea, según Ganga y Vera 
(2008), deberá examinar el proceso de gobierno de la organización y 
la relación de éste con la teoría de agencia, alineado especialmente 
con el rol del órgano rector. La teoría de agencia propone analizar, 
explicar e interpretar el Gobierno Corporativo en las diferentes for-
mas de organización empresarial. En este sentido, es crucial para la 
sostenibilidad de la organización que sus dirigentes sean elegidos con 
rigurosidad para su apropiado funcionamiento. De otra parte, se pre-
senta el doble rol del directivo como administrador y controlador, que 
se produce si éste asume el papel de presidente de la institución, lo 
que aparenta que el directivo se controla a si mismo e influye en los 
sistemas de retribución, todo esto asociado al debilitamiento de la or-
ganización y que en la práctica no representan los intereses de los 
dueños y como consecuencia repercute en los resultados de la ges-
tión institucional.

En cambio, para Souza (2004), las prácticas de gobierno coope-
rativo se desarrollan dentro de una estructura social democrática, 
constituida por todos los socios o por representantes que se consti-
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tuyen en el gobierno de la cooperativa, quienes conforman la Asam-
blea General de socios, que es el órgano más importante de máximo 
poder. El consejo rector simboliza el órgano de gobierno, gestión 
y representación, que deberá alinearse con la ideología y la puesta 
en práctica de los valores cooperativos; además, los interventores o 
Consejo de Vigilancia, que representan el órgano de fiscalización y 
control. Las funciones asignadas para los órganos de gobierno, di-
rección y control se definirán en la normativa vigente y para su im-
plementación desistirán de toda conducta contraria a las disposicio-
nes legislativas.

Según Salazar (2010), como punto de partida se requiere identifi-
car las fortalezas y debilidades de la organización en el proceso de go-
bierno, debiendo priorizarse cuatro objetivos fundamentales: i) estable-
cer el grado de participación del socio, ii) identificar la observancia de 
la filosofía y del marco legal, iii) examinar la labor de los directivos; y, 
iv) vigilar el mecanismo de participación y manejo del socio. En defini-
tiva, todo esto refleja la importancia de conocer y practicar los princi-
pios y valores cooperativos para la toma de decisiones y manejo de re-
cursos de organizaciones solidarias, donde tradicionalmente el principal 
principio que identifica al sector cooperativo es la solidaridad, siendo 
lo más importante el bienestar social y de la comunidad, antes que el 
interés particular. Además, se debe trabajar en el fortalecimiento del 
principio de información y formación con el asociado, que se refleje en 
el incremento de la responsabilidad y solidaridad con su empresa y de 
otra parte mejore su concepción del gobierno de su cooperativa y la 
participación en los órganos de gobierno y control, de las actividades y 
eventos de la organización.

De análoga manera, Naranjo (2014), manifiesta que el buen go-
bierno se relaciona con los diferentes procesos y prácticas mediante 
las cuales todos los órganos de una cooperativa cumplen las funcio-
nes asignadas dentro de un marco de respeto, propiciando satisfacer 
las necesidades e intereses del asociado y en consecuencia el desarrollo 
institucional. En este sentido, las cooperativas al ser gobernadas por se-
res humanos con intereses y necesidades diferentes, no escapan al con-
flicto e inestabilidad que éste genera en el cumplimiento de los obje-
tivos sociales, es aquí donde surge la necesidad del estudio del buen 
gobierno o gobernabilidad para prevenir y solucionar los conflictos y 
se cumplan los objetivos sociales, partiendo de los avances en materia 
de gobierno de las sociedades de capital en el denominado «buen go-
bierno corporativo» que es ajustado para las empresas sociales y cal-
zado por la Alianza Cooperativa Internacional como «buen gobierno 
cooperativo».
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Naranjo (2014) destaca la definición de siete principios de buen 
gobierno cooperativo: i) la legalidad, en el cumplimiento de la legis-
lación en curso; ii) la funcionalidad, en la distribución de funciones 
de forma desconcentrada; iii) la información, oportuna y confiable 
para cumplir las metas y fortalecer la identidad; iv) la participación, 
con aportes: económico, intelectual y físico; v) la transparencia, en los 
mecanismos de gestión y su proyección de futuro; vi) la equidad, en 
la provisión de productos y servicios y la observancia de la normativa 
interna; y, vii) la responsabilidad, para responder por los efectos del 
cargo asumido.

En el caso ecuatoriano, donde el sector financiero lo compar-
ten los bancos, cooperativas de ahorro y crédito (COAC), mutualis-
tas y otras entidades financieras y de apoyo al sector, las COAC tie-
nen una representación importante del 27% del total de activos del 
sistema a diciembre 2022, siendo así uno de los principales agen-
tes, y justificando de esta forma el estudio de dichas entidades. Los 
factores que afectan la gobernabilidad del sector cooperativo, se-
gún Armas (2019), generan notoriedad a partir del control y supervi-
sión que realiza la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 
(SEPS) al sector cooperativo desde el año 2013, lo que ha permitido 
identificar un manejo inadecuado y deficiencias de ciertas COAC, 
entre las que se puede mencionar: créditos vinculados para funcio-
narios y directivos con tasas preferenciales inferiores a las del mer-
cado, requerimientos mínimos en la constitución patrimonial y de li-
citud de fondos que justifiquen que los depósitos provienen de vías 
legales.

Añádase que, la Corporación de Seguros de Depósitos del Ecuador 
(COSEDE) señala que hasta el año 2016 se han liquidado 200 coopera-
tivas, 62 por incumplir la regulación y 138 por consentimiento de sus 
socios producto de fusiones. Al respecto, la Corporación de Estudios 
para el Desarrollo (CORDES) concluye que, buena parte de la normativa 
para el sector cooperativo emitida en los últimos años se muestra laxa 
frente a la que rige para el sector bancario y en comparación con los 
estándares internacionales de prudencia financiera, por ejemplo, la di-
ferencia de plazos que tienen las cooperativas y los bancos para regis-
trar la cartera morosa lo que repercute en distorsiones en el análisis del 
índice de morosidad.

Por su parte, la titular de la SEPS, en la entrevista del 6 de junio de 
2018, (como se cita en Armas, 2019), manifestó que hasta junio 2018, 
307 COAC, entraron en proceso de liquidación en los 6 años de su 
gestión al frente de la entidad de control del sector cooperativo; ade-
más indicó que estas liquidaciones obedecen no solo a problemas fi-
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nancieros, sino también a la decisión voluntaria de los socios y al in-
cumplimiento del objeto social, es decir cooperativas que en el papel 
aparentemente operan, en realidad no están abiertas y hay que depu-
rarlas.

Se resalta la emisión de dos importantes resoluciones de parte de 
la SEPS y de la Junta de Política y Regulación Financiera del Ecuador 
(JPRF-F) para fortalecer el buen gobierno cooperativo: i) La norma de 
control de Buen Gobierno, Ética y comportamiento para las COAC, Ca-
jas Centrales y Asociaciones Mutualistas de ahorro y crédito para la vi-
vienda (SEPS, 2021), propone diseñar las directrices para el buen go-
bierno cooperativo y la adopción de valores y principios éticos que se 
definirán en el reglamento interno de buen gobierno, propiciando la 
consolidación de las relaciones entre los stakeholders (SEPS, 2021); y, 
ii) La norma de Balance Social para Cooperativas de ahorro y crédito 
y Asociaciones Mutualistas de ahorro y crédito para la vivienda, defi-
nirá los aspectos mínimos a presentar en los informes de gestión sobre 
el cumplimiento de los principios y objetivos sociales; preservación de 
la identidad; incidencia en lo social y comunitario; impacto ambiental; 
educativo y cultural (JPRF, 2022).

A manera de resumen, se establece que la dirigencia de un buen 
gobierno cooperativo, en representación de todos sus asociados y en 
estricta observancia de la legislación vigente, desarrolle una gestión efi-
ciente que procure alcanzar los objetivos institucionales, basados en los 
valores y principios cooperativos que definen su identidad.

El estudio que se presenta reviste interés nacional en virtud que las 
COAC, son las organizaciones que acogen la mayor cantidad de socios 
dentro del sector cooperativo; desarrollan su objeto social bajo regula-
ción y control de entidades públicas, y, contribuyen activamente en el 
mercado financiero nacional. A continuación, se presenta el balance 
general de las principales instituciones financieras.

Al cierre del ejercicio fiscal 2022, según datos reportados por la 
SEPS (SEPS, 2023), las COAC de los segmentos 1, 2, 31 y las asociacio-
nes mutualistas del Sector Financiero Popular y Solidario (SFPS), regis-
tran en activos USD 24,24 mil millones, los pasivos suman USD 21,20 
mil millones, y, el patrimonio alcanza USD 3,04 mil millones. Además, 
en términos de comparación con el sistema financiero ecuatoriano, las 

1 Según la SEPS, las COAC del segmento 1 deben tener un total de activos mayores 
a USD 80 millones, las COAC del segmente 2 deben tener activos entre USD 20 y USD 
80 millones, las del segmento 3 entre USD 5 y 20 millones, las del segmento 4 entre 
USD 1 y USD 5 millones, y, las COAC del segmento 5 hasta USD 1 millón. 
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COAC representaron el 31% del total de activos reportados a nivel na-
cional.

Con estos antecedentes, el objetivo general en esta investigación 
procura determinar las condiciones para cumplir con el buen gobierno 
en una muestra de COAC, del segmento tres de la provincia de Tungu-
rahua, Ecuador.

Además de la introducción, el artículo presenta las siguientes 
secciones: en el capítulo, desarrollo, se describe el modelo de go-
bierno corporativo utilizado, el marco metodológico y los resultados 
del estudio; mientras que en el capítulo 3, se presentan las conclu-
siones.

2. Desarrollo

2.1. Modelo de Gobierno Cooperativo

El diseño de la entrevista, para la recolección de información de las 
unidades seleccionadas del presente estudio, se fundamenta en los li-
neamientos del modelo de gobierno corporativo desarrollado por Al-
tamirano (2020), ajustado sobre la base de los principios cooperativos 
promulgados por la (ACI, 2023) y, validado para ser aplicable en las 
COAC del Ecuador, objeto del presente estudio.

El modelo mencionado en el párrafo anterior detalla los principios 
universales del cooperativismo: i) afiliación voluntaria y abierta, ii) con-
trol democrático, iii) participación económica, iv) autonomía e indepen-
dencia, v) educación, formación e información, vi) cooperación entre 
cooperativas, y, vii) preocupación por la comunidad.

A los principios cooperativos descritos se les asigna un determi-
nado número de sub componentes por orden de prioridad: i) ingreso, 
discriminación y retiro de socios, ii) órgano de gobierno, órgano rec-
tor, Gerencia, órgano de fiscalización, auditorías, ética y resolución 
de conflictos; y, transparencia de información, iii) excedentes, sistema 
contable, sistema de contratación; iv) autonomía e independencia, v) 
educación, formación, información y participación, vi) cooperación 
entre cooperativas, vii) comunidad, empleados y grupos vulnerables; 
estableciéndose, de esta forma, 22 lineamientos que se resumen a 
continuación:
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Tabla 1

Modelo de Gobierno para COAC, según los Principios de la ACI

Principio Cooperativo Sigla N.º Lineamientos

Afiliación voluntaria y 
abierta

AV
1
2
3

Ingreso de socios.
Discriminación de socios.
Retiro de socios.

Control democrático por 
parte de los miembros

CD

4
5
6
7
8
9
10

Asamblea de socios.
Consejo de administración.
Gerencia.
Órgano de fiscalización.
Auditoría interna y externa.
Ética y conflicto de intereses.
Transparencia de información.

Participación económica 
de los miembros

PE
11
12
13

Excedentes.
Sistema contable, estados financieros.
Sistema de contratación.

Autonomía e 
independencia

AI 14 Autonomía e independencia

Educación, formación e 
información

EF

15
16
17
18

Educación.
Formación.
Información.
Participación

Cooperación entre 
cooperativas

CC 19 Cooperación entre cooperativas.

Preocupación por la 
comunidad

PC
20
21
22

Comunidad.
Empleados.
Grupos vulnerables.

Total 22

Fuente: Altamirano (2020) 

2.2. Marco metodológico

El diseño de la presente investigación es no experimental, de tipo 
transaccional descriptivo, porque se centra en analizar las diversas va-
riables y su relación en un espacio de tiempo (Bustamante, 2017).

Considerando las fases de estudio de la investigación cualitativa 
descritas en Mendizábal (2006), y tomando como base las directrices 
del modelo de gobierno corporativo de Altamirano (2020), aplicable al 
sector cooperativo en base de los principios promulgados por la (ACI, 
2023), se presenta a continuación el proceso empírico aplicado.
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La identificación de las unidades de análisis se refiere a las con-
diciones para el cumplimiento del buen gobierno en una muestra de 
COAC del segmento tres de la provincia de Tungurahua, Ecuador.

Sobre la forma de seleccionar las unidades de análisis, se trabajó 
con COAC del segmento tres. La motivación para elegir este segmento 
obedece a tres importantes factores: i) la adecuada gestión de sus pro-
cesos internos, ii) el manejo eficiente de las estructuras de información, 
iii) el relacionamiento para solicitar la información para la investigación. 
Súmese a esto que, al cierre del ejercicio fiscal de 2022, este segmento 
representó el 21% en comparación con el total nacional.

El criterio para la selección de las COAC se dio en función del 
monto de activos disponibles, en el rango entre USD 6 y más de USD 
10 millones de dólares. Se adoptó el muestreo no probabilístico por 
conveniencia, definido por Otzen y Manterola (2017), que permite se-
leccionar los casos asequibles que acepten su inclusión, dada la accesi-
bilidad y proximidad de los sujetos.

En lo relacionado con las posibilidades de acceso a la información 
de campo para este estudio, se aprovechó la experiencia laboral de uno 
de los investigadores en la zona centro del Ecuador. La recopilación de 
información se realizó en dos momentos: en la primera fase se invitó 
a las COAC Rey David, CREDIFACIL y El Calvario para validar la herra-
mienta de recolección de información, y, en la fase final participaron 
las COAC San Martín, SISA, FINANCREDIT y Ecuafuturo.

Se aplicó una muestra cualitativa definida como: «muestreo selec-
tivo de juicio intencional», la cual no prioriza en sí la medición, sino la 
comprensión del fenómeno estudiado; por tanto, el lugar que ocupan 
los participantes en la organización es importante como vía para garan-
tizar el rigor sistemático (Martínez, 2012).

Las unidades de estudio fueron los actores de las tres COAC selec-
cionadas en la persona de su representante legal, a quienes se realizó 
una entrevista guiada para conocer sobre el nivel de cumplimiento de 
los lineamientos de buen gobierno, conocer acerca de su experiencia, 
perspectivas implícitas y explícitas, bajo la premisa que, el Gerente Ge-
neral es el funcionario de mayor experiencia y de alto nivel académico 
dentro de las COAC.

Para recolectar la información, en función del tamaño de la muestra, 
se diseñó una cédula de entrevista con un banco de 22 preguntas, cuya 
aplicación se dio en dos fases: en primer lugar, se implementó la prueba 
piloto para calibrar la entrevista; y, en segundo lugar, sobre la base de 
las sugerencias recibidas, se ajustó el banco de preguntas y se la aplicó 
de forma definitiva. La guía del mencionado banco de preguntas clasifi-
cado según principios y lineamientos se expone a continuación:
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Tabla 2

Guía del Banco de Preguntas de la Entrevista

Principio Cooperativo Lineamientos Preguntas en concordancia con la legislación vigente

1.  Afiliación 
voluntaria y abierta

1.1.  Ingreso de 
socios

1.  ¿Cuáles son los mecanismos más utilizados para incentivar 
el ingreso de nuevos socios a la cooperativa? 
(SEPS, 2022 art. 6); (SEPS, 2012 art. 24)

1.2.  Discriminación 
de socios

2.  ¿Cuáles son los aspectos para destacar sobre la política 
de no discriminación que implementa la cooperativa? (por 
razones de género, edad, religión o de otra naturaleza) 
(SEPS, 2022 art. 5); (Asamblea Nacional del Ecuador, 2011 
art. 129)

1.3.  Retiro de 
socios

3.  ¿Qué enseñanza nos deja la salida de un socio sea por retiro 
voluntario o exclusión? 
(SEPS, 2022 art. 9-10); (SEPS, 2012 art. 25)

2.  Control 
democrático 
por parte de los 
miembros

2.1.  Asamblea de 
socios

4.  ¿Cómo se desarrolla el proceso de adecuación de la 
normativa interna? (estatuto social, reglamento interno, 
reglamento de elecciones y reglamento de buen gobierno) 
(SEPS, 2022 art. 17, num. 1); (SEPS, 2012 art. 29 num. 1)

2.2.  Consejo de 
Administración

5.  ¿Cómo la dirigencia de la cooperativa orienta su gestión 
bajo el lineamiento de los principios cooperativos? 
(SEPS, 2022 art. 21, num. 1); (SEPS, 2012 art. 34 num. 1)

2.3.  El Gerente
6.  ¿Cuáles son los aspectos relevantes del informe mensual 

que presenta el Gerente de la cooperativa? (SEPS, 2022 
art. 36, num. 4); (SEPS, 2012 art. 44 num. 4)

2.4.  Órgano de 
fiscalización

7.  ¿Cómo se implementa el proceso de control interno en la 
cooperativa? 
(SEPS, 2022 art. 22); (Asamblea Nacional del Ecuador, 2011 
art. 40)

2.5.  Auditoría 
interna y 
externa

8.  ¿Cómo se evalúa el cumplimiento de las recomendaciones 
de las auditorías aplicadas a la cooperativa? 
(SEPS, 2022 art. 24, num. 6-7); (SEPS, 2012 art. 38 
num. 6-7)

2.6.  Ética y 
conflicto de 
intereses

9.  ¿Cómo la comisión de Resolución de Conflictos contribuye 
en el buen gobierno de la cooperativa? 
(SEPS, 2022 art. 32); (SEPS, 2012 art. 46)

2.7.  Transparencia 
de la 
información

10.  ¿Qué acogida tienen los canales de comunicación 
disponibles? (cartelera, correo electrónico, redes sociales, 
página web entre otros) 
(SEPS, 2022 art. 41, Disposición general quinta); 
(Asamblea Nacional del Ecuador, 2014 art. 352)
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Principio Cooperativo Lineamientos Preguntas en concordancia con la legislación vigente

3.  Participación 
económica de los 
miembros

3.1. Excedentes

11.  ¿Qué lecciones aprendidas nos deja la política relacionada 
con los excedentes que se generan? 
(SEPS, 2022 art. 17, num. 8); (Asamblea Nacional del 
Ecuador, 2011 art. 53-54)

3.2.  Sistema 
contable. 
Estados 
financieros

12.  ¿Cómo se desarrolla el proceso de aprobación de los 
estados financieros consolidados y el balance social del 
periodo? 
(SEPS, 2022 art. 40-41); (SEPS, 2012 art. 30)

3.3.  Sistema de 
contratación

13.  ¿Cómo se implementan los procesos de contratación 
interna? (Talento humano, bienes o servicios) 
(SEPS, 2022 art. 17, num. 6); (SEPS, 2012 art. 29 num 7)

4.  Autonomía e 
Independencia

4.1.  Autonomía e 
Independencia

14.  ¿Cuáles son los mayores beneficios que recibe su 
cooperativa al ser parte de una red o unión de 
cooperativas? 
(SEPS, 2012 art. 116); (Asamblea General del Ecuador, 
2011 art. 123-124)

5.  Educación, 
formación e 
información

5.1.  Educación

15.  ¿Cuáles son los aspectos relevantes, con la adopción del 
programa de educación, capacitación y bienestar social de 
la cooperativa? 
(SEPS, 2022 art. 21, num. 18); (SEPS, 2012 art. 34, 
num 18)

5.2.  Formación

16.  ¿Cómo se prepara su cooperativa para asumir el proceso 
natural de renovación de la dirigencia? 
(SEPS, 2012 art.134); (Asamblea Nacional del Ecuador, 
2011 art. 132, num. 4)

5.3.  Información

17.  ¿Cómo se implementa el proceso relacionado con la 
gestión integral de información y manejo eficiente de 
estructuras de información? 
(SEPS, 2022 art. 36, num. 12-14); (SEPS, 2012 art. 44, 
num 12-14)

5.4.  Participación

18.  ¿Cómo se refleja la participación del asociado en las 
actividades patrocinadas por la cooperativa? (Eventos 
socioculturales, deportivos y celebración de fechas 
importantes) 
(SEPS, 2022 art. 7, párr. b, num. 5); (Asamblea Nacional 
del Ecuador, 2011 art. 29)

6.  Cooperación entre 
Cooperativas

6.1.  Cooperación 
entre 
Cooperativas

19.  ¿Cuál (es) de los convenios suscritos por la cooperativa, 
aportan claros beneficios en la gestión institucional? 
(SEPS, 2022 art. 36, num. 2); (SEPS, 2012 art. 44, num. 2)



Cumplimiento del Buen Gobierno en Cooperativas... Ricardo Edison León Palacio, Carlos Andrés Oñate-Paredes

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 95-120

106 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3171 • https://dec.revistas.deusto.es 

Principio Cooperativo Lineamientos Preguntas en concordancia con la legislación vigente

7.  Preocupación por 
la comunidad

7.1.  Comunidad

20.  ¿Cómo aporta la cooperativa, con acciones concretas para 
el cuidado del medio ambiente y a potenciar sinergias con 
actores locales? 
(SEPS, 2022 art. 3); (Asamblea Nacional del Ecuador, 2011 
art. 22)

7.2.  Empleados

21.  ¿Cómo se implementa la evaluación del talento humano y 
la correspondiente actualización de conocimientos? 
(SEPS, 2022 art. 24-36, num. 4-5); (SEPS, 2012 art. 38-44, 
num. 4-5)

7.3.  Grupos 
vulnerables

22.  ¿Cómo se integran en la dirigencia de su cooperativa los 
jóvenes entre 18 y 30 años y los líderes mayores de 60 
años? 
(SEPS, 2022, Disposición general tercera)

PUC = 7 Lineamientos = 22 Preguntas de la entrevista = 22

Fuente: Altamirano (2020)

2.3.  Resultados de la aplicación del modelo de gobierno en COAC

Los resultados de la investigación se presentan considerando los 
principios cooperativos promulgados por la ACI y los 22 lineamientos 
anteriormente descritos.

PrinciPio 1: adhESión voluntaria y aBiErta

Ingreso de socios

Para el ingreso de asociados en las COAC, la estrategia que per-
mite captar nuevos socios de forma eficiente son las campañas promo-
cionales puerta a puerta dentro del área de cobertura y también con la 
visita a las comunidades aledañas, aprovechando las festividades y ac-
tos socioculturales. 

Otro aspecto que contribuye con el ingreso de nuevos socios está 
ligado con la entrega del crédito, pues al brindar un servicio de calidad, 
se genera empatía y reciprocidad de parte de los usuarios financieros. 
Si bien este proceso inicia con la difusión al asociado, también se busca 
la participación de sus amigos, familiares y conocidos, quienes deman-
dan trámites simplificados y tecnología acorde con las nuevas tenden-
cias informáticas y de comunicación, favoreciendo así la fidelización del 
socio. 
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Discriminación de socios

En lo relacionado con la discriminación de socios por varios facto-
res, se manifiesta que, hasta la actualidad no se han presentado de-
nuncias y/o procesos legales por casos de discriminación; por el contra-
rio, se trabaja de forma coordinada entre los diferentes grupos raciales, 
se practica el libre ingreso y la salida del socio, aspectos que se operati-
vizan en el reglamento interno de las instituciones.

Asimismo, se dispone que, la cooperativa no otorgará privilegios al 
asociado, ni por «ser directivo, fundador, benefactor, proveedor, fun-
cionario o trabajador, ni los discriminará por razones de género, edad, 
etnia, religión o de otra naturaleza» (SEPS 2022, art. 5).

Retiro de socios

En el caso de retiro de socios, el evento que se presenta con ma-
yor frecuencia es la renuncia voluntaria, motivado en este tiempo por 
la acumulación de certificados de aportación, ante lo cual el socio opta 
por cerrar su cuenta para que se le reembolsen estos ahorros. Otras ve-
ces obedece a la mala atención por parte de un funcionario, por tener 
cuentas en otras instituciones financieras, por falta de educación finan-
ciera y cultura de ahorro; o, finalmente, porque buscó la cooperativa 
solo para tomar crédito.

La salida del socio sí es una baja en la gestión institucional, de ahí 
la importancia de contrarrestarla con seguimiento y acompañamiento a 
todos los asociados, a lo cual se añade intensificar la gestión para el in-
greso de nuevos socios e implementar mejores productos y servicios fi-
nancieros.

PrinciPio 2: GEStión dEmocrática dE loS miEmBroS

Asamblea de socios

En la conformación de la asamblea general de los socios de la 
cooperativa se menciona la presencia de ciertas debilidades, motivadas 
por la forma de elegir al órgano de gobierno, situación que afecta la 
adecuada gestión de las funciones encomendadas.

Los representantes y directivos cuentan con el apoyo técnico de 
parte del asesor jurídico, contador, auditor, procesos internos, riesgos, 
crédito, con quienes se reúnen periódicamente para trabajar y definir 
esquemas prácticos amalgamados en los procesos internos. Además, 
reciben asistencia técnica de entidades privadas, redes y uniones de 
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cooperativas para cumplir los varios requerimientos de la legislación vi-
gente.

El Consejo de Administración

Se constituye en una instancia técnica, encargada de operativi-
zar la filosofía institucional, las políticas y metodologías de trabajo. Si 
bien procura la selección de los mejores miembros para este cargo, se 
constataron deficiencias por diferentes factores, que limitan cumplir de 
forma eficiente sus funciones, ante lo cual Gerencia y las áreas operati-
vas se organizan como el equipo técnico de apoyo del Consejo de Ad-
ministración.

El órgano rector se encarga de cumplir los principios y valores de la 
EPS, y del cooperativismo (SEPS, 2012, art. 34), partiendo del principio 
emblema como es la cooperación entre cooperativas; pero para el caso 
de la zona de estudio, se menciona que «la unión entre cooperativas 
en la zona de Tungurahua se ha complicado».

El Consejo de Administración también trabaja en lo relacionado 
con la adhesión voluntaria y abierta, control democrático, participación 
económica y autonomía e independencia, pues éstos son conceptos 
que están relacionados con el objeto social de las COAC investigadas. 
Asimismo, sobre los principios de educación, formación e información, 
si bien hay esfuerzos aislados, aún no se trabaja como se debería para 
institucionalizar la educación, capacitación y formación del asociado 
(SEPS, 2012, art. 34, núm. 18).

A esto se añade que el interés por la comunidad, de parte de la 
cooperativa, no se lo trabaja en el marco de una política institucional, 
sino en base a algunos esfuerzos individuales con la firma de convenios 
de cooperación con actores locales y la realización de acciones puntua-
les o coyunturales.

Gerencia

El Gerente de la COAC desempeña un rol fundamental en la ges-
tión integral y en la adopción de los postulados filosóficos que se des-
criben en el objeto social. Dentro de sus atribuciones y deberes, se 
prioriza cumplir de forma integral la legislación vigente para el sector 
cooperativo (SEPS, 2012, art. 44).

Todos los meses se informa a la administración sobre la situación 
financiera de la institución y los avances en las herramientas de ges-
tión: Plan Estratégico, Plan Operativo Anual, y Presupuesto, priorizando 
el objetivo estratégico del periodo, el estado de los productos y servi-
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cios financieros principales y complementarios, los aspectos relevantes 
en la gestión administrativa y de capacitación en las diferentes áreas; y, 
como un tema complementario, se menciona el componente solidario 
y la ayuda social.

El Gerente es el representante legal, judicial y extrajudicial, de 
la cooperativa de libre designación y remoción por parte del órgano 
rector, se responsabiliza de la gestión y administración integral. En 
caso de ausencia lo reemplazará el subrogante que deberá acreditar 
los mismos requisitos que el titular (Asamblea General del Ecuador, 
2011, art. 45).

Órgano de fiscalización

El órgano de fiscalización o Consejo de Vigilancia se encarga de: 
controlar las actividades económicas, vigilar el cumplimiento de las nor-
mas contables, la auditoría interna e informar sobre la razonabilidad de 
los estados financieros, balance social y gestión de la cooperativa.

Los miembros del Consejo de Vigilancia, en el cumplimiento de sus 
funciones, requieren coordinar y trabajar en equipo con el auditor in-
terno, controlan los procesos internos, y, previa aceptación, presentan 
el informe mensual a la SEPS bajo los principios de reciprocidad y co-
municación transparente.

El Consejo de Vigilancia es el órgano de fiscalización o de control 
interno de las actividades económicas de la cooperativa. Está integrado 
por mínimo tres y máximo cinco vocales principales y suplentes, elegi-
dos en asamblea general; durarán en funciones el tiempo definido en 
el estatuto social (Asamblea Nacional del Ecuador, 2011, art. 40). 

Auditoría interna y externa

Los diferentes exámenes de auditoría aplicados a las COAC, han 
permitido mejorar los procesos internos y la gestión integral de la ins-
titución. El insumo principal de las auditorías son las recomendaciones 
sobre los hallazgos o debilidades identificadas, que también incluyen 
actividades específicas, mismas que se revisan de forma integral y se 
coordina con el área o departamento responsable de esta observación, 
para corregir dichas falencias.

El responsable de la auditoría interna realiza el seguimiento de las 
recomendaciones en todas las áreas; cuando se ha rectificado, se in-
forma a la entidad de control, quién da el visto bueno. Por lo general, 
se ha presentado un adecuado cumplimiento de las recomendaciones 
de las auditorías internas y externas.



Cumplimiento del Buen Gobierno en Cooperativas... Ricardo Edison León Palacio, Carlos Andrés Oñate-Paredes

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 95-120

110 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3171 • https://dec.revistas.deusto.es 

Ética y conflicto de intereses

En el sector cooperativo se presentan, aunque de forma eventual, 
ciertos conflictos entre los diversos agentes. Por ejemplo: hay socios 
que se acercan a un funcionario o al mismo Gerente y reclaman, no 
siempre de forma cordial, de alguna información incorrecta sobre los 
productos o servicios ofrecidos, o por el trato recibido de quién lo aten-
dió. Esta situación obliga a la creación de una comisión técnica para 
solventar los reclamos del asociado.

La Comisión de Resolución de Conflictos velará por resolver los 
conflictos internos que se presentaren, procurando en la mayoría de los 
casos, dar la razón al socio, pues si la COAC no acoge la denuncia ade-
cuadamente, el denunciante podría insistir en la SEPS. La Comisión de 
Resolución de Conflictos es permanente y se encuentra en proceso de 
constante capacitación.

Como punto negativo, se percibió la renuencia de ciertos direc-
tivos en asistir a las sesiones de los Consejos, en virtud que personas 
allegadas (conocidos, familiares) se encuentran en curso de demandas 
por peculado en otras entidades financieras. Sobre este tema, los voca-
les de algún Consejo que injustificadamente no asistan a tres sesiones 
consecutivas o seis durante un año perderán su calidad y serán reem-
plazados por el suplente (SEPS, 2022 art.29). 

En caso de subsistir conflictos, luego de agotado el procedimiento 
interno, se acudirá ante un centro de mediación legalmente autori-
zado. La exclusión del asociado se podrá apelar ante la SEPS, adjun-
tando copia del acta de imposibilidad de mediación, emitida de este 
proceso; estos procedimientos no obstruyen el derecho del socio 
de acudir ante la justicia ordinaria en caso que así lo requiera (SEPS, 
2022).

Transparencia de información

Para difundir la información al asociado, las COAC, entrevistadas 
aprovechan las redes sociales (Instagram, Facebook, Tik Tok), también 
WhatsApp, página web, correo electrónico. Además, se mantiene un 
espacio promocional y publicitario en radios locales y espacios pauta-
dos en redes y radios digitales.

Para mantener activos estos canales de comunicación, se cuenta 
con el apoyo de un técnico en esta rama profesional, que da cuenta de 
los seguidores y la retroalimentación de los socios; esto representa una 
carta de presentación de la cooperativa, principalmente ante los jóve-
nes. No obstante, las COAC perciben que aún falta ajustar el compo-
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nente tecnológico, no solo por un tema de pandemia, sino por la nece-
sidad de adecuarse a las nuevas tendencias de digitalización.

PrinciPio 3: ParticiPación Económica dE loS miEmBroS

Excedentes

Los excedentes generados al final del periodo en la cooperativa se 
gestionan de acuerdo con lo que determina la ley. Definido el monto 
de excedentes del periodo, será responsabilidad de la asamblea resol-
ver lo más conveniente para los intereses de la institución, optando, en 
la mayoría de los casos, por la recapitalización como mecanismo para 
fortalecer el patrimonio. 

En caso de que se decidiera la distribución al asociado, y, conside-
rando que la relación entre el monto del excedente comparado con el 
número de socios es baja, no existiría, en promedio, mayor impacto en 
la situación económica de los socios, siendo ésta una razón más para 
optar por la capitalización.

Sistema Contable y Estados Financieros

Las COAC generan balances diarios, los cuales gerencia deberá 
presentar a la administración de forma mensual, quienes a su vez resol-
verán aprobar o rechazar. Cabe resaltar que este proceso no presenta 
mayores novedades, pues se trabaja de forma conjunta entre Geren-
cia y el Consejo de Administración. Al respecto de los estados financie-
ros consolidados anuales, la Asamblea General resolverá lo pertinente 
en la primera asamblea ordinaria convocada hasta el 31 de marzo del 
próximo año. Cabe resaltar que existe una revisión mensual que facilita 
el estudio y aprobación anual.

Sobre el balance social, para las COAC contactadas es el primer 
año en que este proceso se implementa de forma estructurada, sobre 
la base de los principios universales del cooperativismo. Se destacan va-
rias actividades en beneficio de la comunidad en lo relacionado con as-
pectos culturales, educativos, medio ambiente, apoyo para deportistas, 
jóvenes y niños.

Sobre las normas contables, se establece que las organizaciones 
amparadas en esta Ley implementarán las normas contables dispuestas 
por la SEPS, además de las disposiciones tributarias vigentes (Asamblea 
Nacional del Ecuador, 2011, art. 13). 

Además, todas las entidades del sistema financiero nacional im-
plementarán un sistema de control interno que asegure la efectividad, 
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eficiencia en el desarrollo de sus actividades, la confiabilidad de la in-
formación, y, el cumplimiento de la legislación aplicable para el sector 
cooperativo (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014 art. 227). 

Las normas contables se implementarán según lo definido en el Ca-
tálogo Único de Cuentas dispuesto por la SEPS. En el reglamento in-
terno se definirá los procedimientos para el debido control de las ac-
tividades económicas, las medidas para asegurar la confiabilidad de 
la información financiera, y, el cumplimiento de las normas vigentes 
(SEPS, 2022 art. 40).

Sistema de contratación

En las COAC analizadas, la contratación de bienes o servicios se 
autoriza en tres niveles jerárquicos: gobierno, dirección y operativo. 
Cuando la cuantía a contratar es de monto significativo, se conforma 
una comisión con conocedores del tema objeto de contratación, quie-
nes orientan el análisis de la información presentada para, posterior-
mente, proceder en base de las recomendaciones de la comisión y se-
gún lo definido en la normativa sobre esta materia. 

Se cuenta con manuales para contratación de proveedores me-
diante la emisión de proformas que se califican y eligen en función de 
los rubros y montos.

La contratación del talento humano inicia con la promoción en las 
redes sociales del perfil del cargo a contratar, se reciben las carpetas de 
los postulantes, se llama para las entrevistas, y se escoge al ganador, 
con quien realizan el proceso de inducción teórico y práctico. En algu-
nos casos, buscando dar oportunidad al talento humano local, se es-
tablecen parámetros obligatorios para contratar al personal como: lu-
gar de nacimiento, nivel de estudios académicos, entrevista personal y 
prueba de méritos para el cargo, entre otros.

PrinciPio 4: autonomía E indEPEndEncia

Las cooperativas en sus localidades se constituyen en referentes de 
la comunidad y en dinamizadores de la economía local, que gestionan 
estratégicamente convenios de cooperación con entidades públicas y 
privadas, en los que se asegure el control y seguimiento y no se com-
prometa la autonomía institucional.

Las COAC que hacen parte del estudio participan en calidad de so-
cias y en otras como usuarios de los servicios que ofrecen los organis-
mos de integración y representación, redes o uniones de entidades fi-
nancieras como: RENAFIPSE, EQUINOCCIO, FECOAC, REFIDER, REFLA, 
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REFSE, UPROCACH, UCOAC Manabí, CAAP.  A la fecha, la provincia 
de Tungurahua no cuenta con una red de entidades financieras propia 
que represente al segmento de la EPS. 

Para la sostenibilidad de las diferentes redes, sus socias reconocen 
una membresía mensual y a cambio demandan mayor gestión e involu-
cramiento para cumplir las exigencias y resoluciones emitidas periódica-
mente, para no caer en incumplimiento o ser sancionada. Se manifiesta 
que la relación con las redes se ha deteriorado, pues existe un limitado 
apoyo y deficiente gestión en los procesos de incidencia política.

PrinciPio 5: Educación, Formación E inFormación

Educación

Las COAC imparten una hora de clase por semana al personal téc-
nico de la institución sobre el tema de educación cooperativa. Para los 
representantes y vocales de los consejos se trabaja el tema de buen go-
bierno, en coordinación con una COAC del segmento 1. Por otro lado, 
para el personal operativo se capacita de forma permanente en los te-
mas de: crédito, atención al cliente e inversiones; y, para los nuevos y 
futuros socios, se considera la capacitación en educación financiera. 

El plan de capacitación interna de todas las áreas que forman la 
cooperativa lo levanta talento humano sobre la base de los requeri-
mientos de capacitación recomendados en la última auditoría interna.

Formación

La formación del socio de la cooperativa se inicia en los proce-
sos de capacitación, comunicación e información transparente que se 
le brinde. Para ser parte del órgano de gobierno o de dirección de la 
cooperativa, se debe participar en un proceso electoral, definido inte-
gralmente en el reglamento de elecciones.

El proceso electoral lo coordinará el comité electoral; se eligen mí-
nimo treinta representantes con los respectivos suplentes, de aquí salen 
los directivos para los próximos cuatro años, estos vocales reunidos de-
signarán presidente, vicepresidente y secretario para administración y 
vigilancia respectivamente.

Información

En lo relacionado con las estructuras de información exigidas para 
las COAC del segmento 3, se definen formatos y plazos para la presen-
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tación, donde el cumplimiento de este requisito se trabaja de forma 
coordinada entre las áreas de riesgos, sistemas, cumplimiento, contabi-
lidad, auditoría y crédito.

Realizados los cierres de los estados financieros al último día del 
mes, el primer día del mes siguiente se procede con el llenado de las 
estructuras de información; buena parte de la información está auto-
matizada.

Participación

La participación de los jóvenes en las COAC ha permitido que me-
joren los indicadores relacionados con el número de socios, captación 
y colocación, como consecuencia de aprovechar la sintonía con los jó-
venes organizados en las comunidades, quienes se reúnen en clubs de-
portivos, forman su directiva y dirigen una petición a la COAC, para 
que se les financie balones camisetas e implementos deportivos.

Por otro lado, se apoya la comercialización con la entrega de 
stands para mejorar las ventas de la producción generada, aprove-
chando la realización de las ferias de cada año. Se motiva la concu-
rrencia de los demandantes con la actuación de grupos folclóricos, ar-
tísticos; con esto, la gente llega, el productor vende y al final el directo 
beneficiario es el asociado.

Una estrategia que favorece la consolidación de la imagen institu-
cional está relacionada con la participación del asociado en los eventos 
patrocinados por las COAC, que a decir de los entrevistados es satisfac-
toria.

PrinciPio 6: cooPEración EntrE cooPErativaS

La cooperación entre cooperativas, postulado emblema del sector 
cooperativo, no se consolida como una estrategia válida para su for-
talecimiento; por el contrario, entre las cooperativas del sector se pre-
senta fuerte competencia por el nicho de mercado y por captar socios, 
generando pugnas y divisiones. En este contexto, las redes y uniones 
de cooperativas están llamados a generar espacios de comunicación y 
de encuentro. 

Se gestionan convenios de cooperación interinstitucional con 
cooperativas del segmento uno, principalmente para eventos de capa-
citación especializada, seguimiento al componente financiero e inver-
sión. 

Si bien se presenta un fuerte vínculo de pertenencia y territoriali-
dad, a la fecha no se registra ningún convenio entre las cooperativas 
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de los segmentos tres, cuatro y cinco. Añádase que, las cooperativas 
del segmento uno y dos, no invierten en cooperativas del segmento 
tres, debido al riesgo inherente de éstas.

PrinciPio 7: intEréS Por la comunidad

Comunidad

En las comunidades donde se asientan las COAC se generan varias 
acciones de apoyo al medio ambiente: limpieza de quebradas y la refo-
restación de estas zonas en coordinación con el Gobierno Autónomo 
Descentralizado (GAD) parroquial y la comunidad; instalación de reci-
pientes para reciclar botellas; recolección de plástico residual de la pro-
ducción agrícola y envases de químicos y fertilizantes. 

Además, en los parques de sectores periféricos se ha colocado 
«Eco Tachos» para recolectar la basura, debidamente identificados 
para desechos orgánicos e inorgánicos, en los que se incluye el iden-
tificativo de la cooperativa. En los centros educativos aledaños se im-
parte capacitación sobre la importancia de la adecuada gestión de los 
desechos sólidos. 

En cuanto a la oferta de productos financieros, se prohíbe entregar 
crédito para el desmonte de campos; se realizan acciones para minimi-
zar la tala de árboles y el uso de papel.

Empleados

Los empleados de las diferentes áreas que integran las COAC, la-
boran en función del cumplimiento de metas de corto y mediano plazo 
en: captación, colocación, recuperación, cumplimiento de requerimien-
tos del organismo de control, entre otras.

El responsable de talento humano diseña el cronograma y define el 
presupuesto de capacitación anual, el personal se evalúa cada tres me-
ses. Se incentiva al personal para que mejoren sus conocimientos, habi-
lidades y destrezas y para que sigan una carrera profesional relacionada 
con las funciones que desempeñan. Se implementa una política de pre-
ferencia y reconocimiento económico a los que concluyen la carrera 
profesional y se mantienen procesos de capacitación continua. 

Grupos vulnerables

Los jóvenes registran una importante participación en la instan-
cia de gobierno y de dirección de las COAC, como una estrategia para 
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aprovechar las ganas y el empeño que le ponen en el cumplimiento de 
las metas definidas en cada periodo. Los jóvenes se integran de forma 
eficiente a la dinámica institucional y en su mayoría cumplen con el 
perfil requerido de la formación profesional para ser miembro directivo 
de la COAC.

En el caso de las personas adultas, su experiencia, sabiduría, res-
peto y liderazgo, no se aprovecha en debida forma, bajo el supuesto 
del limitado empeño por estudiar y capacitarse; de todas formas, se 
deja abierta la posibilidad para que se inscriban y participen del pro-
ceso electoral y tengan la posibilidad de ser parte del gobierno de la 
cooperativa, previo al cumplimiento de lo dispuesto en el reglamento 
de elecciones.

3. Conclusiones

El sector cooperativo, según los datos informativos emitidos por 
la SEPS, al cierre del ejercicio fiscal 2022, decrece en 11% en compa-
ración con el año anterior y registra el cierre del 18% de las COAC, a 
nivel nacional. Liquidaciones que, a decir de la titular de la entidad de 
control, obedecen no solo a problemas financieros, sino también a la 
decisión voluntaria de los socios y al incumplimiento del objeto social, 
aspectos estrechamente ligados a la forma de gobernar estas empre-
sas, de ahí la importancia de impulsar las buenas prácticas de gobierno 
cooperativo.

La presente investigación, se propuso determinar las condiciones 
para alcanzar un nivel aceptable en la gestión del gobierno coopera-
tivo, tema relacionado con la observancia de la legislación vigente y 
la adopción de los valores y principios de la EPS, y del cooperativismo 
ecuatoriano. El análisis del gobierno cooperativo, se lo presentó desde 
un enfoque cualitativo, sintetizando contenidos relevantes de fuentes 
de información primarias y secundarias, e implementando entrevistas 
direccionadas a cuatro representantes legales de COAC, del segmento 
tres de la provincia de Tungurahua, Ecuador.  

Los requisitos para la designación de los directivos o representante 
legal de una cooperativa se registran detalladamente en la norma-
tiva vigente; y, según el segmento donde se ubique la cooperativa, los 
miembros del directorio y Gerencia acreditarán formación y capacita-
ción en áreas afines a las funciones a desempeñar.

El nivel directivo, administración y vigilancia se los concibe como ins-
tancias técnicas para dirigir y controlar la gestión integral de las COAC, 
pero en ambos casos se presentan dificultades en su conformación, 
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dado que la selección de los integrantes para estos importantes cargos 
no es la más viable, optándose por cumplir este proceso bajo el para-
guas del principio de participación democrática para la designación de 
los nuevos directivos, pero que en la práctica, no obedecen a los criterios 
competentes emitidos por la entidad de control del sector cooperativo.

Se presenta como una constante, que los requisitos para la desig-
nación del gerente se cumplen en debida forma, no así para la dirigen-
cia, donde se presentan ciertas dificultades para su conformación, de-
biendo suplirse esta falencia, con una selección poco estratégica de sus 
miembros, que provoca ciertos incumplimientos de las funciones asig-
nadas y un estado pasivo en la gestión de la dirigencia. Otro aspecto 
importante del que se da cuenta, son los procesos legales en curso de 
dirigentes conocidos del sector, relacionados con el delito de «pecu-
lado», situación peligrosa que ocasiona la merma en la participación de 
los nuevos dirigentes. Para suplir de cierta forma esta debilidad, Geren-
cia y las áreas operativas se constituyen en el equipo técnico de apoyo 
de la dirigencia. 

Se destacan los esfuerzos por cumplir la Norma de control sobre los 
principios y lineamientos de Educación Financiera (SEPS, 2020), pero 
también se presenta que, la Educación Cooperativa ha pasado a se-
gundo plano y en ciertas instituciones, se lista como un mero requisito 
para el ingreso de nuevos socios. Si bien estos requerimientos se cum-
plen ante la entidad de control, a lo interno de la organización se regis-
tra un limitado avance.

Los programas de educación, capacitación y formación de las 
COAC no se diseñan e implementan desde su verdadera necesidad; es 
decir, que esté debidamente estructurado para todas las áreas que la 
conforman, en su reemplazo gestionan determinados talleres de capa-
citación para ciertas áreas, para así solventar las urgencias con temas 
de actualidad, exigidos por la entidad de control. En este punto, la op-
ción es acceder a los eventos de capacitación que ofrecen entidades 
públicas y privadas a nivel nacional. En este contexto, se recomienda 
plantear la educación cooperativa desde una consensuada política in-
terna, para favorecer la gestión económica y el logro de los objetivos 
institucionales, para lo cual el órgano rector conformará las comisiones 
de Resolución de Conflictos y de Educación, de duración permanente.

Pese a que la provincia de Tungurahua es la zona donde se asien-
tan la mayor cantidad de COAC, a nivel nacional, a la presente fecha 
no registra ni un solo convenio de cooperación entre cooperativas; asi-
mismo, a pesar del esfuerzo desde el sector privado por apoyar y orga-
nizar al sector cooperativo, no se ha logrado constituir una red de inte-
gración de entidades financieras.
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El principio de solidaridad, como característica de las COAC no está 
presente; por el contrario, su desempeño se asemeja al de cualquier 
banco tradicional, que se orienta por la teoría del capital y no por va-
lores y principios intrínsecos en los asociados de una empresa coopera-
tiva.

En el principio de interés por la comunidad se destaca la colabora-
ción puntual al trabajo de actores públicos locales en beneficio del me-
dio ambiente: reforestación de zonas de interés social, colaboración 
para la administración eficiente de desechos sólidos. Asimismo, a lo in-
terno de las COAC, se emprenden acciones concretas como: simplifica-
ción de los documentos impresos para los trámites que realizan los aso-
ciados, reciclaje y reutilización del papel, cartón y plástico.

El representante legal de las COAC juega un rol trascendental en 
el cumplimiento de los postulados filosóficos y en la gestión integral, 
pues de su liderazgo y de la visión institucional que ponga en marcha, 
dependerán los resultados alcanzados y la sostenibilidad institucional 
futura, con este propósito se prioriza el pilar financiero, como el com-
ponente más relevante y factor de éxito en la gestión institucional; su-
mado a esto, el intenso flujo y la responsabilidad del cargo, presionan 
para que se de prevalencia al aspecto financiero y de cierta forma se 
rezaguen los componentes administrativo, operativo y social.

Las COAC acatarán obligatoriamente las disposiciones normativas 
de las entidades de regulación y control, requerimientos que deman-
dan la participación de los órganos de gobierno y dirección, pero prin-
cipalmente de Gerencia y las áreas operativas.

La resolución, sobre Buen Gobierno Cooperativo tiene como pro-
pósito, la construcción del marco normativo y el establecimiento de 
reglas claras con los stakeholders, e incluirán los principios de la EPS 
y otros principios relacionados con la ética, transparencia de informa-
ción, responsabilidad, igualdad de trato al socio y la gestión de la diri-
gencia en el cumplimiento de metas, objetivos y políticas instituciona-
les.

El Balance Social para las COAC ya cuenta con una norma especí-
fica, esta resolución dispone que, al presentar los informes de gestión 
ante la SEPS, se acrediten los avances en el cumplimiento de los princi-
pios y objetivos sociales, preservación de la identidad cooperativa, de-
sarrollo social y comunitario, impacto ambiental, educativo y cultural.

Al final, los resultados esperados de la gestión del Buen Gobierno 
de las COAC dependen de la observancia permanente, de lo establecido 
en la legislación aplicable al sector cooperativo, lo cual, si bien presenta 
amplio desarrollo, conviene priorizar los artículos relevantes para su es-
tudio y aplicación. Sobre esta base se adhieren transversalmente los 
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principios de la EPS, y los principios del cooperativismo, que se soportan 
en los reglamentos de Balance Social y Buen Gobierno Cooperativo, do-
cumentos que deberán interiorizarse e incorporarse, a la brevedad posi-
ble dentro de las herramientas de gestión de la institución.
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Resumen: Uno de los factores para un crecimiento económico inclusivo 
es el acceso a de la población al sistema financiero formal. El presente artículo 
busca evidenciar la relación entre el derecho humano a la inclusión y el Sector 
financieros popular y solidario. Para ello, el trabajo explora el alcance del dere-
cho humano a la inclusión financiera y su estrecha vinculación con los princi-
pios de este Sector. Finalmente, esta contribución enfoca el aporte del Sector 
en la concretización de la bancarización en el Ecuador. El artículo se funda-
menta en fuentes bibliográficas especializadas y en índices provenientes de ba-
ses de datos relacionadas con el sistema financiero ecuatoriano.

Palabras clave: derechos humanos, inclusión financiera, Sector Financiero 
Popular y Solidario, Ecuador

Abstract: One of the factors for an inclusive economic growth is the pop-
ulation's access to the formal financial system. This article seeks to demon-
strate the relationship between the human right to financial inclusion and the 
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Popular and Solidarity-based Financial Sector. To achieve this objective, this 
contribution explores the scope of the human right to financial inclusion and 
its close connection with the principles of this Sector. Finally, the present work 
focuses on the input of this Sector in the concretization of the access to fi-
nancial services in Ecuador. The article is based on specialized bibliographic 
sources and Ecuadorian financial system databases indexes.

Keywords: human rights, financial inclusion, Solidarity-based Financial 
Sector, Ecuador
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Introducción

La bancarización de las personas a nivel global ha aumentado sig-
nificativamente. En el 2021 el 76% de personas en el mundo poseían 
una cuenta en una institución financiera. En países en desarrollo esta 
tasa de crecimiento fue aún mayor. El índice de inclusión financiera 
también fue positivo en Ecuador. El 64% de la población ecuatoriana 
mayor de quince años tenía una cuenta bancaria para el mismo año. 
No obstante, el 36% de esta población todavía no se integra formal-
mente al sistema financiero nacional. Las mayores brechas de exclusión 
están relacionadas con el ingreso, el género y la distancia geográfica 
con los centros de atención.

En este contexto, el presente artículo tiene como principal obje-
tivo evidenciar el estrecho vínculo entre el derecho humano a la inclu-
sión financiera y el Sector financiero popular y solidario (SFPS). Para ello 
el artículo abordará el alcance y contenido de la inclusión financiera 
como un derecho humano y la necesidad de su reconocimiento para 
avanzar en la implementación de políticas públicas dirigidas a conso-
lidar el acceso, especialmente de la población más vulnerable a servi-
cios financieros adecuados, asequibles y de calidad. Posteriormente, el 
artículo analizará la contribución del SFPS en la concretización de este 
derecho. Finalmente, el artículo enfocará el aporte de este Sector en el 
desarrollo de la inclusión financiera en el Ecuador y los retos que aún 
debe enfrentar el sector financiero ecuatoriano para eliminar las ba-
rreas de exclusión.

1. El derecho humano a la inclusión financiera

Antes de abordar el derecho humano a la inclusión financiera, es 
necesario analizar la otra cara de la moneda: la exclusión financiera. 
Esta se plantea como la falta de acceso a servicios financieros, adecua-
dos y asequibles, por parte de grupos vulnerables de la población de-
bido a la confluencia de una o más barrearas (Queralt, 2016, 80). La 
exclusión puede ser activa o pasiva (Kumar, 2017, 5). El primer tipo de 
exclusión se relaciona con barreras provenientes del Estado o del pro-
pio sistema financiero formal; mientras que el segundo se genera a 
partir de las brechas vinculadas con las condiciones, situaciones o deci-
siones de aquellos que no son parte del sistema.

Entre las barreras relacionadas con la exclusión activa están la re-
gulación y las restricciones al mercado, como los controles en la tasa 
de interés; los altos costos financieros, relacionados con tarifas, tasas 
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de interés, costos de seguridad; la burocracia, vinculada con la docu-
mentación requerida para contratar servicios bancarios o la necesidad 
de avales para solicitar un préstamo; la distancia física con los centros 
de atención que afecta especialmente a los sectores rurales; y la discri-
minación, el acceso a servicios financieros se puede ver impedido por 
motivos de condición migratoria, género, edad (Queralt, 2016, 80; RFD 
2023, 19). Por otro lado, la exclusión pasiva se vincula a brechas de ca-
rácter económico, de género y educativas. Un obstáculo decisivo para 
acceder al sistema financiero es el nivel de ingreso y la precaria situa-
ción laboral. Otra brecha es la de género. La exclusión financiera de las 
mujeres se origina a raíz de múltiples factores, como su falta de cono-
cimientos financieros, la desigualdad en los ingresos, su desventaja en 
acceder a fuentes generadoras de empleo, su falta de autonomía en la 
toma de decisiones financieras dentro del hogar, entre otras (Orellana, 
2014, 319; RFD, 2023). Una brecha adicional constituye el analfabe-
tismo financiero, la falta de conocimientos sobre el sistema y el funcio-
namiento de los productos y servicios (Queralt, 2016, 80).

Ante estas barreras de exclusión, la inclusión financiera se plantea 
como un mecanismo que tienen todas las personas sin ningún tipo de 
distinción para acceder y usar efectivamente servicios financieros for-
males (Queralt, 2016, 81; RFD, 2023, 5). En tal sentido, el objetivo de 
la inclusión financiera es la eliminación de barreras mediante la adop-
ción de medidas como la constante innovación, especialmente tecnoló-
gica; la integración de nuevos proveedores de servicios; y el desarrollo 
de nuevos servicios y medios de entrega (CGAP, 2012, 8).

Cuatro pilares sustentan la inclusión financiera. Estos son el acceso, 
uso, educación financiera y protección al usuario y consumidor (Luma 
Ramos, 2018, 17; Arregui Solano, Guerrero Murgueytio y Ponce Silva, 
2020, 43-4). El acceso se refiere a la oferta de servicios por parte de 
instituciones financieras. El uso se relaciona con el empleo real y efec-
tivo de estos servicios. La educación financiera promueve el fortaleci-
miento de capacidades, habilidades, destrezas y conocimientos con dos 
objetivos, mejorar la gestión de las finanzas personales y proteger a los 
clientes y usuarios1 de prácticas abusivas. Finalmente, la protección de 
los consumidores apunta a garantizar el efectivo ejercicio de los dere-
chos a los clientes y usuarios del sistema financiero. La concreción de 
estos cuatro pilares plantea varios desafíos.

1 Es importante distinguir entre clientes y usuarios financieros. Los clientes financie-
ros son personas naturales o jurídicas que usan servicios financieros a través de contra-
tos suscritos con entidades financieras, mientras los usuarios usan estos servicios sin la 
mediación de un contrato. 
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Los Estados y las instituciones financieras formales han impulsado 
una serie de esfuerzos para incorporar a grupos de la población exclui-
dos históricamente del sistema financiero. Sin embargo, como se ana-
lizará en el caso del Ecuador, estos esfuerzos siguen siendo insuficien-
tes. De allí que el reconocimiento de la inclusión financiera como un 
derecho humano podría reforzar su implementación, ya no solo única-
mente como una política pública sino como una obligación del Estado.

Antes de delinear el derecho humano a la inclusión financiera, es 
necesario analizar el derecho humano a un nivel de vida adecuado. 
Este derecho busca satisfacer un conjunto de necesidades básicas de 
los seres humanos, de tal manera que las personas alcancen una vida 
compatible con la dignidad humana (León Moreta, 2015, 171).2 Este es 
un derecho, cuya efectiva materialización, depende del cumplimiento 
de varios factores esenciales (Serrano y Vázquez, 2013, 34), como la 
alimentación, la vivienda, el vestido, servicios sociales necesarios, el ac-
ceso a seguros, entre otros. La inclusión financiera conforma también 
uno de los factores integrantes de este derecho.

El derecho humano a la inclusión financiera constituye la expecta-
tiva al acceso universal a servicios financieros básicos3 adecuados, ase-
quibles y de calidad. Este derecho está estrechamente vinculado con el 
derecho a la igualdad. En tal sentido, la garantía al acceso al sistema 
financiero sin discriminación permite a grupos que han sufrido desi-
gualdades estructurales e históricas, por un lado, lograr desarrollar su 
proyecto de vida familiar y personal a través de la obtención de recur-
sos económicos para adquirir bienes básicos como la educación, salud, 
vivienda, vestimenta, alimentación y, por otro lado, impulsar su creci-
miento económico a través de la inversión en actividades generadoras 
de ingresos, como son los emprendimientos (Queralt, 2016, 84-5). A 
nivel macro, el derecho a la inclusión financiera tiene la capacidad de 
generar un efecto redistributivo de la riqueza que impulsa finalmente el 
desarrollo económico y la equidad social.

Un aspecto fundamental en el reconocimiento de la inclusión fi-
nanciera como derecho humano constituye la generación de obliga-
ciones tanto para los Estados como para las instituciones financieras. 
En primer lugar, este derecho entraña una obligación de respeto, en 
base a la cual los Estados e instituciones financieras no podrían interfe-

2 El derecho humano a un nivel de vida adecuado está incorporado en el art. 25 (1) 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el artículo 11 (1) del Pacto de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales. 

3 Servicios financieros básicos incluyen crédito, ahorro, seguros y servicios de pago 
y transferencia.



El derecho humano a la inclusión financiera María Augusta León Moreta

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 121-143

126 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3172 • https://dec.revistas.deusto.es 

rir arbitrariamente en el acceso a servicios financieros por parte de los 
individuos, por ejemplo, a través de prácticas discriminatorias, como la 
exigencia de requisitos excesivos para la bancarización. Una segunda 
obligación de los Estados implica un deber de protección. Con relación 
al derecho a la inclusión financiera, los Estados tienen la responsabili-
dad de prevenir situaciones que puedan generar o profundizar barre-
ras de exclusión, exigiendo por ejemplo a las instituciones financieras 
la adopción de marcos de debida diligencia en derechos humanos para 
identificar, gestionar y comunicar riesgos de exclusión financiera, espe-
cialmente relacionadas con desigualdades estructurales. Igualmente, 
esta obligación conlleva un carácter preventivo que se concretiza tanto 
a través de la promoción de una adecuada educación financiera como 
a través de la protección a los consumidores en el ejercicio de sus dere-
chos. Finalmente, los Estados tiene una tercera obligación que es la de 
garantizar.

La obligación de garantizar se expresa en el deber estatal de crear 
y desarrollar toda la estructura normativa e institucional para asegu-
rar un sistema financiero inclusivo. Esto implica la adopción de dispo-
siciones en el derecho interno que garanticen el derecho a la inclu-
sión financiera y la supresión de toda norma o práctica que impida la 
materialización de este derecho. Con relación al entorno institucional, 
los Estados deben establecer autoridades que supervisen los avances 
con relación a este derecho. Igualmente, esta obligación supone la 
necesidad de que los Estados implementen medidas tendientes a im-
pulsar la bancarización, por ejemplo, a través de la creación de incen-
tivos dirigidos a las instituciones financieras, como la configuración 
de fondos concursables para su expansión en zonas rurales; subsa-
nar distorsiones en el mercado, especialmente en relación a las tasas 
de interés y la asimetría de la información; y a fomentar y fortalecer 
la educación financiera y protección al consumidor. Los Estados para 
cumplir con esta obligación deben tomar en cuenta cinco elementos 
esenciales: la disponibilidad, la accesibilidad, la aceptabilidad y la ca-
lidad.

En relación con el derecho humano a la inclusión financiera, la 
disponibilidad implica que los Estados garanticen la suficiencia de la 
infraestructura y servicios financieros para materializar el derecho. La 
accesibilidad se refiere a que los medios necesarios para efectivizar 
el derecho sean alcanzables a todas las personas sin discriminación. 
Este elemento tiene cuatro dimensiones: de no discriminación, física, 
económica y de información (Serrano y Vázquez, 2013, 34). Con re-
lación al derecho humano a la inclusión financiera, la accesibilidad 
sin discriminación busca asegurar que los servicios financieros estén 
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al alcance especialmente de grupos vulnerables. La accesibilidad física 
apunta a que los Estados promuevan el acercamiento geográfico de 
los servicios financieros. La distancia geográfica de las instituciones fi-
nancieras implica una carga adicional para las personas que viven en 
zonas rurales, lo que desincentiva su incorporación al sistema. La di-
mensión de la asequibilidad relacionada con la inclusión financiera 
apunta a eliminar cargas económicas desproporcionada con relación 
al acceso a servicios financieros por parte de las personas especial-
mente vulnerables. Finalmente, el acceso a la información permite, 
por ejemplo, eliminar asimetrías vinculadas a los costos de los ser-
vicios financieros. Un tercer elemento es la aceptabilidad. Este per-
mite adaptar los medios para la implementación del derecho a los re-
querimientos y necesidades de los distintos grupos poblacionales de 
acuerdo con los diversos contextos sociales, culturales y económicos 
en los cuales viven (Serrano y Vázquez, 2013, 50). En relación con el 
derecho a la inclusión financiera, esto significa acoplar los servicios fi-
nancieros a las especificidades de aquellos grupos excluidos del sis-
tema. Por ejemplo, el crédito dirigido a grupos de escasos recursos 
debe orientarse a un préstamo rápido en pequeñas cantidades y a 
costos razonables, ya que los ingresos de este grupo poblacional son 
menores a sus gastos (Kumar, 2017, 5). Por último, la calidad se re-
fiere a que los servicios y productos financieros cumplan de manera 
eficiente con su función a través del cumplimiento de la normativa y 
estándares internacionales.

En base a lo expuesto, la pregunta de análisis que se plantea es 
cómo el Sector financiero popular y solidario (SFPS) puede contribuir a 
la consolidación del derecho humano a la inclusión financiera.

2.  La contribución del Sector financiero popular y solidario en la 
consolidación de la inclusión financiera

Como una contrapuesta al modelo de economía capitalista, la eco-
nomía social y solidaria sitúa al ser humano y su bienestar como su 
principal objetivo. En tal sentido, este tipo de modelo económico busca 
combatir la pobreza y la exclusión, principalmente a través de iniciati-
vas desarrolladas por la sociedad civil. En el Ecuador, la economía so-
lidaria adquiere su propia identidad, tomando el nombre de economía 
popular y solidaria, a través de la incorporación de fundamentos de la 
economía comunitaria andina. El fin de esta economía es guardar un 
equilibrio armónico y respetuoso entre el desarrollo del ser humano y la 
Naturaleza en base a los principios de reciprocidad, redistribución y ra-
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cionalidad (Guridi y Jubeto, 2014, 20-42). Uno de los ejes de la econo-
mía popular y solidaria para combatir la pobreza y la exclusión consti-
tuye las finanzas populares y solidarias.

En el marco de la economía social y solidaria, las finanzas éticas y 
solidarias buscan impulsar el desarrollo integral y sustentable del ser 
humano a través del desarrollo de servicios financieros éticos que se 
adapten a las necesidades de los sectores excluidos por el sistema fi-
nanciero formal (Orellana, 2014, 308). Consecuentemente, este tipo 
de finanzas pretende ir más allá de la maximización de los beneficios, 
la especulación financiera y la internacionalización del capital. En el 
Ecuador, en particular, las finanzas populares y solidarias, sustentadas 
en la economía popular y solidaria, tiene como objetivo democratizar el 
acceso a los servicios financieros, por un lado, y asegurar el desarrollo 
integral de las comunidades a través de la circulación de los flujos pro-
venientes de la comunidad dentro de la comunidad para el beneficio 
de la comunidad, por otro lado. La implementación de este tipo de fi-
nanzas requiere en consecuencia una mayor intervención del Estado 
con el fin de impulsar los cambios normativos e institucionales necesa-
rios (Orellana, 2014, 311-18).

El Código de Ética de la Corporación Nacional de Finanzas Popu-
lares y Solidarias define a este tipo de finanzas como el «[c]onjunto 
de ideas, esfuerzos, capacidades, apoyos, normas, programas, ins-
trumentos, recursos y estructuras que actúan en cada situación geo-
gráfica definida y limitada (recinto, parroquia, barrio suburbano) para 
que la población, sobre la base de principios de integración del Sis-
tema Económico Social y Solidario, de la Economía Popular y Solidaria 
y del Sector financiero popular y solidario, organice el mercado finan-
ciero del ahorro, del crédito y de los servicios financieros en su pro-
pio beneficio y en pos del desarrollo de toda la comunidad, abiertos 
al intercambio de productos y servicios financieros con otras localida-
des, en perspectiva de construir un nuevo sistema de flujos financie-
ros que tengan al ser humano como centro del desarrollo económico 
y social.»

En este contexto, las finanzas populares y solidarias son el modelo 
financiero que mejor impulsaría la materialización del derecho humano 
a la inclusión financiera, debido a que ambos en principio sitúan como 
eje central al bienestar del ser humano. La inclusión financiera permite 
dotar de recursos y servicios a las personas más vulnerables de la so-
ciedad con el fin de suprimir las inequidades estructurales relacionadas 
con aquellas barreras históricas, como la disparidad de los niveles de in-
gresos, las diferencias en infraestructura entre zonas urbanas y rurales, 
entre otras (García Álvarez, 2019, 14). En tal sentido, la implementa-
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ción de este derecho guarda una estrecha relación con la materializa-
ción de los principios de las finanzas populares y solidarias, como son 
el principio de democracia, el principio de solidaridad y el principio de 
equidad.

El principio de democracia busca la penetración de los servicios fi-
nancieros, especialmente en sectores excluidos. El derecho a la inclu-
sión financiera impone al Estado, como obligación, la adopción de 
medias y mecanismos para el viabilizar la democratización, por ejem-
plo, a través de la disminución de requisitos para abrir una cuenta. 
Un objetivo base del Sector financiero popular y solidario es lograr el 
desarrollo integral y sustentable de la comunidad. Dos principios que 
sustentan este objetivo son la participación de las comunidades en la 
planificación y gestión de las finanzas (principio de solidaridad) y la 
redistribución de los propios recursos dentro de la comunidad. Una 
importante medida para garantizar el derecho humano a la inclusión 
financiera y que se conecta estrechamente con estos principios es el 
acceso de personas vulnerables a recursos mediante el sistema finan-
ciero para cubrir necesidades básicas o para dotar de capital semi-
lla para el desarrollo de pequeños emprendimientos. Finalmente, el 
derecho humano a la inclusión financiera concretiza el principio de 
equidad, asegurando la igualdad en el acceso a los servicios financie-
ros por parte de la población excluida del sistema a través de medi-
das, como la creación de productos financieros enfocados a las muje-
res o personas de bajos ingresos.

El cumplimiento de los principios de las finanzas populares y soli-
darias a través del derecho humano a la inclusión financiera permiten 
a su vez cristalizar los principios de la economía solidaria, como son la 
inserción económica de aquellos excluidos de la economía capitalista 
(principio relativo a la distribución), la distribución justa y equitativa de 
los recursos (principio de reparto justo de la riqueza) y el impulso a la 
igualdad de oportunidades (principio de equidad).

3.  La inclusión financiera en el Ecuador: ¿Cuál ha sido el aporte 
del Sector financiero popular y solidario?

En el 2021 el 76% de personas a nivel mundial poseían una cuenta 
en una institución financiera. Esto representó un aumento del 50% 
en comparación al 51% promedio reportado diez años antes. La tasa 
de crecimiento promedio en países en desarrollo fue aún mayor. Esta 
creció de 42% en el 2011 a 71% en el 2021 (The Global Findex Data-
base, 2021, 15-6).
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La evolución de la inclusión financiera en el Ecuador también ha 
sido positiva. Según el Global Findex4 Database, al 2021, el 64% de la 
población ecuatoriana mayor de quince años tenía una cuenta banca-
ria. Esto implicó un 25% de crecimiento frente al 51% registrado en el 
2017. El aumento de la bancarización en el 2021 se registró principal-
mente en la población más vulnerable, 59% de personas pertenecien-
tes al 40% de la población más pobre. Igualmente, la bancarización de 
mujeres subió 58%. Pese a estos avances, el 36% de la población no 
contaba todavía al 2021 con una cuenta. ¿Cuáles son las razones de 
esta exclusión?

El Global Findex 2021 muestra como barreras de exclusión activa a 
la burocracia relacionada con los requisitos de documentación exigidos 
por las entidades financieras. El 14% de la población sin acceso a servi-
cios financieros sostuvo que carecía de la documentación necesaria. La 
lejanía de la institución financiera constituyó también un motivo para el 
18%. Finalmente, el 28% de la población sostuvo que los servicios fi-
nancieros son muy caros. En referencia a barreras relacionadas con la 
exclusión pasiva, el 6% expuso razones religiosas; el 14% adujo la falta 
de confianza en el sistema financiero; 19% expresó que un familiar 
cercano tiene ya una cuenta; y el 23% afirmó que no tiene fondos su-
ficientes. Brechas particularmente críticas en el Ecuador para el acceso 
al sistema financiero constituyen la brecha de género, las brechas por 
ingreso ligadas a las brechas laborales y las barrearas con relación a la 
distancia geográfica a los centros de atención.

En el Ecuador, únicamente el 31% de las mujeres toman perso-
nalmente las decisiones sobre las finanzas familiares frente al 49% de 
los hombres (CAF 2022, 5). Sus niveles de ahorro son bajos, solo 36% 
de las mujeres ahorro en los 12 últimos meses del 2021. Igualmente, 
la tendencia de las mujeres a ahorrar en casa (61%) es mayor a utili-
zar una cuenta bancaria (59%). Por otro lado, la incidencia de las mu-
jeres ecuatorianas (36%) en la acción de búsqueda de nuevas fuentes 
de crédito fue mayor a la de los hombres (33%). Para el 2021, según el 
Global Findex, 3.7 millones de mujeres en el Ecuador no tienen acceso 
a una cuenta bancaria (42% de la población). Algunas de las razones 
que fundamentan estas brechas están ligadas a la falta de conocimien-
tos financieros. En el estudio realizado por la CAF, 30% de las mujeres 
ecuatorianas percibe que su nivel de conocimientos financieros es bajo, 
50% sobre el promedio y 12% muy alto. Otros motivos están vincu-

4 El Global Findex es un estudio realizado por el Banco Mundial que analiza cuanti-
tativamente el uso de servicios financieros de personas mayores de 15 años a nivel glo-
bal. Este estudio se lo realiza cada 3 años. El último fue realizado en el 2021.
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lados con los roles de género y con la percepción sobre la complemen-
tariedad de su aporte a las finanzas familiares, esto derivado de sus 
bajos ingresos debido a su menor participación en el mercado laboral 
(Auricchio et al. 2022, 5 – 13, 43).

La falta de ingresos y la precaria situación laboral constituyen un 
obstáculo decisivo para acceder al sistema financiero. Estos factores re-
percuten tanto en el ahorro como en la obtención de financiamiento. 
En países en desarrollo, los menguados índices de ahorro en el sistema 
financiero formal son una consecuencia de los bajos ingresos percibi-
dos por la mayoría de la población y las dificultades de acceso a un em-
pleo adecuado. En el Ecuador, por ejemplo, únicamente 39% de la po-
blación adulta ahorró dinero en el 2021, de ellos 13% lo hizo en una 
institución financiera, el 20% en cambio colocó su dinero fuera del sis-
tema financiero (RFD, 2023, 26). Por otra parte, una de las consecuen-
cia graves y preocupantes que genera la exclusión financiera es que las 
personas se ven obligadas a acudir a fuentes de crédito informales5. 
Esto incrementa significativamente su vulnerabilidad, ya que los expone 
a la usura, al riesgo de dependencia de las fuentes informales, al so-
breendeudamiento y consecuentemente a la explotación (Kumar 20 7, 
5). Por ejemplo, en el Ecuador, del 47% de los adultos que solicitaron 
un crédito en el 2021, 23% lo hizo a través de una institución finan-
ciera y el 29% accedió a un préstamo fuera del sistema financiero, en 
donde las tasas de interés pueden llegar a 1.250% anual (RFD, 2023, 
29). Ante estas situaciones, la inclusión financiera se plantea como una 
necesidad imperiosa para proteger a las personas y garantizar su bien-
estar económico.

En el Ecuador, la falta de ingresos constituye una brecha crítica. El 
23% de la población ecuatoriana no bancarizada afirmó que no cuenta 
con fondos suficientes para acceder al sistema financiero formal (Glo-
bal Findex, 2021). Según el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos 
(INEC), en diciembre de 2022, la pobreza a nivel nacional se ubicó en el 
25.2% y la pobreza extrema en el 8.2%. Para junio de 2021 una per-
sona pobre por ingresos percibe un ingreso familiar per cápita menor 
a USD 84,71 mensuales y pobre extremo menos de USD 47,74 (INEC, 
2021, 5, 7). En el marco de estas cifras, el 41% de la población pobre 
no tiene acceso a una cuenta (RFD, 2023, 14). Además, la falta de in-
gresos se vincula estrechamente con la precaria situación laboral de la 
población ecuatoriana. El 32.5% de la población tiene un empleo con 

5 Las fuentes de endeudamiento informales provienen de prestamistas de dinero 
no regulado por el Estado. Las tasas de interés sobre el crédito obtenido de este tipo de 
fuentes pueden llegar a ser muy altas. 
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las condiciones mínimas, como por ejemplo ingresos iguales o superio-
res al salario mínimo. Por otro lado, 67.5% de personas tiene un em-
pleo, sin embargo, sin condiciones mínimas como una remuneración 
inferior al salario mínimo. En cambio, la población sin empleo creció 
de 4.2% en el 2019 a 5.2% en el 2021. De esta población, el 48% no 
tiene una cuenta. Estas cifras corroboran que la falta de fondos y em-
pleo constituyen factores de exclusión financiera en el Ecuador que 
afectan en especial a la población pobre.

La lejanía a los centros geográficos constituye otra barrera para la 
inclusión financiera. El 18% de la población ecuatoriana adujo esta ra-
zón como limitante en el acceso. Los puntos de atención de las institu-
ciones financieras pueden ser de tres tipos: físicos (oficinas, ventanillas, 
corresponsales no bancarios y solidarios), digitales (mediante el uso de 
dispositivos digitales, estos pueden ser POS6 o botones de pago) o re-
motos (cajeros automáticos y oficinas de autoservicio). Al 2021, exis-
tían 122 puntos de atención por cada 1.000 km2. Consecuentemente, 
la persona debía trasladarse aproximadamente 8 km2 de distancia para 
ser atendido presencialmente. A esto se suma el tiempo de espera, te-
niendo en cuenta que 370 personas accedían al mismo punto. En rela-
ción con los puntos de atención digitales, el Ecuador contaba al 2021 
con 134 POS y cajas por cada 10.000 habitantes, un POS por cada 75 
habitante; 6 botones de pago por cada 10.000 habitantes, un botón de 
pagos por cada 1.666 habitantes. Este tipo de puntos de atención tie-
nen una mayor cobertura, ya que un gran número de personas lo pue-
den usar simultáneamente, eliminando así tiempos de traslado y espera. 
Sin embargo, su uso depende de la disponibilidad a Internet y el acceso 
a dispositivos móviles. Según el INEC, al 2023, 62.2% de los hogares te-
nía acceso Internet, de ellos el 44.4% se encontraba en zonas rurales. 
Con relación al acceso a equipo tecnológico, 33.1% de los hogares lo 
tenía y solamente 16.8% en el área rural. Igualmente, 59.6% poseía un 
teléfono celular activado. En referencia al uso de Internet, 72.7% de las 
personas mayores a 5 años lo utilizaban, 54.5% de ellas estaban en zo-
nas rurales. Finalmente, el 7.6% de personas entre 15 y 49 años sufrían 
de analfabetismo digital o no tenía celular activado, el 19% se encon-
traba en la ruralidad. En referencia a los canales remotos, cajeros auto-
máticos, existían 5 por cada 10.000 habitantes (RFD, 2022, 19-20). Las 
brechas expuestas exponen los desafíos del Estado y las instituciones fi-
nancieras ecuatorianas para garantizar una efectiva inclusión financiera.

6 Los POS o terminal de pago son dispositivos electrónicos mediante los cuales un 
comercio puede realizar el cobro desde una tarjeta de crédito o débito. 
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En el Ecuador, la inclusión financiera no está reconocida como un 
derecho. La Constitución ecuatoriana establece que el Estado fomen-
tará el acceso a los servicios financieros y a la democratización del 
crédito (art. 308). Por otro lado, el Código Orgánico Monetario y Fi-
nanciero categoriza a la inclusión como un principio (art. 4). El ente 
encargado de velar por su materialización es la Junta de Política y Re-
gulación Financiera (JPRF). Mediante resolución emitida en el 2023, la 
JPRF emitió la Política Nacional de Inclusión Financiera, definiendo las 
directrices generales para impulsar la incorporación especialmente de 
los grupos más vulnerables al sector financiero ecuatoriano con el fin 
de lograr el bienestar financiero, la igualdad y la equidad. El primer ins-
trumento de ejecución de esta Política constituye la Estrategia Nacional 
de Inclusión Financiera (ENIF) 2023 – 2027, la cual prevé las siguientes 
áreas de intervención: puntos de acceso y canales, oferta de productos 
y servicios financieros digitales, financiamiento de las mipymes (micro, 
pequeñas y medianas empresas) e infraestructura de crédito; protec-
ción al usuario financiero, y educación financiera. Estos ejes de inter-
vención se focalizan justamente en eliminar las barrearas de accesibi-
lidad geográfica, de género e de ingreso. La Estrategia se encuentra 
actualmente en ejecución, por lo tanto, todavía no arroja resultados.

En el Ecuador, el fortalecimiento de la inclusión financiera depende 
de la adopción medidas relacionadas con dos ejes, la incorporación de 
sectores tradicionalmente excluidos y la promoción de innovaciones fi-
nancieras.

Con relación al primer eje, las siguientes medidas han sido identi-
ficadas como fundamentales: el diseño de productos financieros ade-
cuados y asequibles focalizados en los sectores vulnerables, como nano 
créditos o microcréditos; la eliminación de barreras para el otorga-
miento del crédito, por ejemplo, a través de cambios normativos, ta-
sas de interés más flexibles y la canalización de bonos y créditos; y el 
fortalecimiento de la educación financiera. El segundo eje se concen-
tra principalmente en la transformación digital del sistema financiero. 
El uso de tecnologías permite la expansión de los servicios y la inserción 
financiera de grupos vulnerables. La concretización de estas medidas 
requiere de la adopción de políticas públicas impulsadas por el Estado.

¿Qué medidas han sido emprendidas por el Estado ecuatoriano 
para garantizar la inclusión financiera? Con el fin de garantizar la incor-
poración de sectores excluidos del sistema financiero, un mecanismo 
impulsado por el Estado fue el establecimiento con tarifa 0 de los ser-
vicios mayormente usados para transacciones. Teniendo en cuenta que 
28% de la población adulta argumentó los altos costos de los servicios 
financieros como una barrera, la tarifa 0 apunta a garantizar la asequi-
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bilidad de los servicios. Otro avance importante en favor de la inclusión 
financiera es la canalización del bono de desarrollo humano a través 
del sistema financiero nacional. Esto constituye un paso significativo 
en el proceso de inserción financiera formal de personas pobres (ASO-
BANCA, 2022, 10). Sin embargo, otras medidas importantes para for-
talecer la inclusión financiera continúan a la espera de ser adoptadas. 
El Ecuador requiere un cambio urgente de normativa que facilite, por 
ejemplo, la transformación digital del sistema financiero. Igualmente, 
es imperante eliminar barreras de mercado mediante la flexibilización 
de las tasas de interés para impulsar en nano y microcrédito.

En relación con la promoción de innovaciones financieras, la pan-
demia del COVID 19 impulsó las transacciones bancarias en entornos 
digitales. Según la Asociación de Bancos Privados del Ecuador (ASO-
BANCA), las transacciones realizadas en el sistema financiero ecuato-
riano se incrementaron en el 2021 en un 10.4% con relación al 20197. 
De los 695 millones de transacciones realizadas en el 2021, 41.1% se 
efectuaron por canales digitales, 37.1% por puntos de atención físicos 
y 21,8% por remotos. El fomento del uso de canales digitales permite 
ampliar el alcance de los servicios financieros, mejorar el bienestar y es-
timular el desarrollo económico tanto de individuos como de empresas 
(ASOBANCA, 2022, 10 - 22). El fortalecimiento del empleo de tecnolo-
gías aplicadas a los servicios financieros debe estar acompañado de po-
líticas públicas enfocadas a superar las brechas digitales de la población 
a través de medidas que fomenten el acceso a dispositivos móviles, ser-
vicios de Internet y educación digital (RFD, 2023, 20).

En base a los antecedes expuestos sobre los avances en la inclusión fi-
nanciera en el Ecuador, el artículo se focalizará a continuación en abordar 
el aporte del Sector financiero popular y solidario (SFPS) en esta evolución.

La Constitución ecuatoriana establece que el régimen de desarrollo 
está sustentado en varios sistemas, entre ellos el económico. Estos sis-
temas deben garantizar la concretización del buen vivir (art. 275). Un 
eje clave en el desarrollo económico constituye el sistema financiero. 
De acuerdo con la Norma Suprema, éste está compuesto por tres sec-
tores: público, privado y del popular y solidario (art. 309). En el Ecuador 
el SFPS está regulado por la Ley orgánica de la economía popular y so-
lidaria y el Sector financiero popular y solidario. Esta Ley señala como 
una medida de fomento, relacionada con la inclusión financiera, el di-
seño e implementación de productos financieros especializados y dife-

7 Las transacciones realizadas en el sistema financiero del Ecuador fueron en 2019 
de 182 millones, en 2020 de 195 millones y en 2021 de 695 millones. 
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renciados. A continuación, el artículo analizará si el Sector financiero 
popular y solidario8 ha contribuido al fortalecimiento de la inclusión fi-
nanciera a través de la incorporación de sectores tradicionalmente ex-
cluidos y la promoción de innovaciones financieras.

Para analizar la incorporación de sectores tradicionalmente exclui-
dos en el SFPS, es necesario revisar algunas cifras. Según el Goblal Fin-
dex, en el 2021, alrededor de 7.4 millones de personas mayores de 15 
años en el Ecuador contaba con una cuenta financiera. A diciembre de 
2022, está cifra se incrementó en 11.06% (Banco Central del Ecuador 
2023). Del número de ecuatorianos bancarizados en el 2021, 5.2 millo-
nes son clientes del SFPS, de acuerdo con el portal estadístico de la Su-
perintendencia de Economía Popular y Solidaria. Esta cifra subió a 5.8 
millones en el 2023. En cuanto a la distribución de los clientes por gé-
nero, 51.3% son hombres y 48.7% son mujeres.

Tabla 1

Número de clientes del Sector financiero popular y solidario en el Ecuador

Período Número de Clientes 
SFPS Hombres Mujeres

dic-20 4.920.063 51,6% 48,4%
dic-21 5.226.137 51,5% 48,5%
dic-22 5.524.681 57,4% 48,6%
dic-23 5.825.889 51,3% 48,7%

Fuente: Portal estadístico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria

Elaboración propia

Con relación a las operaciones financieras realizadas por el SFPS, 
las colocaciones y las captaciones se han incrementado en el tiempo. 
En el 2023 el sector captó 17.441,1 millones de dólares, de los cua-
les 52.90% de las captaciones fueron realizadas por mujeres frente 
al 47.10% de los hombres. Por otro lado, las colocaciones alcanzaron 
19.376,9 millones en el mismo año. Al contrario de lo ocurrido con las 
captaciones, la mayoría de las colocaciones (58.30%) favoreció a los 
hombres a diferencia de las mujeres que recibieron 41.70%.

8 A diciembre de 2023, el Sector Financiero Popular y Solidario estaba conformado 
por 408 entidades, 99% son cooperativas de ahorro y crédito y 1% constituye mutua-
listas. 
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Tabla 2

Captaciones y colocaciones en el Sector financiero popular y solidario 
en el Ecuador

Período Captaciones 
SFPS Hombres Mujeres Colocaciones 

SFPS Hombres Mujeres

2020 12.006,40 47,30% 52,70% 12.235,10 60,80% 39,20%
2021 14.037,80 47,30% 52,70% 14.639,00 59,80% 40,20%
2022 16.557,70 47,70% 52,60% 17834,90 58,90% 41,10%
2023 17.441,10 47,10% 52,90% 19376,90 58,30% 41,70%

Fuente: Portal estadístico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria
Elaboración propia

En cuanto a la caracterización del crédito, entre el 2020 y 2022, el 
monto promedio otorgado por el Sector fue de 9.142,4 millones. El cré-
dito percibido por las mujeres ascendió en promedio al 58.09%, mientras 
que los hombres recibieron únicamente el 41.91%. En el 2023, esta ten-
dencia se revierte. El Sector otorga 10.459,20 millones, de ellos el 56.5% 
lo reciben los hombres frente al 43.5% de las mujeres. Por otro lado, al 
analizar el nivel de educación de la población que recibe créditos del sec-
tor, la mayoría de los créditos los reciben personas con instrucción se-
cundaria, seguido por clientes con estudios superiores. El porcentaje de 
personas con estudios primarios y sin estudios que reciben crédito en el 
Sector es marginal. A esto se suma que la distribución del monto del cré-
dito otorgado por actividad del cliente se concentra principalmente en 
cuatro: empleado público, empleado privado, comerciantes y agricultores. 
Personas dedicadas a labores del hogar, por ejemplo, son acreedoras a un 
porcentaje reducido del volumen total de crédito otorgado por el Sector.

Tabla 3

Caracterización del crédito por género en el Sector financiero popular 
y solidario en el Ecuador

Período Crédito SFPS Hombres Mujeres

2020 5852,4 40,89% 59,11%
2021 9156,4 42,00% 58,00%
2022 11101,6 42,85% 57,15%
2023 10459,2 56,5% 43,5%

Fuente: Portal estadístico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria
Elaboración propia
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Tabla 4

Caracterización del crédito por nivel de educación en el Sector 
financiero popular y solidario en el Ecuador

Período Crédito SFPS Sin educación 
formal Primaria Secundaria Superior

2020 5852,4 0,46% 1,54% 66,96% 31,04%
2021 9156,4 0,42% 1,59% 66,82% 31,17%
2022 11101,6 0,42% 1,64% 67,64% 30,35%
2023 10459,2 0,42% 1,78% 67,92% 29,88%

Fuente: Portal estadístico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria
Elaboración propia

Tabla 5

Caracterización del crédito por ocupación en el Sector financiero 
popular y solidario en el Ecuador

Período Crédito 
SFPS

Empleado 
privado

Empleado 
publico Comercio Agricultura Ama de 

casa

2020 5852,4 16,71% 14,21% 13,26% 10,10% 4,41%
2021 9156,4 18,77% 13,59% 14,27% 48,68% 4,63%
2022 11101,6 18,42% 12,02% 15,47% 12,35% 3,04%
2023 10459,2 16,47% 12,27% 14,99% 12,98% 1,01%

Fuente: Portal estadístico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria
Elaboración propia

Otro punto por analizar en el acceso al crédito es el tipo de crédito 
que otorga el SFPS. La tendencia entre el 2020 y 2023 indica que la ma-
yor cantidad de recursos crediticios se destinan al consumo, seguido por 
el microcrédito, el crédito para vivienda y finalmente el crédito productivo.

Tabla 6

Caracterización del tipo de crédito otorgado por el Sector financiero 
popular y solidario en el Ecuador

Período Crédito SFPS Consumo Microcrédito Vivienda Productivo

2020 5852,4 49,08% 43,59% 5,70% 1,62%
2021 9156,4 48,98% 43,81% 6,12% 1,08%
2022 11101,6 49,79% 44,32% 4,90% 0,98%
2023 10459,2 52,01% 42,21% 4,79% 0,98%

Fuente: Portal estadístico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria
Elaboración propia
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Estas cifras demuestran que si bien es cierto el sector cooperativo 
ecuatoriano ha contribuido decisivamente a la bancarización y a la inte-
gración de la mujer en el sistema, no ha logrado superar las barreras de 
ingreso y tampoco impulsar el desarrollo económico. La población afec-
tada por la pobreza y por la precaria situación laboral aún no tiene cabida 
en el sistema. Esto se debe justamente por la falta de productos finan-
cieros adecuados para esta población vulnerable. De la misma manera, 
la caracterización del tipo de crédito demuestra claramente que el Sector 
no está contribuyendo adecuadamente al desarrollo local de las comuni-
dades, especialmente de las más pobres, cuanto el crédito se dirige prin-
cipalmente al consumo y no propiamente al fomento de la producción.

Para lograr una mayor penetración en segmentos con economías 
precarias, es necesario que el SFPS fomente el desarrollo de produc-
tos financieros dirigidos a superar las brechas relacionadas con la ex-
clusión pasiva, como por ejemplo el nano crédito9. El sistema financiero 
privado ecuatoriano se ha adelantado en esta iniciativa. El Banco del 
Pichincha ofrece créditos desde 100 hasta máximo 500 USD a plazos 
cortos (tres meses hasta seis meses). Este tipo de préstamos se enfoca a 
clientes jóvenes sin historial crediticio, personas que reciben sueldo fijo, 
personas que reciben el sueldo en cuentas de la institución financiera y 
personas con negocios propios. Según el Banco, entre octubre de 2022 
a abril de 2023, más de 23.000 clientes accedieron a este tipo finan-
ciamiento y el 80% de su deuda ya había sido cancelada. A pesar de 
esta iniciativa, todavía falta incorporar a la población que no tiene un 
empleo estable o que están en el umbral de la pobreza, teniendo en 
cuenta que, en el 2021, de acuerdo con datos del INEC, solo el 32.5% 
de las personas recibe ingresos iguales o superiores al salario mínimo. 
De allí que para integrar a la población que no tiene un empleo ade-
cuado (67.5%) o está en el desempleo (5.2%), es necesario el diseño 
de productos financieros más flexibles y de mayor alcance, como crédi-
tos aún más pequeños que borden los 25 a 50 USD.

En el 2021, El 18% de la población ecuatoriana señaló a la distancia 
geográfica de los centros de atención como otra barrera de acceso al sis-
tema financiero ecuatoriano. La promoción de innovaciones financieras 
está dirigida a eliminar barreras relacionas con la exclusión activa, vincu-
ladas a los altos costos financieros que generan los puntos de atención fí-
sicos y la propia distancia física a estos centros. Para analizar esta medida, 
es necesario observar la evolución de los puntos de atención en el sis-

9 El nanocrédito son prestamos de baja cuantía a corto plazo, que se otorgan rápi-
damente y con mínimos requisitos. 



El derecho humano a la inclusión financiera María Augusta León Moreta

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444 • ISSN-e: 2255-3452, Núm. 24 (2024), Bilbao, pp. 121-143

 doi: https://doi.org/10.18543/dec.3172 • https://dec.revistas.deusto.es 139

tema financiero ecuatoriano. En el cuarto trimestre de 2023, los 55.831 
puntos de atención a nivel nacional se distribuyeron de la siguiente ma-
nera: 72% corresponsales no bancarios, 13% cajeros automáticos, 7% 
oficinas, 6% agentes auxiliares, 3% corresponsales solidarios.

Tabla 7

Distribución de los puntos de atención en el sistema financiero 
ecuatoriano

Período Oficinas Cajeros 
Automáticos

Corresponsales 
no Bancarios

Corresponsales 
Solidarios

Agentes 
Auxiliares Total

VI 2021 3.548 6.344 30.626 802  - 41.320
VI 2022 6.747 6.745 38.066 1.176  - 52.734
VI 2023 3.857 7.150 40.236 1.463 3.125 55.831

Fuente:  Banco Central del Ecuador, Estadísticas de inclusión financiera del sistema fi-
nanciero nacional

Elaboración propia

En el 2023, el SFPS aglutinó 5.568 de puntos de atención a nivel 
nacional, de los cuales el 40% son oficinas, 34% cajeros automáticos y 
26% corresponsales solidarios. En relación con el número de puntos de 
atención por nivel de ruralidad, 2.560 puntos abarcan del 25% al 50% 
de la población rural.

Tabla 8

Distribución de los puntos de atención del Sector financiero popular 
y solidario en el Ecuador

Periodo Oficinas Cajeros 
Automáticos

Corresponsales 
Solidarios Total

2019 1780 874 212 2866
2020 1773 1228 547 3548
2021 1780 1414 617 3811
2022 2009 1673 1029 4711
2023 2211 1910 1447 5568
2024 2201 2202 1697 6100

Fuente:  Portal estadístico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria

Elaboración propia
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Tabla 9

Número de puntos de atención del Sector financiero popular y solidario 
por nivel de ruralidad del cantón

Periodo Menor 
al 25%

Del 25% 
al 50%

Del 50%  
al 75%

Del 75% 
al 100%

2019 454 1355 657 399
2020 571 1648 853 475
2021 648 1767 897 499
2022 801 2211 1098 601
2023 997 2560 1290 721
2024 1083 2826 1410 781

Fuente:  Portal estadístico de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria

Elaboración propia

Las cifras permiten constatar que el SFPS privilegia los puntos de 
atención físicos. Al comparar las cifras del Sector relacionadas a este 
tipo de canales de atención con la distribución de los puntos del sis-
tema financiero nacional, es posible observar que el Sector tiene una 
importante presencia en oficinas a nivel nacional. Sin embargo, su pre-
sencia a través de corresponsales solidarios (3%) es notablemente re-
ducida comparativamente con los corresponsales no bancarios (72%) a 
nivel nacional. Una de las estrategias emprendidas por el sector finan-
ciero ecuatoriano para fomentar la inclusión financiera ha sido la inver-
sión en corresponsales no bancarios (CNB) o corresponsales solidarios 
(CS)10. El sector financiero público y privado emprendió la iniciativa y 
la ha superado, dejando atrás al SFPS. CNB, como Banco del Barrio11 
(Banco de Guayaquil), Mi Vecino (Banco del Pichincha) y Tu Banco Aquí 
(Banco del Pacífico) ofertan servicios como depósitos, retiros, giros na-
cionales e internacionales, pagos de servicio, incluso el cobro del bono 
de desarrollo humano se puede realizar a través de estos canales. Los 
CNB o CS constituyen una apuesta decisiva del sector financiero ecua-

10 Los corresponsales no bancarios (CNB) o corresponsales solidarios (CS) son ca-
nales de atención mediante los cuales las entidades financieras ofertan servicios finan-
cieros a través de locales comerciales cercanos a la residencia del usuario. La diferencia 
entre ambos canales radica en que los CNB pertenecen al sector bancario privado y pú-
blico, mientras que los CS se enmarcan en el sector financiero popular y solidario. 

11 El Banco de Guayaquil fue el pionero en implementar CNB mediante su aproba-
ción en 2008 por la Junta Bancaria.
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toriano para ampliar la cobertura de servicios a toda la población, sin 
tener que incurrir en la inversión en oficinas. En este sentido, el SFPS 
debe apostar por ampliar el alcance de los CS para aumentar su partici-
pación en zonas donde no tienen oficinas.

Con relación a otros canales de atención, el SFPS ofrece servicios 
a través de canales remotos, como cajeros automáticos. Lamentable-
mente, el Sector no ha impulsado la bancarización de la población ex-
cluida a través de la tecnología, como por ejemplo a través de la im-
plementación de plataformas y aplicaciones digitales. Como es posible 
observar en las cifras (Tabla 8), canales digitales, como POS o canales 
de pago, no se son ofertados por el Sector. Esto implica una gran de-
bilidad de participación frente a las instituciones parte del sistema fi-
nanciero privado. Una mayor promoción de innovaciones tecnológicas 
permitiría reducir costos operativos y ampliar tanto su alcance como 
participación.

De las cifras analizadas es posible concluir que el SFPS ha contri-
buido significativamente a la inclusión financiera en el Ecuador, cum-
pliendo así con los principios de democracia, de solidaridad y de 
redistribución. Sin embargo, todavía falta camino por recorrer, espe-
cialmente en el diseño de productos y el desarrollo e innovaciones tec-
nológicas para incorporar a la población vulnerable.

4.  Conclusiones

El Ecuador cuenta con una estructura normativa e institucional que le 
ha permitido dar pasos significativos en el fortalecimiento de la inclusión 
financiera. El Sector financiero popular y solidario ha contribuido con es-
tos avances. No obstante, existe todavía una tarea pendiente para supe-
rar la exclusión de grupos vulnerables en el sistema financiero.

Para superar la exclusión financiera, es necesaria la adopción de 
políticas públicas que tengan un carácter obligatorio. La barrera de in-
greso requiere por el ejemplo el diseño de productos financieros, diri-
gidos a personas con precaria situación laboral y escasos fondos, como 
los nanocréditos. El SFPS no ha dado pasos significativos en la elimina-
ción de esta barrera. El otorgamiento de créditos a personas sin edu-
cación formal o que sufren de precariedad laboral es aún marginal. Al 
contrario del SFPS, el sistema financiero privado ha incursionado en la 
oferta de productos, pero aun sin llegar a los estratos más pobres de la 
población.

Igualmente, el sistema ha emprendido esfuerzos para acortar la 
brecha de género. Los índices mostrados por el SFPS en la inclusión de 
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mujeres al sistema financiero son alentadores, pero no suficientes. La-
mentablemente, todavía las cifras demuestran que la debilidad econó-
mica y la falta de educación financiera de las mujeres sigue siendo una 
barrera determinante para su acceso al sistema financiero. Estas po-
drían ser superadas tanto con el diseño de productos dirigidos a las ne-
cesidades y realidades de las mujeres, como con un decidido fortaleci-
miento de sus conocimientos y destrezas financieras.

Finalmente, en cuanto a la brecha relacionada con la distancia geo-
gráfica a los puntos de atención, la pandemia del COVID 19 permitió 
el impulso del uso de tecnologías para la prestación de servicios finan-
cieros. Si bien es cierto el SFPS ha apostado por acercar sus servicios a 
través de puntos de atención físicos a zonas rurales, donde el acceso 
a medios tecnológicos e a Internet todavía debe intensificarse, ha per-
dido por otro lado, terreno en la penetración a través de otros puntos 
de atención como los corresponsales solidarios y el uso de plataformas 
tecnológicas. El sector financiero ecuatoriano juntamente con el apoyo 
del Estado debe emprender medidas dirigidas a fortalecer especial-
mente los canales de atención digitales.

La inclusión financiera como un derecho podría acelerar la adop-
ción de medidas necesarias para lograr su avance en el Ecuador. Su 
reconocimiento viabilizaría la adopción y cumplimiento de políticas 
públicas necesarias como una obligación exigible al Estado y las insti-
tuciones financieras. Además, permitiría que las entidades que confor-
man el sistema trabajen en coordinación. Una debilidad descubierta en 
el desarrollo de este artículo es la disímil gestión de la información fi-
nanciera. Existen tres bases de datos diferentes, una generada por la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, otra por la ASO-
BANCA y otra por el Banco Central del Ecuador. Esto impide tener un 
panorama consolidado sobre el desenvolvimiento del sector financiero 
en el Ecuador.
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Resumen: El presente artículo tiene como objetivo analizar la pertinencia 
de los productos de crédito ofrecidos por las cooperativas de ahorro y crédito 
del segmento 1 del Ecuador, con énfasis en la importancia que tienen las tec-
nologías de crédito grupales solidarias para prestamistas y prestatarios. El texto 
analiza la relación de los créditos grupales con la Economía Popular y Solida-
ria, así como los potenciales beneficios que tendría su implementación en las 
operaciones de las cooperativas y también en el ámbito social y económico de 
los prestatarios. El levantamiento de revisión bibliográfica sobre experiencias 
de tecnologías de crédito grupal en el Ecuador, determina el poco interés del 
Sistema Financiero Nacional (SFN) en entregar créditos grupales solidarios; de 
hecho, solamente un 4% de cooperativas de ahorro y crédito del segmento 1 
ofrecen este tipo de préstamos a sus socios en la actualidad. Las conclusiones 
de la investigación se dirigen a contrastar las bondades de las tecnologías de 
crédito grupales solidarias como forma de minimizar problemas de selección 
adversa, versus la realidad normativa y económica del SFN, así como entender 
que, si bien son necesarios procesos de inclusión financiera en el Ecuador, apa-
rentemente no hay interés mayoritario en las cooperativas del segmento 1 de 
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atender esta problemática desde el desarrollo e implementación tecnologías 
de crédito alternativas.

Palabras clave: tecnologías grupales de crédito; Cooperativas de Ahorro y 
Crédito, Ecuador.

Abstract: The objective of this article is to analyze the relevance of credit 
products offered by Ecuadorian Credit Unions of segment 1, with emphasis on 
the importance of group lending technologies for lenders and borrowers. The 
text analyzes the relationship of group lending with the Popular and Solidar-
ity Economy, as well as the potential benefits that its implementation would 
have in the operations of cooperatives and also in the social and economic 
sphere of the borrowers. The bibliographic review on experiences of Ecuado-
rian group lending determines the little interest of the National Financial Sys-
tem (NFS) in providing solidarity group credits; In fact, only 4% of segment 1 
savings and credit cooperatives currently offer this type of loans to their mem-
bers. The conclusions of the research are aimed at contrasting the benefits of 
group lending technologies as a way to minimize problems of adverse selec-
tion, versus the regulatory and economic reality of the NFS, as well as under-
standing that, although financial inclusion processes are necessary in Ecuador, 
there is apparently no majority interest in segment 1 cooperatives to address 
this problem through the development and implementation of alternative 
credit technologies.

Keywords: Group Lending; Credit Unions, Ecuador.
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1. Introducción

La Constitución de la República del Ecuador de 2008 marcó un hito 
en la formalización de la normativa local referente a la Economía Popu-
lar y Solidaria (EPS), tanto en su sector real como en el financiero (este 
último conocido como Sector Financiero Popular y Solidario – SFPS). Se-
gún el Artículo 83 de la Constitución (EC, 2008), el sistema económico 
vigente en el país es social y solidario; es decir, «reconoce al ser hu-
mano como sujeto y fin», buscando condiciones que permitan alcanzar 
el «buen vivir». Además, esta misma Constitución reconoce que la EPS 
se «regulará de acuerdo con la ley», incluyendo a grupos de coope-
rativas (financieras y no financieras), asociaciones y sectores comuni-
tarios. De tal forma, se podría afirmar que el paraguas conceptual del 
SFPS, del cual hacen parte las cooperativas de ahorro y crédito (COAC), 
es la definición de la Economía Social y Solidaria (ESS).

De acuerdo a Coraggio (2011), la ESS es definida de dos formas: 
i) como un «sistema económico cuyo funcionamiento asegura la base 
material integrada a una sociedad justa y equilibrada»; ii) «es un pro-
yecto de acción colectiva dirigido a contrarrestar las tendencias social-
mente negativas del sistema existente, con la perspectiva —actual o 
potencial— de construir un sistema económico alternativo»; estas de-
finiciones insinúan entre líneas que, el proyecto sociopolítico y econó-
mico estaría en pugna con un sistema dominado por el principio de 
mercado. Según el mismo autor, existen diversos principios económi-
cos que orientan las prácticas de la ESS, entre los cuales se destacan: la 
existencia de trabajo para todos, acceso de trabajadores a todas las for-
mas de conocimiento y medios de producción, autogestión colectiva, 
producción socialmente responsable, justicia social, no explotación del 
trabajo ajeno, sustentabilidad económica, consumo responsable, libre 
iniciativa e innovación socialmente responsable, pluralismo/diversidad, 
no discriminación individual o grupal, complejidad/sinergia entre orga-
nizaciones y emprendimientos de la ESS, territorialidad.

Además de los principios mencionados, es importante acotar que 
Coraggio incluye otros que tienen mayor relación con el ámbito coope-
rativista y económico: i) cooperación solidaria, que implica «integración 
social del sistema de producción»; y, ii) el entendimiento de que el di-
nero no crea dinero (no usura), entendiendo a este activo financiero 
como un medio, y no como un fin, dando relevancia, entre otros con-
ceptos, a la aplicación de monedas sociales. Este punto es de funda-
mental debate en el contexto de la presente investigación, pues si bien 
los conceptos de no usura son (o deberían ser) las bases del funciona-
miento y enfoque de las organizaciones del SFPS (incluyendo las COAC 
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y mutualistas), la realidad es distinta, encontrando, inclusive, similitudes 
con entidades privadas y públicas que tienen fines de lucro (llámense 
bancos públicos o privados).

Las COAC del Ecuador, al ser parte constitutiva del SFPS, funda-
mentan su accionar, especialmente, en los conceptos estipulados en la 
Constitución del 2008, en legislaciones específicas del sector (Ley Or-
gánica de Economía Popular y Solidaria – LOEPS – de 2011 y su Regla-
mento, publicado en 2012) y en el Código Orgánico Monetario y Fi-
nanciero (COMYF). La LOEPS (EC SEPS, 2011), en su Título III, enfatiza 
que las organizaciones que integran el SFPS son las COAC, entidades 
asociativas o solidarias, cajas y bancos comunales y cajas de ahorro. Se-
gún la misma ley, las cooperativas, como organizaciones fundamenta-
les para la EPS, se definen como «sociedades de personas que se han 
unido en forma voluntaria para satisfacer sus necesidades económi-
cas, sociales y culturas en común, mediante una empresa de propie-
dad conjunta y de gestión democrática, con personalidad jurídica de 
derecho privado e interés social»; en específico, las COAC son orga-
nizaciones que, según el COMYF (EC, 2014), se fundamentan en los 
principios establecidos en la LOEPS y se enfocan en la intermediación 
financiera, estando sujetas a las regulaciones emitidas por la Junta de 
Política y Regulación Financiera.

Según datos del catastro actualizado de organizaciones del SPFS1, 
sistematizado por la Superintendencia de Economía Popular y Solida-
ria - SEPS2 (SEPS, 2024a), existen 429 organizaciones, de las cuales 404 
son COAC, 4 mutualistas, 1 caja central (FINANCOOP), 4 entidades de 
apoyo (INSOTEC, FACES, ESPOIR y Fondo Ecuménico), 15 organismos 
de integración que incluyen redes, uniones y federaciones y, la Corpo-
ración Nacional de Finanzas Populares y Solidarias (CONAFIPS). Estos 
datos conllevan a la conclusión que, las COAC son las organizaciones 
prestadoras de servicios financieros más distintivas del sector, lo cual es 
validado por su magnitud en términos de activos, pasivos y patrimonio. 
Según datos de la SEPS (2024b), el número de certificados de aporta-
ción de las COAC en el Ecuador asciende a 9.828.352, sumando un to-
tal de USD 20.044 millones en cartera de crédito y USD 21.135 millo-
nes en depósitos3.

1 Datos al 26 de enero de 2024.
2 Según la página de la SEPS, esta institución es el «organismo técnico de supervisión 

y control de las entidades del sector Financiero Popular y Solidario, y de las organizacio-
nes de la Economía Popular y Solidaria del Ecuador que, en el ámbito de su competencia, 
promueve su sostenibilidad y correcto funcionamiento para proteger a sus socios.»

3 Datos actualizados a noviembre 2023.
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Cabe resaltar que el tamaño del sistema cooperativo de ahorro y 
crédito ecuatoriano no es menor en comparación con el resto del sis-
tema financiero nacional. De acuerdo con datos de la Asociación de 
Bancos Privados del Ecuador (ASOBANCA), a noviembre 2023, el total 
de activos del sistema financiero nacional alcanzó los USD 83.416 mi-
llones, de los cuales 29% se concentró específicamente en las COAC 
(ASOBANCA, 2024), evidenciando la importancia de las principales 
entidades del SFPS en la economía financiera del Ecuador. Adicional-
mente, si se comparan a las COAC ecuatorianas con sus pares latinoa-
mericanos, éstas se constituyen como el segundo sistema cooperativo 
de ahorro y crédito más potente de América Latina (solamente luego 
de Brasil), y, es el sistema cooperativo más importante de la región si 
consideramos su participación dentro del total del sistema financiero 
local (DGRV, 2022).

Comprendiendo la importancia de las COAC dentro de la EPS, el 
SFPS y el sector financiero nacional, se procede a definir la problemática 
de la presente investigación referente al papel de solidaridad y no usura 
de estas organizaciones, pues como visto en párrafos anteriores, Cora-
ggio (2011) trata a estos dos temas como principios económicos que 
orientan las prácticas de la ESS. Estos principios, especialmente vincu-
lados con solidaridad, se pueden también traducir en la búsqueda de 
objetivos de los socios de las COAC, pues según Segovia-Vargas et al. 
(2023), la administración de microcréditos realizada por las COAC tiene 
un impacto significativo en las comunidades locales, ya que contribuye a 
su desarrollo de distintas formas: facilitando la obtención de servicios fi-
nancieros que, en otros escenarios, serían difíciles de acceder (y al no te-
ner acceso, conducen a la búsquedas de agiotistas), y «mejorando las 
infraestructuras y respaldando a las microempresas». Estos mismos au-
tores concluyen que las COAC desempeñan un papel fundamental en la 
promoción de la inclusión financiera, convirtiéndose, al mismo tiempo, 
en instrumentos primordiales para el desarrollo económico sostenible y 
desarrollo de las microempresas (desde la provisión de créditos). Dichos 
conceptos también son compartidos por el Grupo Consultivo de Ayuda 
a la Población más Pobre (CGAP, 2005), donde además se afirma que las 
COAC atienden mercados poco atractivos para los bancos.

Bajo esta visión, donde las COAC son entendidas como instrumentos 
de inclusión financiera y desarrollo económico de sus socios, la presente 
investigación tiene como objetivo analizar la pertinencia de los productos 
de crédito ofrecidos por las COAC del segmento 1 del Ecuador, con un 
enfoque especial en las tecnologías grupales solidarias, y entendiendo su 
importancia como alternativas adecuadas de endeudamiento para satis-
facer las necesidades financieras de su público objetivo.
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Es importante aclarar que, en este artículo se contrastarán los pro-
ductos de crédito actualmente ofrecidos por las COAC del segmento 1 
del Ecuador con las tecnologías grupales solidarias, que pese a tener 
su origen en las microfinanzas, y que no son (ni deben ser) de uso ex-
clusivo de cooperativas de ahorro y crédito, fundamentan su enfoque 
en el cierre de brechas de población económicamente más vulnerable, 
concepto que tiene relación directa con los fundamentos de la ESS y en 
definitiva del SFPS.

Además de la introducción, el artículo presenta 3 secciones adicio-
nales: el capítulo 2 caracteriza a las tecnologías de crédito grupales y 
solidarias desde una visión conceptual, y describe las experiencias de 
créditos grupales en el Ecuador. El capítulo 3 aborda la oferta de los 
productos de crédito de las COAC del segmento 1, dando mayor pre-
ponderancia a la presentación del análisis de resultados de un levanta-
miento de información primaria proveniente de las páginas web de las 
propias entidades. Finalmente, en el capítulo final, se desarrollan las 
conclusiones y recomendaciones de la investigación.

2. Las tecnologías de crédito grupales

2.1. Caracterización general

De acuerdo con Ledgerwood (1998, 1), la definición de microfinan-
zas es la siguiente:

«…prestación de servicios financieros a clientes de bajos ingresos, in-
cluidos los trabajadores por cuenta propia. Los servicios financieros 
generalmente incluyen ahorro y crédito; sin embargo, algunas orga-
nizaciones de microfinanzas también ofrecen servicios de seguros y 
pagos. Además de la intermediación financiera, muchas instituciones 
microfinancieras brindan servicios de intermediación social, como la 
formación de grupos, el desarrollo de la confianza en uno mismo y la 
capacitación en conocimientos financieros y capacidades de gestión 
entre los miembros de un grupo.»

Esta amplia definición indica la cercanía de las microfinanzas con 
aspectos de desarrollo local e inclusión financiera. Aterrizando al caso 
ecuatoriano, el concepto de microfinanzas se ha circunscrito mayorita-
riamente alrededor del microcrédito individual, que actualmente se di-
vide en minorista, acumulación y acumulación ampliada, cuya principal 
diferencia es el monto otorgado al prestatario.
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En este contexto, si bien el microcrédito individual en el Ecuador 
cumple de forma indirecta con una función social de cubrir el financia-
miento de la población emprendedora de menores recursos, este pro-
ducto no llega a tener la profundización financiera necesaria; de he-
cho, no es exclusivo de las organizaciones del SFPS, siendo también 
ofertado por bancos privados, cuya estructura patrimonial y enfoque 
están alejados de los lineamientos de la EPS.

No obstante, más allá de las diferencias entre el SFPS con las micro-
finanzas en el Ecuador, se debe enfatizar la existencia de posibles alter-
nativas de financiamiento a las tecnologías de microcrédito individual: 
las tecnologías grupales solidarias. Según Valero y Pallejero (2017), las 
tecnologías de crédito grupales pueden ser grupos solidarios y banca 
comunal (esta última denominada en inglés como village bank4). Las 
diferencias entre los tipos de tecnologías grupales radican, principal-
mente, en el monto de los préstamos otorgados, la inclusión o no de 
ahorro obligatorio, y el número de personas que conforman cada tec-
nología, siendo esta diferencia evidenciada en Morduch y Armendáriz 
(2005), quienes identifican que los grupos solidarios estarían compues-
tos entre 3 y 9 prestatarios y, los bancos comunales entre 10 y más 
prestatarios por agrupación.

De acuerdo con Valero y Pellejero (2017), las tecnologías grupa-
les de crédito se caracterizan por los siguientes elementos: i) los miem-
bros del grupo solidario/banco comunal se deben conocer a priori, 
intentando minimizar los problemas de información asimétrica y pro-
mulgando el sentido solidario; ii) las decisiones de capacidad y volun-
tad de pago de la tecnología se discuten al interior del grupo solidario/
banco comunal; iii) la utilización de la garantía solidaria; es decir, la res-
ponsabilidad de los miembros del grupo solidario/banco comunal de 
asumir la cuota completa contraída con el prestamista en caso de que 
alguno(s) de los miembros no pueda cumplir con su obligación en el 
período. Este aspecto es fundamental en las tecnologías grupales, pues 
resalta su carácter solidario entre quienes, voluntariamente, aceptan 
las condiciones asumir las condiciones del préstamo global confiando 
en la palabra de los amigos, familiares y/o conocidos que conforman el 
grupo solidario/banco comunal, manteniendo de esta forma «limpio» 
(sin resquicios de morosidad) el historial crediticio del prestatario que 

4 De acuerdo con Morduch y Armendáriz (2005), las tecnologías grupales conocidas 
como «village bank» son operadas por micro-prestamistas en 70 países de África, Amé-
rica Latina y Asia, incluyendo las iniciativas de FINCA, Pro-Mujer, y «Freedom from Hun-
ger». 
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no pudo cumplir su parte del compromiso crediticio adquirido (Mor-
duch y Armendáriz, 2005).

Pese a que el criterio de solidaridad debería ser el principal eje con-
ductor de las tecnologías grupales, hay casos que instan a la imple-
mentación de sanciones formales, que según Marduch y Armendáriz 
(2005), pueden llegar a la exclusión de futuros préstamos para todos 
los miembros del grupo, impidiendo así posibles incrementos en las 
cuantías otorgadas y, por lo tanto, paralización de futuros proyectos 
personales y/o productivos.

Además de los tres elementos determinantes mencionados por Va-
lero y Pellejero (2017), es importante señalar la relación existente entre 
inclusión financiera y tecnologías grupales. Según Madise (2019), la de-
finición de inclusión financiera debe incorporar a la escasez de servicios 
en la población rural, pues ante el desinterés o dificultad de institucio-
nes tradicionales de crédito (llámense bancos) de suministrar los servicios 
bancarios, emergen como alternativas los bancos comunales, los cuales 
en algunas regiones inclusive trabajan como un sistema financiero inde-
pendiente, imitando el sistema bancario, pero siguiendo el modelo tradi-
cional y solidario de las COAC (y de manera indirecta de la ESS).

Ahora bien, más allá del fundamento solidario que es intrínseco a 
las tecnologías grupales, existe un aspecto adicional que es necesario 
resaltarlo: la problemática de la selección adversa. Dentro de la Teo-
ría de la Agencia (cuyos fundamentos generales son explicados en Pep-
per y Gore (2015)), existen 3 conceptos que permiten interactuar a los 
propietarios de una organización (Principal) con un tercero (Agente): 
asimetría de información, selección adversa y riesgo moral. Según 
Martinez-Rojas et al. (2021), la asimetría de información obedece a la 
disparidad de información entre los participantes de un contrato, es 
decir, «subyace con frecuencia raíz de la disparidad de información 
que dispone el Principal con relación a la actuación del Agente», impli-
cando mayor probabilidad de que éstos incurran en otras dos proble-
máticas derivadas: riesgo moral y selección adversa. La primera consiste 
en la situación donde una de las partes de un determinado contrato 
tiene dificultades para controlar las actividades que su contraparte 
debe cumplir según contrato; es decir, la información necesaria para 
supervisar es costosa (de la Varga y Vigier, 1999). Por su parte, la se-
lección adversa se produce debido al alto costo de adquisición de infor-
mación, implicando que artículos o servicios de baja calidad desplacen 
del mercado a artículos de buena calidad, produciéndose el fenómeno 
de mercado ausente (incompleto).

Dentro de la lógica económica de la intermediación financiera, la 
selección adversa ocurre cuando el prestamista, al tener información 
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asimétrica (en relación a los posibles clientes), no puede distinguir el 
riesgo inherente entre prestatarios riesgosos y aquellos con posible me-
nor riesgo crediticio, pudiendo ocasionar acciones que compensen sus 
pérdidas, como es aplicar estrategias de elevación de tasas de interés, 
lo cual, a su vez, podría implicar que los buenos pagadores (prestata-
rios con menor riesgo crediticio) se vean disuadidos de solicitar futuros 
préstamos (Morduch y Armendáriz, 2005).

Según los autores mencionados en el anterior párrafo, a diferencia 
de un mercado de crédito tradicional, donde la asimetría de información 
entre el Principal (bancos, COAC, etc) y agentes (prestatarios) implica 
mayores costos en el mercado y pérdidas económicas para todos los ac-
tores, la inclusión de tecnologías grupales podría servir de instrumento 
para disminuir los problemas de obtener información de las característi-
cas socio-económicas de los prestatarios por parte de las organizaciones 
prestamistas, una vez que el primer filtro importante en la selección de 
los mejores perfiles de crédito lo realizan los bancos comunales y/o gru-
pos solidarios, pues no es de su interés contar, dentro de los grupos, con 
personas con baja (o dudosa) capacidad y/o voluntad de pago.

2.2. Tecnologías de microcrédito grupal en el Ecuador

La aplicación de tecnologías de microcrédito grupales en el Ecua-
dor ha tenido diversas fuentes: i) las organizaciones amparadas por 
la Constitución vigente en el Ecuador (EC, 2008); ii) los bancos comu-
nales y grupos solidarios implementados por entidades microfinancie-
ras (fundaciones, bancos, ONG); y, iii) otras iniciativas ejecutadas por 
COAC. En esta sección se realizará una breve descripción de las 3 fuen-
tes, resaltando que, en el caso de las cooperativas, el análisis obedece 
a proyectos implementados junto con organizaciones internacionales, 
dejando el análisis de la actualidad de los productos de crédito grupa-
les (en COAC segmento 1) para el próximo capítulo.

OrganizaciOnes amparadas en la cOnstitución de 2008

Para describir al primer grupo, es necesario remitirse al Artículo 311 
de la Constitución del Ecuador del 2008 (EC, 2008), donde se determina 
que el SFPS se compone de «cooperativas de ahorro y crédito, entidades 
asociativas o solidarias, cajas y bancos comunales, cajas de ahorro»; es 
decir, además de las COAC (que son las organizaciones con mayor peso 
en el subsector), existen otras iniciativas que, en base a principios solida-
rios y en forma grupal, «realizan sus actividades exclusivamente, en los 
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recintos, comunidades, barrios o localidades en donde se constituyen» 
(Junta de Política y Regulación Monetaria Financiera, 2018, Art. 2), en-
tendiendo que son entidades que se forman con los aportes (ahorros) de 
sus socios, para entregar el servicio de crédito a los mismos.

tecnOlOgías de micrOcréditO grupal implementadas pOr instituciOnes 
micrOfinancieras

En relación con los bancos comunales implementados por fundacio-
nes, bancos y ONG, se consideran a los productos ofrecidos por la Fun-
dación ESPOIR, banco VisionFund y a las tecnologías grupales solidarias 
de la Unión Católica de Apoyo al Desarrollo Comunitario (UCADE).

La Fundación para el Desarrollo Integral ESPOIR es una organiza-
ción sin fines de lucro enfocada en la entrega de microcréditos indivi-
duales y grupales, que inició sus operaciones en el 2002, y cuya meto-
dología crediticia incluye asistencia médica y educación. Según ESPOIR 
(2023), a diciembre 2022, la mencionada Fundación mantuvo activos 
3.009 bancos comunales en 75 cantones del Ecuador, abarcando un 
total de 38.009 usuarios y, representando aproximadamente 20% del 
total de clientes de banca comunal en el país5.

El Banco VisionFund Ecuador inició operaciones en 1995, brin-
dando diversos servicios financieros a la población que se ubica en la 
base de la pirámide del microcrédito. Actualmente tiene dos tipos de 
metodologías grupales: el grupo solidario (microcrédito grupal) y la 
banca comunal. El grupo solidario es una metodología grupal (de 3 a 
6 miembros), que permite acceso a crédito cuando no existen garan-
tías reales y los participantes de los grupos pueden garantizar el repago 
del préstamo solidariamente entre ellos. Por su parte, la banca comu-
nal, además de mantener las características solidarias, es una tecnolo-
gía que permite conglomerado de personas por préstamo grupal con 
más miembros (7 a 25); además tiene un mayor enfoque en profundi-
zación financiera, especialmente en el ámbito rural (VisionFund, 2024a; 
VisionFund, 2024b). Cabe resaltar que, el número de clientes a fina-
les del 2022 ascendió a 45.015 en los grupos solidarios y 7.203 en la 
banca comunal (VisionFund. 2023).

Finalmente, Velez (2022), como parte de su investigación, describe 
a UCADE como una ONG creada en 2004 con el objetivo de prestar 

5 Las estadísticas de banca comunal a nivel país que se presenta en ESPOIR (2023), 
tienen como fuente datos internos del conjunto de socios de la Red de Instituciones Fi-
nancieras de Desarrollo (RFD); es decir, no es un universo que abarque a todas las organi-
zaciones que ofrecen servicios financieros en el Ecuador. 
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servicios financieros a pequeños empresarios con miras a potenciar su 
desarrollo, bajo los principios de la Doctrina Social de la Iglesia. Para el 
año 2017, UCADE registró 1.331 Bancos Comunales, 284 grupos soli-
darios y 148 sociedades populares de inversión6.

tecnOlOgías de micrOcréditO grupal implementadas pOr cOac

Dentro del ámbito del cooperativismo de ahorro y crédito, existen 
dos iniciativas destacables en la implementación de tecnologías grupa-
les solidarias: las Ventanillas Rurales Cooperativas (VRC) del Proyecto 
CREAR de Swisscontact y la metodología de Banca Comunal imple-
mentada por el Programa CREER del Consejo Mundial de Cooperativas 
de Ahorro y Crédito (WOCCU por sus siglas en inglés).

De acuerdo con RFR (2013), las VRC son una variante de los ban-
cos comunales, que funcionaron como un convenio de cooperación 
entre las COAC matriz y las organizaciones comunales participantes, 
existiendo autonomía de los miembros de la VRC en términos de con-
trol democrático y administración (incluyendo la supervisión dentro de 
cada grupo). El desarrollo de estos productos de crédito grupal fue el 
resultado de un trabajo conjunto entre los funcionarios de las COAC 
que acogieron la propuesta y funcionarios externos de Swisscontact7. 
El proyecto de las VRC fue implementado en la COAC Riobamba Ltda., 
y en la COAC 4 de Octubre Ltda., donde en esta última se colocó una 
cartera de USD 3,76 millones en el período 2003-13 entre 1.680 bene-
ficiarios (VRC, 2013).

Una segunda iniciativa de productos de crédito grupales implemen-
tados en COAC que tuvo asesoría de organismos de cooperación téc-
nica, fueron las bancas comunales del Programa CREER8 de la WOCCU, 
organización que desde el año 2002 trabajó con en 4 COAC9, con el ob-
jetivo de evaluar el desempeño del crédito grupal con educación rural en 
una población de mujeres con bajos niveles de ingreso de zonas rurales 
y urbano-marginales de la sierra y región amazónica del Ecuador. Según 

6 La información proporcionada por Vélez (2022) en relación a UCADE es la última 
disponible; considerando además que, la página web de la mencionada ONG está desac-
tivada. 

7 Según Swisscontact (2024), ésta es una «organización de desarrollo independiente 
y sin fines de lucro establecida en 1959 por exponentes del sector privado suizo y la so-
ciedad civil», que centra su trabajo en el desarrollo económico sostenible en países en de-
sarrollo y emergentes, fortaleciendo la competitividad de las empresas y competencias de 
las personas. 

8 Por sus siglas: Crédito con Educación Rural.
9 CACPECO, COOPROGRESO, COAC 23 de Julio Ltda., y COAC 29 de octubre Ltda. 
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Maldonado (2007), el Programa CREER apoyó a 12.242 mujeres a través 
de sus bancos comunales, distribuyendo en todo el período USD 10,3 
millones entre las 4 COAC participantes.

En resumen, además de las organizaciones no cooperativas del 
SFPS, han existido diversas iniciativas privadas y de la EPS que contem-
plaron como opción de financiamiento a los productos grupales solida-
rios, inclusive incorporando (en algunos casos) el componente educa-
tivo. Al analizar específicamente a las COAC, los casos de las VRC y del 
Programa CREER obedecieron en su tiempo a una lógica de transferen-
cia de recursos y tecnología por parte de organismos internacionales, 
pero que, a pesar de estos esfuerzos, no pudieron mantener la sosteni-
bilidad de los productos en el largo plazo.

Una vez realizado un breve repaso de las principales experien-
cias de tecnologías grupales solidarias implementadas en el Ecuador, 
se procede a analizar, en el próximo capítulo, el estado actual de los 
productos grupales ofrecidos por las COAC del segmento 1.

3.  Las COAC del segmento 1 y sus productos de crédito grupal

3.1. Generalidades

Como fue mencionado en la introducción, dentro del SFPS, el sub-
sector cooperativo de ahorro y crédito es de mayor fuerza e importan-
cia en número de beneficiarios y en movimiento de dinero en operacio-
nes de ahorro y crédito. De acuerdo con SEPS (2024c), las COAC en el 
Ecuador, de acuerdo al tipo y saldo de sus activos, se ubican en 5 dife-
rentes segmentos, presentados a continuación:

Tabla 1

Segmentación de COAC en Ecuador

Segmento Activos (USD)

1 Mayor a 80 millones
2 Mayor a 20 millones hasta 80 millones
3 Mayor a 5 millones hasta 20 millones
4 Mayor a 1 millón hasta 5 millones
5 Hasta 1 millón

Fuente: SEPS (2024c)
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Como se aprecia en la tabla anterior, las COAC de segmento 1 son 
las de mayor tamaño en el sector, lo cual se puede validar con datos 
agrupados y sistematizados por la SEPS. Tomando como referencia ci-
fras con corte al 31 de diciembre de 2023, las COAC segmento 1 son 
las de menor número dentro del total (45, que corresponde al 11%); 
no obstante, éstas concentran la mayor cantidad de socios, alcanzando 
los 7,2 millones, que representó 75% del total, y, adicionalmente, son 
las que mayor cantidad de activos abarcan, más del 80% de los activos 
de todas las COAC del país (SEPS, 2024b). Estos números justifican la 
elección de las COAC segmento 1 en el presente análisis.

En cuanto a los productos de crédito vigentes para las COAC10, 
de acuerdo a la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera 
(2020), existen 7 segmentos (tipos) de crédito que pueden ser ofrecidos 
por las entidades encargadas de intermediación financiera: crédito pro-
ductivo, microcrédito, inmobiliario, vivienda de interés social y público, 
consumo, educativo e inversión pública. De éstos, el microcrédito abarca 
tanto a las tecnologías de otorgamiento individual, como a las grupales 
con garantía solidaria, que son el sujeto de análisis de esta investigación.

3.2.  Análisis de los productos de crédito grupales en las COAC del 
segmento 1

Considerando que no existe información secundaria sistematizada 
de los productos crediticios ofrecidos por entidades del SFPS, para co-
nocer la realidad de la oferta actual de crédito grupal en las COAC del 
segmento 1 del Ecuador, se realizó un estudio exploratorio y explica-
tivo (Hernández et al. 2014), que consistió en la búsqueda pormeno-
rizada en las páginas web de cada entidad (45 en total)11, cuyos resul-
tados muestran que, solamente 2 entidades (4,4%), la Cooperativa de 
Ahorro y Crédito Virgen del Cisne Ltda., y la Cooperativa Cooprogreso 
Ltda., ofrecen microcréditos grupales de garantía solidaria.

En el caso de la COAC Virgen del Cisne Ltda., el crédito grupal, lla-
mado «microcrédito grupal», puede ser otorgado siempre y cuando el 
prestatario haya residido en la zona de atención por lo menos 1 año, 
entendiéndose dicho requisito como un respaldo adicional para mini-
mizar la asimetría de información y, por ende, la selección adversa.

10 La Resolución 603-2020F se aplica a todas las entidades del sistema financiero na-
cional.

11 El levantamiento primario de información fue realizado en el mes de enero de 
2024. 
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Por su parte, el «crédito comunal» de la COAC Cooprogreso, es un 
producto de corto plazo de repago (hasta 12 meses máximo) y mon-
tos relativamente bajos si se los compara con sus pares individuales 
(máximo USD 4.000 frente a USD 120.000 de los microcréditos urbano 
y agrícola). Este producto puede ser ofrecido en las agencias de Quito, 
Santo Domingo, Portoviejo y Manta y, dentro de sus requisitos de otor-
gamiento, se exige un tiempo mínimo de 6 meses de actividad econó-
mica.

Más allá del poco interés de las COAC del segmento1 en imple-
mentar tecnologías de crédito grupal solidario, en el levantamiento 
llamó la atención la presencia de otros productos que, siendo de corte 
individual, tienen relación con aspectos que en ocasiones son prioriza-
dos por la banca comunal y grupos solidarios: el ámbito rural de sus 
prestatarios (crédito agrícola) y el enfoque de género. En este sentido, 
7 COAC entregan productos vinculados con el ámbito agropecuario12 
(16% del total), y solamente 4 entidades tienen productos exclusivos 
para mujeres: COAC Virgen del Cisne Ltda., COAC Atuntaqui Ltda., 
COAC 15 de abril Ltda., y COAC Indígena SAC Ltda. De estos resulta-
dos, se deduce que la COAC Virgen del Cisne Ltda., ofrece una gama 
importante de productos con énfasis en la profundización financiera, 
tanto desde el ámbito individual, como desde el ámbito grupal, mante-
niendo así una lógica más cercana a los principios cooperativistas de in-
clusión en sus áreas de influencia.

Los resultados generales del levantamiento primario realizado se 
presentan en el Anexo de este documento.

4. Discusiones finales

La presente investigación tuvo como objetivo analizar a las tecno-
logías grupales solidarias dentro del contexto operativo de las COAC 
del Ecuador, con énfasis en las entidades del segmento 1. Además de 
una introducción explicativa sobre estos productos crediticios, en el de-
sarrollo del texto se identificó la situación actual de las metodologías 
de crédito grupales en el Ecuador, con especial hincapié en las COAC.

Una de las ventajas de las metodologías grupales abordada por la 
literatura es la disminución de asimetría de información y, por ende, 
menor selección adversa, lo que conlleva (en teoría) a evitar acciones 

12 COAC: Tulcán Ltda., Virgen del Cisne Ltda., Fernando Daquilema Ltda., Once de 
Junio Ltda., Atuntaqui Ltda., Cooprogreso Ltda., y, Chibuleo Ltda. 
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sancionatorias a todos los prestatarios (como lo es un aumento de ta-
sas de interés como forma de compensación de pérdidas por moro-
sidad). Si bien esta dinámica podría funcionar en sistemas financieros 
más débiles, o con organizaciones crediticias sin recursos suficientes 
para minimizar brechas de información, la realidad del mercado de las 
COAC ecuatorianas podría no seguir esta lógica, pues existen mecanis-
mos que facilitan la transmisión de información entre las cooperativas 
financieras del Ecuador, por ejemplo: la utilización de burós y Central 
de Riesgos, minimizando así el riesgo de crédito. Además, bajo la regu-
lación normativa que determina techos a las tasas de interés activas por 
segmento crediticio en el SFN, se reduce aún más el margen y motiva-
ción que tienen las COAC para aumentar el valor de sus servicios credi-
ticios como consecuencia de problemas de selección adversa.

No obstante, más allá que el entorno económico, sectorial y nor-
mativo del país es menos propenso para generar incentivos financieros 
a las COAC en la implementación de tecnologías grupales solidarias, 
la importancia de estos productos microcrediticios también radica en 
la profundización financiera, en la atención a poblaciones vulnerables, 
y, en consecuencia, en el fortalecimiento de la economía popular, sur-
giendo como una alternativa a modelos de endeudamiento informales 
(agiotismo), que implican costos elevados y riesgos de diversa índole 
para los prestatarios.

En este sentido, el estudio revela el escaso interés de las COAC 
de mayor envergadura en la utilización de alternativas crediticias para 
atender poblaciones más carentes. De hecho, las experiencias mencio-
nadas en el capítulo 2 necesitaron de apoyo técnico y económico de 
organizaciones internacionales para su ejecución, siendo proyectos de 
duración limitada. En cuanto a la oferta actual, el número de COAC 
que mantienen activas líneas de crédito grupales es minoritario, así 
como es minoritaria la participación de productos de microcrédito in-
dividual enfocados en poblaciones rurales y con enfoque de género, 
mostrando que el enfoque crediticio del promedio de las COAC de 
segmento analizado es la maximización de beneficios, intentando evi-
tar costos de transacción más altos; de hecho, esta afirmación podría 
sustentarse en la distribución de la cartera de crédito de las COAC seg-
mento 1 por tipo de crédito en diciembre 2023 (SEPS, 2024b), donde 
52,2% del total de cartera lo concentra el crédito de consumo, 37,7% 
el microcrédito, 8,2% vivienda y 1,9% el crédito productivo.

Como recomendaciones, se sugiere replicar este estudio en COAC 
de distintos segmentos (2, 3, 4, 5), entendiendo como una posible hi-
pótesis que, organizaciones con menor tamaño y mayor arraigo geo-
gráfico y/o cultural, podrían presentar enfoques distintos en sus co-
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locaciones, priorizando el bienestar de sus socios y su inclusión, sin 
descuidar aspectos de sostenibilidad financiera en el corto, mediano y 
largo plazo.
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